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A lo largo de más de cuarenta años, una de las 
principales tareas de la Fundación Foro Nacional por 
Colombia ha sido trabajar por las garantías para la 
participación ciudadana como derecho. Para ello se ha 
realizado un ejercicio comprometido de seguimiento 
y análisis sobre el estado de la participación en 
Colombia, al tiempo que se han generado propuestas 
y recomendaciones, tanto para el ámbito institucional 
como para las organizaciones de la sociedad civil, las 
comunidades y la ciudadanía en general alrededor 
de la protección, la exigibilidad y la promoción del 
derecho en sus múltiples expresiones. Cuestión 
íntimamente ligada con el fortalecimiento de la 
democracia y la construcción de paz. 

Estos análisis, que se han enriquecido con la inclusión 
de miradas diversas, propias de la heterogeneidad 
de la sociedad colombiana, dan cuenta de avances 
en la materia, así como de tensiones, problemas 
y obstáculos. Aunque formalmente el derecho 
a la participación ciudadana está incluido en la 
legislación colombiana desde la Constitución de 
1991 y los siguientes desarrollos normativos dieron 
la oportunidad a la intervención de la ciudadanía en 
diversos ámbitos de la gestión pública, el exceso de 
tutela - por parte del Estado – y la poca oportunidad 
de incidencia de los mecanismos y canales han 
desgastado los diseños institucionales.  La protesta 
social continúa sin contar con un marco habilitante 
para su ejercicio. Los últimos años demostraron 
la persistencia de lógicas militaristas y policivas 
para el tratamiento del descontento ciudadano 

y la contención del conflicto social. Además, las 
disposiciones y tareas participativas del Acuerdo Final 
de Paz siguen sin concretarse, con consecuencias 
graves para la vida democrática del país. 

Hoy las dinámicas organizativas y las expectativas de 
las y los ciudadanos al participar exigen más de los 
diseños institucionales, los actores y los procesos. La 
vida local, las especificidades del territorio, el trámite 
oportuno y eficiente de necesidades y expectativas, 
expresada de manera diversa en la población, obligan 
enfoques respetuosos y eficientes de estas dinámicas. 

Más aún cuando en este recorrido se ha mostrado la 
fortaleza ciudadana que no ha dejado de involucrarse 
en los asuntos públicos. Las mujeres, las juventudes, 
las comunidades agrarias y étnicas, la población 
urbana, la comunidad LGBTIQ+ y la ciudadanía en 
general han puesto de presente la necesidad de una 
participación cualificada, deliberante e incidente, 
correspondiente a sus vidas y territorios, con garantías 
suficientes y con las condiciones necesarias para su 
desarrollo.  Esto implica el respeto por sus agendas 
y autonomías, el despliegue de sus múltiples 
canales de expresión  y demanda ciudadana, así 
como su incidencia en los asuntos públicos, para el 
reordenamiento de la vida en común sobre principios 
de igualdad, solidaridad y horizontalidad. 

Colección Democracia 
y Participación
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Con esta mirada y atendiendo a su objetivo político 
de contribuir a la ampliación democrática y al 
desarrollo pleno de la participación ciudadana, Foro 
Nacional por Colombia presenta el Caleidoscopio 
de la Participación Ciudadana. Este esfuerzo 
articulado y colectivo de reflexión, seguimiento y 
observación busca generar y divulgar propuestas 
de acción ciudadana y de diseños institucionales. 
Así mismo, al ofrecer a todos los actores información 
relevante y confiable sobre la participación y sus 
dinámicas en Colombia, contribuyendo, además, 
con la gestión del conocimiento sobre el tema.            
El Caleidoscopio propone una cartografía analítica 
de los flujos y reflujos, las continuidades y rupturas 
de la participación ciudadana en el país, tanto la que 
transita a través de los canales institucionalizados, 
como la que emerge al fragor de la movilización y 
la protesta social. 

Por lo tanto, es un dispositivo de mirada crítica 
que registra la multiplicidad de formas, giros, 
tonalidades, configuraciones, abigarramientos, 
oscilaciones, acentos y matices de la participación 
ciudadana, un proceso sociopolítico complejo y 
dinámico compuesto de ciclos, transformaciones, 
interacciones, disputas, tejidos, juntanzas, 
acontecimientos, espacialidades, visiones, discursos, 
prácticas y repertorios que son la expresión de la 
contienda por la democracia en Colombia. 

Este ejercicio se inicia con la publicación de este 
informe ¿Qué ha pasado con la Participación 
Ciudadana Juvenil en Colombia? 2018 – 2022, 
en el maro del lanzamiento de nuestra Colección 
Democracia y Participación, la cual enmarcará 
la producción de conocimiento por parte de la 
Fundación alrededor de los temas ya señalados. 

En esta ocasión, el informe que aquí presentamos se 
propone dar cuenta del estado de la participación 
ciudadana juvenil, a partir de los diseños y las 
prácticas participativas desplegadas por las y 
los jóvenes de Barranquilla, Bogotá y Cali en el 
perío¬do 2018 – 2022. Este análisis reconoce la 
voz protagonista de la población juvenil durante el 
llamado Estallido Social, desde sus particularidades 
y diferencias; las tensiones entre los diseños y las 
prácticas y sus efectos en las vidas de las y los jóvenes. 
También busca identificar las consecuencias de la 
movilización juvenil en términos de implementación 
del Sistema Nacional de Juventud. Así, el informe 
sitúa el papel protagónico de las y los jóvenes en la 

intensificación de las disputas por la participación 
ciudadana en el país y sus conquistas, así como 
los retos, oportunidades y propuestas de rediseño 
institucional y de visibilización de agendas juveniles. 

Tanto el Caleidoscopio de la Participación Ciudadana 
como la Colección Democracia y Participación son 
una contribución de la Fundación Foro Nacional 
por Colombia para el debate con liderazgos, 
organizaciones y movimientos sociales, la comunidad 
académica y diversos sectores políticos interesados 
en conocer y discutir las trayectorias nacionales y las 
tendencias regionales de la participación ciudadana, 
en momentos de crisis multidimensional de la vida 
en el planeta. La historia de nuestra Fundación y la 
coyuntura política nacional de transición democrática 
así nos lo exigen. 

Marcela Restrepo Hung

Presidenta Ejecutiva 
Fundación Foro Nacional por Colombia 
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Actualmente, la participación ciudadana en Co-
lombia se debate entre el desgaste y crisis 
de los escenarios institucionales y el empuje 

creativo y novedoso de la movilización social. El for-
talecimiento de la movilización social, en términos 
de reconfiguración y surgimiento de identidades, 
repertorios novedosos de acción colectiva y la arti-
culación de agendas orientadas a la transformación 
del orden social han agudizado la disputa entre dos 
modelos de la participación ciudadana.

Por un lado, desde el Estado se ha diseñado y 
puesto en marcha una participación “de arriba hacia 
abajo”, orientada a la contención de la conflictividad 
social y de la capacidad transformadora de la ciuda-
danía. Esta perspectiva, que limita y tutela la partici-
pación ciudadana, se ha reforzado por el bajo interés 
de los gobiernos por el diálogo social y territorial y 
la imposición de políticas que vulneran los derechos 
de las comunidades. Por otro, como respuesta a la 
lógica institucional y a la vez como despliegue de 
su propia iniciativa, la ciudadanía ha configurado un 
modelo “de abajo hacia arriba”, basado en la diver-
sidad y el pluralismo, bajo horizontes de democrati-
zación e inclusión. Este modelo ha sido más efectivo 
para la expresión de intereses y para la incidencia de 
los sectores históricamente excluidos de la toma de 
decisiones (Velásquez, 2021).

Esta disputa se ha agudizado en los últimos años. 
La segunda mitad del siglo XXI se ha caracterizado 

por el ascenso de la movilización social como lógi-
ca participativa privilegiada por la ciudadanía en su 
diversidad para su incidencia en los asuntos públi-
cos. Especialmente, esta dinámica alcanzó su mayor 
expresión en el ciclo 2019 – 2021, en lo que se ha 
conocido como el Estallido Social. Mientras algunas 
administraciones locales abrieron algunos espacios 
de diálogo y tomaron medidas para garantizar el 
derecho a la participación, otras se alinearon con el 
gobierno nacional en la contención represiva de la 
ciudadanía, aprovechando las disposiciones surgidas 
del manejo de la pandemia del COVID-19. 

Sin embargo, en términos generales, la respuesta 
institucional se orientó según las lógicas de la preser-
vación del orden público. Ya fuera por la activación 
de diálogos sociales condicionados y limitados o 
por el despliegue de la represión, con altos costos 
en términos de vidas y vulneraciones de derechos 
fundamentales, el Estado colombiano no habilitó 
un entorno favorable a la expresión ciudadana. Esto 
impactó de manera sensible el cumplimiento de la 
apertura democrática y demás propósitos estable-
cidos por el Acuerdo Final de Paz, orientados a la 
garantía de la participación ciudadana y la interven-
ción de las comunidades en lo público. 

Un ejemplo de estas disputas tiene que ver con la 
participación juvenil. Las y los jóvenes fueron prota-
gonistas del Estallido Social. Desde su diversidad y 
atendiendo a su precaria situación generalizada, las 

Introducción
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y los jóvenes fueron el motor de las movilizaciones, 
innovando y reclamando especialmente mayor parti-
cipación en la definición de su futuro. Por su parte, 
el gobierno de Iván Duque respondió a esta movi-
lización combinando el despliegue de la represión 
oficial a niveles alarmantes, tal y como lo denun-
ciaron organizaciones de la sociedad civil y comu-
nidades, así como organismos internacionales, y la 
activación de canales de “escucha” y diálogo social 
limitados a la política gubernamental y sin mucha 
posibilidad de participación, a la vez que daba paso 
hacia la implementación integral del Sistema Nacio-
nal de Juventudes, de la cual las primeras elecciones 
para Consejos Municipales y Locales de Juventud 
(CMJ) fueron la acción más visible. 

Sin embargo, los resultados de las elecciones de los 
CMJ en 2021 muestran la falta de correspondencia 
entre los diseños participativos y las necesidades de 
las y los jóvenes. Mientras que solamente votaron en 
dichas elecciones el 10% de las y los jóvenes habili-
tados (Canal Institucional, 2021), un 84% de las y los 
jóvenes se sintieron representados por las moviliza-
ciones y su participación en las mismas aumentó en 
un 18% con relación a las jornadas de protesta del año 
2019 (Cifras y Conceptos, 2021).

Aunque existen diversos análisis sobre la moviliza-
ción social y sus dinámicas especialmente desde el 
Estallido Social, que se han venido enriqueciendo 
con el paso del tiempo, se hace necesario observar 

estos nuevos escenarios a la luz de las dinámicas de la 
participación ciudadana. Atendiendo a la necesidad 
de lecturas que aborden la participación en su inte-
gralidad y que avancen en la comprensión articulada 
de las lógicas de institucionalización y movilización 
en un sentido progresivo del derecho para la gene-
ración de propuestas, la Fundación Foro Nacional 
por Colombia – Presidencia Ejecutiva y sus Capítulos 
Costa Atlántica, Suroccidente y Región Central, en el 
marco de la puesta en marcha de su Caleidoscopio 
de la Participación Ciudadana, se propuso la elabora-
ción de un informe para dar cuenta del estado de la 
participación ciudadana juvenil, a partir de los diseños 
participativos y las prácticas participativas desplega-
das por las y los jóvenes de Barranquilla, Bogotá y 
Cali en el período 2018 – 2022. 

Este ejercicio se centró en el reconocimiento de 
aprendizajes dirigidos a la generación de propues-
tas de política pública de participación ciudadana 
juvenil orientadas a rediseños en la promoción insti-
tucional y a la visibilización de temas de agenda públi-
ca relevante sobre el fortalecimiento de un entorno 
habilitante para la participación ciudadana juvenil en 
los niveles nacional y territorial. En este sentido, el 
informe también se puede constituir en un insumo 
para la construcción de las estrategias que sobre 
participación ciudadana suelen tener los Planes de                      
Desarrollo Municipal y Distrital. Con estos análisis, 
dichas estrategias pueden ser mas asertivas para la 
garantía del derecho. 
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Este informe se concentra en el período 2018 – 
2022, teniendo en cuenta el protagonismo de la 
juventud en el más reciente ciclo de movilización 
social, el período de gobierno de las administracio-
nes distritales que terminan sus funciones en 2023 
y la elección de los Consejos Municipales y Locales 
de Juventud (CMJ). Igualmente, tiene en cuenta una 
mirada nacional y territorial, enfocada en los distritos 
de Barranquilla, Bogotá y Cali, teniendo en cuenta 
su importancia social, económica y política; la inten-
sidad de la movilización social y la protesta presen-
tada en dichas ciudades en el período de estudio y 
la posibilidad de incidencia en la coyuntura electo-
ral local a partir de recomendaciones orientadas al 
fortalecimiento de la participación ciudadana.

En ese sentido, el informe analiza la participación 
ciudadana juvenil en dos niveles. El primero, referi-
do a la descripción de la promoción institucional y 
del diseño normativo de la participación ciudadana 
juvenil, incluye el análisis de los Planes Distritales           
de Desarrollo, políticas, planes, programas de parti-
cipación juvenil; así como la respuesta institucio-
nal  al Estallido Social en términos de diseños e 
iniciativas; y específicamente lo relativo al Sistema 
Nacional de Juventudes y los Consejos Municipales 
y Locales de Juventud. 

El segundo nivel de análisis tiene que ver con la 
caracterización de las prácticas participativas juve-
niles, con énfasis en la protesta sobre dos aspectos. 
Un primero referido a la descripción de la situación 
socioeconómica de las y los jóvenes en el país y 
del contexto sociopolítico. Un segundo aspecto 
se concentra en las identidades juveniles y sus 
repertorios de acción, con énfasis en los tipos y 
modalidades empleados para la movilización, las 
formas de los liderazgos ejercidos y los medios de 
comunicación utilizados. 

De esta manera, el informe analiza las relaciones 
entre diseño para la participación de la juventud 
y las prácticas participativas juveniles, recono-
ciendo las diferencias y similitudes entre los tres 
distritos. Esto permite formular recomendaciones 
y propuestas de rediseños institucionales para la 
promoción y garantía de la participación ciuda-
dana a nivel local y nacional; como de la visibi-
lización de las prácticas participativas juveniles, 
para su posible inclusión en las acciones institu-
cionales de los gobiernos. 

Para desarrollar sus propósitos, este informe adop-
tó una metodología mixta, a través del uso de datos 
cuantitativos y cualitativos, recabados de fuentes 
primarias y secundarias como documentos y análi-
sis producidos por la Fundación Foro Nacional por 
Colombia sobre la participación y en especial la 
participación juvenil en el marco del desarrollo de 
su acción; documentos de política pública de las 
administraciones locales y nacional referidas a la 
participación ciudadana juvenil; prensa y documen-
tos elaborados por la academia, organizaciones de 
la sociedad civil y ONGs; e insumos producidos en 
el marco de la movilización social (como registros 
audiovisuales), entre otros. 

Con el fin de tener un panorama integral y profun-
dizar en temas específicos, se desarrollaron entre-
vistas y grupos focales con servidores y servidoras 
públicas, líderes y lideresas juveniles, consejeros y 
consejeras de los CMJ y jóvenes de organizacio-
nes juveniles participantes de la movilización social, 
entre ellos, que se involucraron en los CMJ. Adicio-
nalmente, el análisis tuvo un enfoque diferencial 
centrando en lo juvenil – hombres y mujeres jóve-
nes, LGBTIQ+, comunidades étnicas y campesinas 
o víctimas del conflicto armado -. 

El informe está organizado en cinco apartados. 
El primero detalla el marco conceptual con el que 
se aborda el análisis de la participación ciudadana 
desde una perspectiva integral. El segundo realiza 
un diagnóstico socioeconómico sobre la situación 
de las y los jóvenes en Colombia para, en tercer 
lugar, introducir el marco normativo de la participa-
ción ciudadana juvenil a nivel nacional y territorial. 
Posteriormente, se aproximará un análisis del esta-
do de la participación juvenil en el período 2018 – 
2021, desde una perspectiva nacional y territorial. 
Por último, se presentan las recomendaciones de 
nivel nacional y de nivel distrital y se formulan algu-
nas conclusiones. 

Agradecemos a las y los entrevistados por compar-
tir sus experiencias para la elaboración de este infor-
me, especialmente a las y los jóvenes, que con su 
acción allanaron el camino hacia una nueva coyuntu-
ra política y a las posibilidades de la apertura demo-
crática y de las garantías plenas para el derecho a 
la participación ciudadana para todos y todas las 
colombianas.
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participación
En términos generales, la participación ciudada-

na ha sido interpretada desde diferentes ám-
bitos, teorías y paradigmas, que se diferencian 

por sus énfasis y tienen consecuencias en el análisis 
y desarrollo práctico de los procesos participativos. 

Para efectos de este informe, la participación ciuda-
dana se refiere a:

La inter vención de sujetos individuales y/o colectivos en 
el escenario público que, en función de sus intereses y 
derechos, buscan acceder a bienes y ser vicios públicos 
(inclusión), influir en las decisiones que afectan sus vidas 
(incidencia), acordar con las autoridades públicas las 
políticas que permitan el ejercicio pleno de sus dere-
chos (concertación), vigi lar la gestión y sus resultados 
(fiscalización) o expre sar el desacuerdo con decisiones 
de las autoridades públicas (oposición). (Velásquez et 
al, 2020a, p. 24)

En ese sentido, la participación ciudadana se desa-
rrolla entre dos lógicas no excluyentes: la institucio-
nalización y la movilización. Ambas vías buscan abrir 

el espectro de la acción pública a la ciudadanía y se 
diferencian en las maneras en las cuales se concreta 
dicho objetivo. Igualmente, pueden complementar-
se o apoyarse en la medida en que la ciudadanía 
transita de una a otra según sus intereses, recursos 
o agendas. La lógica institucional hace referencia 
a los procesos normativos estatales que pretenden 
regular el comportamiento de las y los participantes, 
definiendo los sujetos, los modos, los instrumentos, 
los procedimientos y los alcances de la participación. 
Así, se ha creado una institucionalidad participativa 
que busca la estandarización de los comportamien-
tos a través de mecanismos y espacios específicos1, 
creando estructuras sociales que condicionan la 
acción de los actores (Velásquez, et al, 2020a). 

La participación institucional se concreta en dos 
tipos de dispositivos: los mecanismos de la demo-
cracia directa2 y los espacios de participación ciuda-
dana en las decisiones públicas3. La diferencia entre 
ambos radica en que los primeros están abiertos a 
la participación de la ciudadanía en general, mien-

1 Los espacios son dispositivos diseñados para informar, consultar, canalizar iniciativas ciudadanas, concertar acuerdos, tomar 
e implementar decisiones y/o vigilar la gestión pública. Tienen un carácter permanente y pueden ser abiertos o cerrados, es-
tar conformados por uno o varios actores sociales o incluir la participación de autoridades públicas. Por su parte, los mecanis-
mos son herramientas para la participación “que implican procedimientos específicos para canalizar la iniciativa ciudadana y, 
eventualmente, construir una decisión (...) Son generalmente procedimientos episódicos, aunque algunos, como la consulta 
previa, libre e informada, pueden implicar procesos más continuos” (Velásquez et al, 2020a, pp. 37 – 38).
2 Tales como el referéndum, el plebiscito, las consultas populares, las revocatorias de mandato, las iniciativas legislativas      
populares,  los cabildos abiertos, entre otros.
3 Como los consejos, los comités, las audiencias, las mesas permanentes, entre otros.

Sobre el
enfoque de la
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tras que los segundos funcionan bajo el principio 
de representatividad. 

Por su parte, la lógica de la movilización o de la 
participación no institucional incluye dos tipos de 
expresiones: espacios o escenarios informales 
no reglamentados que responden a contextos y 
momentos específicos, como mesas de trabajo o 
espacios de diálogo, entre otros; y la expresión de la 
protesta4. La movilización está regida por las estrate-
gias que los actores despliegan para el cumplimien-
to de sus objetivos y que reflejan sus posiciones, 
intereses y aspiraciones, y puede configurar diversas 
formas organizativas de las comunidades y de los 
grupos sociales como redes o plataformas ciuda-
danas, espacios locales de diálogo territorial, entre 
otras. 

De acuerdo con los intereses de sus promotores, 
las movilizaciones pueden ser expresivas, cuando 
buscan el reconocimiento y visibilidad de ciertas 
identidades; reivindicativas, que manifiestan deman-

das sociales y exigen su cumplimiento al Estado o 
a los privados; y transformadoras, que se articulan 
para generar cambios en el orden social, con un 
horizonte de mediano y largo plazo (Velásquez et 
al, 2020b). Las movilizaciones pueden configurar 
procesos sociales de diverso orden: desde diálogos 
y acuerdos con autoridades públicas para el mejora-
miento de condiciones de vida, hasta trasformacio-
nes de orden societal.  

En ese sentido, las movilizaciones sociales no sola-
mente expresan luchas meramente reivindicativas o 
expresivas, sino también constituyen “luchas onto-
lógicas” en tanto se despliegan para la defensa de 
otras formas y modelos de vida diferentes al poder 
hegemónico (Escobar, 2020). De ahí que las luchas 
sean producto de “entramados comunitarios” que 
buscan la reorganización de la vida bajo otros princi-
pios tales como la solidaridad, la interdependencia, 
la autonomía y la autogestión (Gutiérrez, 2017). 

4 “(...) conjunto de acciones sociales colectivas de más de diez personas que expresan intencionalmente demandas o que 
presionan soluciones ante el Estado en sus diversos niveles, entidades privadas o individuos, para enfrentar injusticias, exclu-
siones o desigualdades” (García, 2019, p. 42). Para ampliar, ver Almeida (2020). 
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Aunque la participación ciudadana está formalmen-
te reconocida como derecho en la legislación colom-
biana, este reconocimiento se ha limitado a su lógica 
institucional, dejando de lado sus expresiones de 
movilización (Muñoz, 2018; Trejos, Maquilón y Giaco-
metto, 2021). En el país se ha institucionalizado una 
oferta participativa tutelada a través de un marco 
regulatorio restrictivo, que no ha reconocido la movi-
lización social como lógica del derecho a participar, 
ni mucho menos en sus diversas manifestaciones. Al 
contrario, la movilización social se ha enmarcado en 
un asunto de orden público y ha sido atendida bajo 
lógicas de conflicto armado y de contención de la 
manifestación ciudadana (Velásquez et al, 2020b). 
Esto ha generado una distancia entre la participa-
ción institucional y la ciudadanía5 y el privilegio de la 
lógica de movilización como mecanismo eficaz para 
la expresión de intereses (Velásquez et al, 2020a). 

Una mirada6 a esta tensión entre participación insti-
tucionalizada y prácticas participativas ciudadanas 
en el período y lugares de análisis priorizados ha 
resaltado, para el caso de la oferta participativa:

• La persistencia de instancias institucionales dirigi-
das a la contención de las posibilidades de la partici-

5 A raíz de factores como diseños inadecuados que limitan la participación a la representación intereses y que privilegian funcio-
nes de socialización, de consulta y en menor medida, de canalización de iniciativas ciudadanas y de control social en detrimento 
de la concertación y la decisión; la ausencia de voluntad política de las autoridades regionales para la puesta en marcha de las 
instancias o su cooptación y re funcionalización según intereses privados y un entorno social y político adverso, relacionado con 
la persistencia del conflicto armado y la expansión de un proyecto político autoritario (Velásquez et al, 2020b).
6 Con base en Escobar, Rojas y Quintana, M. (2019); Martínez (2019); Velásquez et al (2020a y b) y Foro (2020). 
7 En el caso de Bogotá y Barranquilla, por ejemplo, se cuentan con protocolos para la atención y tratamiento de la protesta 
social. En las tres ciudades, se ha caracterizado una oferta participativa concentrada en lo consultivo, con deficiencias en tér-
minos de desarrollos de normativa como la Ley 1757 de 2015 y de sistemas distritales de participación ciudadana.
8 A nivel nacional, la pandemia significó usos autoritarios de la figura del estado de emergencia, la limitación a las actividades pro-
pias del Congreso de la República y la suspensión de facto de los procedimientos y espacios de la participación garantizados en el 
ordenamiento jurídico. A nivel distrital, la pandemia significó la modificación de los procedimientos de concertación de los Planes 
de Desarrollo locales y la extralimitación de funciones de las autoridades locales para impedir la movilización ciudadana.

pación ciudadana y su uso para el des escalamiento 
de la conflictividad social.

• El desarrollo diferenciado de legislación y norma-
tiva a nivel distrital frente a la participación ciudada-
na y, en especial, frente a la garantía del derecho a 
la manifestación y la protesta7.

• La persistencia de un tratamiento de orden públi-
co a la movilización social y a la protesta, que ha 
significado graves violaciones a los derechos huma-
nos y a la posibilidad de expresión ciudadana.

• Un manejo centralizado de la promoción partici-
pativa por parte de las alcaldías – especialmente en 
los casos de Bogotá, Cali y Medellín - en un sentido 
sectorial sin una mirada comprensiva de ciudad y de 
largo plazo, sin tener en cuenta las particularidades y 
propuestas de localidades, comunas y corregimien-
tos en la formulación de las acciones de participa-
ción. Además, en el nivel nacional, las políticas de 
participación o los intentos de avanzar en este tema 
han sido construidas desde Bogotá, sin una consulta 
adecuada con los territorios. 

• La dificultad de respuesta de las administraciones 
distritales frente a las expectativas de los grupos o 
sectores por su rigidez institucional y la falta de arti-
culación entre las entidades públicas.

• El aprovechamiento de coyunturas sociales y 
contextos específicos para limitar el ejercicio de la 
participación ciudadana, como lo fue la pandemia 
del COVID- 198, entre otras.

En ese sentido, la movilización ha sido privilegiada 
por la ciudadanía como mecanismo para participar. 
En las últimas décadas, se ha registrado un aumento 
de las luchas sociales en el país.
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9 Esta dinámica se inscribe en un proceso regional de agudización de la conflictividad social y de diversos ciclos nacionales de 
movilización social durante el período 2018 – 2021 y que han significado, en mayor o menor medida, rediseños institucionales 
en países como Chile, Ecuador, Bolivia, Haití, Perú, entre otros.

Gráfica 1 Trayectoria de 
las luchas sociales en 
Colombia - (1975 - 2021)

Fuente: elaboración propia a partir
de Archila y García (2023, p. 61).

En el período 1975 – 20159, se registraron 22.988 
protestas, con un promedio de 561 anuales, espe-
cialmente en momentos de ampliación democráti-
ca, como la apertura de diálogos con la insurgencia 
armada (Archila, 2019). En dicho período se ubican 
ciclos de movilización en los años 1975 - 1987, 1988 
- 1999, 2000 - 2007 y 2008 - 2015, con picos importan-
tes de luchas sociales en los años 1988 ,1999, 2007, 
2011 y 2013 (Archila, 2019, p. 66). 

Desde la segunda mitad del siglo XXI, el país asiste 
a un incremento de las luchas sociales que se relacio-
na con hitos de la movilización social como la Minga 
indígena del año 2008, el paro estudiantil univer-
sitario coordinado desde la Mesa Amplia Nacional 
Estudiantil – MANE del año 2011; la reactivación del 
movimiento campesino con el Paro Nacional Agra-
rio de 2013 – 2014 y la conformación de la Cumbre 
Agraria, Étnica y Popular y, finalmente, en el 2018 
con el paro estudiantil en respuesta a la crisis de la 
educación superior. 

Este incremento tuvo que ver con los espacios de 
deliberación y de transformación parcial de la cultura 
política colombiana posibilitados, en primer lugar, 
por la Mesa de Conversaciones de La Habana entre 
el gobierno de Juan Manuel Santos y las Fuerzas 
Armadas Revolucionarias – Ejército del Pueblo (FARC 
– EP) , que permitió un ambiente propicio para la 
expresión ciudadana sobre temas antes opacados 
por la confrontación armada – como la reforma agra-
ria, la reparación a las víctimas, las alternativas a la 
llamada guerra contra las drogas y, en especial, la 
apertura democrática y la participación ciudadana – 
y la posterior firma del Acuerdo Final de Paz en 2016. 
El Acuerdo logró que ciertos “cerrojos” instituciona-
les pudieran abrirse, particularmente los referidos al 
tratamiento de los conflictos sociales y la necesaria 
participación de la sociedad en su conjunto en la 
definición de los asuntos nacionales (Estrada, 2023).  

Esta dinámica ascendente se ha caracterizado por 
una reconfiguración identitaria de los actores, que 
han expresado identidades relacionadas con asun-
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10 Como, por ejemplo, a nivel nacional la articulación de Primeras Líneas, el renombre de espacios y lugares públicos o el 
uso de redes sociales como herramientas para la movilización. En los casos distritales, se observa por ejemplo en Cali la 
emergencia de los Puntos de Resistencia con altos niveles de conflictividad.
11 Con base en Foro (2016); Muñoz, (2018); Maquilón y Manotas (2020); Trejos, Maquilón y Giacometto, (2021); Velásquez, 
F. (2021); Foro (2021a y b) 
12 La categoría juventud es política en tanto “nace de la evolución de las prácticas del ejercicio del poder, por cuanto éstas son prácticas 
específicas, se hacen como tales y en la gran época por la que aún no terminamos de atravesar, son forjadas como industrias concretas de 
producción, delimitación y procesamiento de los cuerpos sociales. De otro lado, porque estas acciones reducen acciones ya desatadas, 
potencias vivas de trabajo social, creadoras de trabajo libre y de espiritualidades emancipadas fulgurantes en una época revolucionaria 
por antonomasia generando apenas sujeciones relativas, planos de permanente y honda tensión social” (Acosta, 2015, p. 11).

tos de género, de etnia o etarios, más allá de las 
identidades clasistas  (asalariados y campesinos);  la 
reformulación de las reivindicaciones materiales en 
clave cultural, reconociendo la responsabilidad del 
Estado en el cumplimiento de derechos y expre-
sando una nueva ciudadanía que reconoce, exige 
y defiende el derecho a la diferencia de todo tipo. 
Estas luchas se han concentrado territorialmente en 
los departamentos más importantes en términos 
sociales y económicos, incluidas sus capitales y en 
los departamentos en los cuales se inician procesos 
de extracción de recursos y donde es más común 
la presencia de actores armados legales e ilegales 
(Archila, 2019).

Sin embargo, el ciclo 2019 – 2021 supone un salto 
cualitativo en términos de sus impactos, sus alcances 
y niveles. El ciclo 2019 - 2021 ha sido caracteriza-
do por múltiples análisis como inédito, teniendo en 
cuenta elementos como la emergencia de nuevos 
actores y repertorios de acción colectiva, con espe-
cial protagonismo de las y los jóvenes, las mujeres 
y las comunidades étnicas y rurales10; la masividad, 
la persistencia y el carácter descentralizado y regio-
nal de la protesta; la existencia de múltiples lideraz-
gos renovados, que responden a diversas lógicas 
de organización y de representación; la articulación 
de espacios ciudadanos para la decisión sobre la 
vida en común o la interlocución y diálogo diverso e 
intercultural; y la existencia de diversas agendas de 
amplio alcance, que recogen reivindicaciones apla-
zadas y reclamos novedosos, entre otros (De Zubiría, 
2021; Valencia et al, 2021).

En ese sentido, la movilización social en términos 
participativos expresó11:

• La novedad y reinvención de los repertorios de 
acción colectiva bajo horizontes políticos alterna-
tivos de horizontalidad, solidaridad y participación 
amplia e integral. 

• La visibilidad y la irrupción de múltiples expresio-
nes de la movilización diferentes a la participación 
institucional, con altos grados de legitimidad social 
y con mayores alcances que los espacios formales. 

• La articulación de agendas de mediano y largo 
alcance, que incluyen especialmente la demanda 
de ampliación de la participación ciudadana y de 
aquellos sectores sociales históricamente excluidos 
de la toma de decisiones. 

Estas dinámicas pueden observarse a la luz de la 
participación ciudadana juvenil. Lo juvenil, aunque 
definido por la ley como la población que se sitúa 
entre los 14 y los 28 años, comprende diversos 
aspectos más allá de lo etario. La juventud, en tanto 
categoría política12, excede los límites de definición 
como población específica o como objetivo de 
intervención que se hace desde la política pública. 
La juventud se refiere a una experiencia real estruc-
turada por el sistema de relaciones sociales ligada 
especialmente al tiempo y su uso:

se despliega en los planos simultáneos de la ocupación 
o captura de ese tiempo (simultaneidad igualmente de 
lo cultural, lo laboral, lo político) y vivencia de la produc-
ción de deseos que realizan la existencia efectiva de 
la autonomía juvenil como experiencia real (Acosta y 
Barbosa, 2005, p. 5). 
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En este sentido, la juventud puede definirse desde las configuraciones propias 

de las relaciones de producción y reproducción social actualmente existentes. 
Lo juvenil se define como el paso “preparatorio” de la adultez, o de uso del 
tiempo libre durante un momento específico del tránsito vital (Acosta y Barbosa, 
2005). Sin embargo, entender la juventud en su complejidad y en su politicidad 
implica romper con una definición limitada que constriñe las mismas posibili-
dades, horizontes y diversidades de lo juvenil. De ahí que la juventud pueda 
entenderse como la: 

densa agonística de tensiones, disputas y confrontaciones, de acciones sobre acciones, 
campo de poder, pero también de potencia, toda una economía incorporativa del 
trabajo como fuerza social que se cierne, se produce, se crea. Cierto tipo de fuerza 
de trabajo, cierto tipo de administración de la producción, cierto tipo de profesiones 
y oficios, cierto tipo de ciudadanía, de mentalidades, de sujetos. Pero también toda 
una rebeldía, toda una organización de la rebeldía, todo un campo de luchas (Acosta, 
2015, p. 14). 

Por tanto, la ciudadanía juvenil tiene que ver con sujetos sociales comunitarios 
provenientes de diversos espacios de sociabilidad (la familia, el barrio, la escuela, 
la universidad, la vereda, el pueblo, etc.) que se organizan de múltiples formas 
caracterizadas por su capacidad de innovación, de creatividad y de disrupción.  
De ahí que el despliegue de sus prácticas participativas también comporte la 
heterogeneidad como rasgo distintivo: las y los jóvenes se inmiscuyen en diversos 
ámbitos de la vida social, con reclamos propios que implican la población juvenil, 
pero que trascienden su inmediatez e involucran el futuro de la sociedad en su 
conjunto (Acosta, 2015). En el caso colombiano, la experiencia juvenil se encuentra 
atravesada por la alta conflictividad social y la incapacidad de las políticas públicas 
para atender sus necesidades y problemáticas como el maltrato, la inseguridad, 
la pobreza, el desempleo o el empleo informal, la influencia de las economías 
ilegales y el conflicto social y armado (Acosta, 2015b). 

Teniendo estas concepciones en cuenta, con respecto a la participación ciuda-
dana juvenil, como se verá más adelante, en el período de estudio se impulsa la 
implementación del Sistema Nacional de Juventud, ideado para la garantía de la 
participación de la juventud colombiana en la toma de decisiones. Por ejemplo, 
los Consejos Municipales y Locales de Juventud, orientados a la participación, 
concertación, diálogo y control social, diseñados para la construcción de agen-
das territoriales para la atención de las problemáticas juveniles, tendrían que 
esperar casi 4 años para su materialización. Sería hasta 2021 cuando se pusieran 
en marcha, en medio de los reclamos ciudadanos al gobierno de Iván Duque 
y como manera de apaciguar las diferentes manifestaciones y repertorios de 
actuación de las y los jóvenes que se manifestaba en las calles. 

Este marco conceptual resalta la intensificación de las disputas por la parti-
cipación ciudadana entre un modelo institucional jerarquizado, diseñado “de 
arriba hacia abajo”, y unas prácticas participativas ciudadanas que buscan una 
participación incidente, incluyente y plural (Velásquez, 2021). A continuación, 
se concentrará la mirada en el estado de la participación ciudadana juvenil en 
el período 2018 – 2021, para dar cuenta de las relaciones entre el diseño y la 
oferta participativa institucional, con especial atención a los CMJ, y las prácticas 
participativas juveniles no institucionales.
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los tres 
distritos

Situación socio económica de las y 
los jóvenes en Colombia (2018 – 2022).
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13 Para efectos del panorama sociodemográfico de la juventud en Colombia, según la Ley 1622 de 2013, el y la joven es toda 
persona entre 14 y 28 años cumplidos
14 Este concepto lo da el Índice de Friz (IF). Si este índice es mayor a 160, la población se considera joven. En un rango entre 
60 y 160, la población se considera madura. Si es menor a 60 se considera una población vieja. Para el año 2018, informa el 
DANE (2022), el Índice de Friz para Cali fue de 89,3, disminuyendo frente al año 2005 (128,5). 
15 En los últimos cuarenta años los rangos de edad han cambiado. En la década de los ochenta del siglo pasado se consideraba 
a los y las jóvenes aquellos que se ubicaban en el rango 15 a 24 años. En la actualidad ese rango de edad se ubica entre los 
14 a 28 años, esto es, el rango de medida se amplio en 5 años.
16 El índice de envejecimiento muestra la cantidad de adultos mayores por cada 100 niños y jóvenes. Se calcula como la razón 
entre personas con más de 65 años con respecto a las personas menores de 15 años, multiplicado por cien (DANE, 2021a). 

De acuerdo con el DANE (2021b), una cuarta 
parte de la población colombiana es joven13, 
es decir, el 24,8%. De los 12,7 millones de 

personas jóvenes colombianas, 6,4 millones son 
hombres y 6,3 millones son mujeres, representan-
do el 25,6% del total de hombres y el 24% del to-
tal de mujeres. Mientras que el 76,2% de las y los 
jóvenes se ubican en las cabeceras municipales, el 
23,8% reside en centros poblados y áreas rurales 
dispersas. Para efectos del periodo de estudio, se 
observa una dinámica de aumento de la población 
joven entre los años 2018 y 2020 y una reducción 
leve entre los años 2021 y 2022. En los territorios 
de estudio, se observa que la población joven se 
concentra en Bogotá, seguida del Valle del Cauca y 
del Atlántico, como se puede observar en la Gráfica 
2 (JUACO, 2023).  

En comparación con otras aglomeraciones urbanas, 
Barranquilla se destaca por su baja tasa de enveje-
cimiento. A pesar de la disminución en la base, la 
participación de menores de 15 años en su estruc-
tura poblacional es mayor que en ciudades como 
Bogotá, Medellín y Cali (DANE, 2022c). La población 

juvenil en Barranquilla representa una cuarta parte 
de la población total (24,18%), es decir, 320.047. El 
50,28% son hombres y 49,72% son mujeres (DANE, 
2023a). Por su parte, Cali demográficamente está 
transitando hacia una población madura (DANE, 
2022b)14. Esta situación ya se comenzaba a observar 
desde el pasado siglo XX, particularmente para el 
periodo 1982 – 1994. El envejecimiento de la pobla-
ción se explicaba por la reducción gradual de sus 
adolescentes, menores de 15 años y el crecimien-
to porcentual de las personas mayores de 25 años 
(Muñoz, 1999) 15.

En la actualidad, el aumento de la población madu-
ra en la ciudad de Cali se explica, en parte, por el 
aumento del índice de envejecimiento – pasó de 
25,6 en 2005 al 65,3 en 2018 -16. De otra parte, en 
el año 2022 la mayoría de la población caleña se 
concentró en el rango de edad entre los 25-29 años, 
mientras que, la proyección al año 2035 estima que 
la mayoría de la población se ubique en el rango de 
los 35-39 años, presentándose una reducción de la 
población juvenil. 
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Departamento Grupo 
de edad 

Indígena 
(%)

Gitano(a) o 
Rrom (%)

Raizal del 
Archipiélago 

de San 
Andrés, 

Providencia 
y Santa 

Catalina (%)

Palenquero(a) 
de San 

Basilio (%)

Negro(a), 
Mulato(a), 

Afrodescendiente, 
Afrocolombiano(a) 

(%)

Ningún 
grupo 

étnico (%)

Sin 
información 

(%)

Atlántico 15-19 años 0,71 0,30 0,64 2,48 1,70 1,91 1,29

20-24 años 0,63 1,52 1,07 3,66 1,55 1,90 1,68

25-29 años 0,57 1,83 1,01 4,60 1,44 1,82 1,59

Total 
jóvenes 

1,91 3,66 2,72 10,74 4,69 5,63 4,55

Bogotá D.C. 15-19 años 0,32 7,01 1,36 1,00 0,67 5,42 7,25

20-24 años 0,43 7,93 2,25 1,59 0,85 6,78 9,87

25-29 años 0,40 7,16 2,21 1,71 0,89 6,62 9,40

Total 
jóvenes 

1,14 22,10 5,82 4,31 2,41 18,82 26,53

Valle del Cauca 15-19 años 0,55 0,76 0,56 1,00 7,53 2,34 2,17

20-24 años 0,54 1,52 0,66 1,59 7,56 2,55 2,89

25-29 años 0,49 0,76 0,92 1,36 6,77 2,47 2,67

Total 
jóvenes 

1,59 3,05 2,13 3,96 21,86 7,36 7,74

Total Nacional 15-19 años 38,17 31,10 31,30 30,52 36,50 32,99 28,97

20-24 años 33,93 36,43 33,02 35,54 33,14 34,37 36,72

25-29 años 27,90 32,47 35,68 33,94 30,36 32,64 34,31

Total 
jóvenes 

100,00 100,00 100,00 100,00 100,00 100,00 100,00

Atlántico

Bogotá D.C
.

Valle del Cauca

Fuente: Elaboración propia a 
partir de JUACO (2023). 

Gráfica 2. Porcentaje de población joven en Atlántico, Bogotá 
D.C. y Valle del Cauca con respecto al total nacional, 2018 – 2022. 

Fuente: elaboración propia a partir de DANE (2021b).   Tabla 1. Porcentaje de población joven según 
autorreconocimiento étnico en Atlántico, 
Bogotá, D.C. y Valle del Cauca, 2018.



20

En cuanto al autorreconocimiento étnico, la mayo-
ría de la población joven se autorreconoce como 
negro(a), mulato(a), afrodescendiente o afroco-
lombiano(a), llegando a un 7,1%, seguidas de las 
personas jóvenes autorreconocidas como indígenas, 
que son alrededor del 4,8% (DANE, 2021b).  En los 
territorios de estudio, el Valle del Cauca concentra 
la población joven negro(a), mulato(a), afrodescen-
diente o afrocolombiano(a), e indígena, seguido de 
Atlántico y Bogotá, de acuerdo con la Tabla 1. De 
acuerdo con los datos disponibles, a nivel nacional, 
la población LGBTIQ+ se concentra en el rango 
etario de 25 a 54 años (62,5%)17 (DANE, 2022a). En 
el caso de Barranquilla, de acuerdo con un estu-

17 En la actualidad, no se cuenta con un censo poblacional suficiente que establezca en términos territoriales dónde se ubica 
la población autorreconocida como LGBTIQ+. Además, la información disponible no discrimina suficientemente en términos 
de población joven.

dio de la Universidad del Rosario (2020), el 25% se 
autorreconoce como negro (a), mulato (a), afrodes-
cendiente, afrocolombiano (a); el 3% indígena; el 
1% Palenquero (a) de San Basilio, mientras que el 
71% no se reconoció en ninguna identidad étnica. 
Es relevante señalar que para 2021 se reportaron 
como víctimas del conflicto armado 115.018 perso-
nas, el 51% mujeres, en su mayoría jóvenes (Secre-
taría Distrital de Salud Pública, 2021).

Por otro lado, el nivel educativo de las y los jóve-
nes en Colombia está concentrado en la educación 
media; el 43,4% del total de esta población ha alcan-
zado la educación media, de las cuales el 42% son 
hombres y el 44,9% son mujeres (DANE, 2021b). En 
términos de educación superior, la tasa de cober-
tura para población joven ha tenido una dinámica 
nacional decreciente en el período 2018 – 2020, 
con pasando de 53.97 a 51.58 y un repunte en el 
año 2021, que se ubicó en 53.94, de acuerdo con 
la Tabla 2 (JUACO, 2023). Bogotá se diferencia del 
Atlántico y Valle por mantener una tasa importante 
que se sitúa en el año 2021 en 126.58. En el caso 
del Atlántico, la tasa decreció en el período, de un 
57.94 en 2018 a un 51.78 en 2021. Por último, el Valle 
del Cauca también decreció de un 45.45 en 2018 a 
un 41.87 en 2020, para cerrar el 2021 con un leve 
repunte (JUACO, 2023). 

Departamento 2018 % 2019 % 2020 % 2021 %

Atlántico 57.94 54.42 51.82 51.78

Bogotá D.C. 115.53 111.45 105.77 126.58

Valle del Cauca 45.45 45.42 41.87 43.88

Nacional 53.97 52.23 51.58 53.94

Fuente: elaboración propia a partir de 
JUACO (2023). 

Tabla 2. Tasa de cobertura nacional en 
educación superior. 2018 - 2021
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Alrededor del tema de la educación, la Secretaría 
Distrital de Educación de Barranquilla (2022) repor-
ta 266.330 estudiantes atendidos, de los cuales el 
72, 85% corresponde a matrícula oficial, el 5,86% 
a matrícula contratada y el 21,27% a matrícula no 
oficial. Para el periodo de estudio, la matrícula 
oficial aumentó en 3.049 estudiantes, sin embargo, 
este aumento fue de 1.545 estudiantes menos con 
respecto a 2021. Entre 2017 y 2021 el desempeño 
en las Pruebas Saber 11 bajó 10 puntos, pero dicha 
disminución fue menor que la del promedio nacional. 

En materia de educación superior, la tasa de cober-
tura para el Atlántico en 2022 aumentó 3,71% con 
respecto al año anterior, situándose en 56,27%. No 
obstante, registró una disminución de 0,33% fren-
te a 2018. La Tasa de Transito Inmediato también 
subió a 44,51%, más de 3% por encima del promedio 
nacional. Se destaca la conversión del antiguo Insti-
tuto Tecnológico de Soledad – ITSA – en Institución 
Universitaria de Barranquilla – en el año 2022 –, por 
parte de la Alcaldía de Barranquilla. Aunque este 
hecho puede considerarse un avance, la cobertura 
educativa se reduce a la mitad cuando se pasa de 

18 La relación de variables educación y pobreza no se pueden dejar de lado. En la prestación de los servicios del Programa de 
Alimentación Escolar – PAE, el cual acobija a más de 160.000 niños, niñas y jóvenes, ha estado en diferentes oportunidades 
bajo investigaciones por parte de las procuraduría, personería y contraloría distritales y la Fiscalía en el marco de presuntas 
irregularidades interrupción, distribución, calidad y asignación de contratos a operadores del Programa de Alimentación 
Escolar. Ver Caracol Radio Cali (2021); Personería de Santiago de Cali (2022) y Procuraduría (2023). 

la educación media a la post-media. El panorama es 
más complejo cuando se considera que la brecha 
de desempeño en las Pruebas Saber 11 entre las 
instituciones oficiales y las no oficiales alcanza 30 
puntos en 2022. Esto dificulta aún más el acceso a 
la educación post-media, dado que la mayoría de 
los bachilleres se gradúan de instituciones oficiales 
(Secretaría Distrital de Educación, 2022).

En el caso de Cali, se presentan dificultades rela-
cionadas con el acceso, la retención, la deserción y 
las brechas de género. La tasa total de escolaridad 
para el año 2021 fue del 73.8%; siendo inferior en 1.9 
puntos en relación con el año anterior (Departamen-
to Administrativo de Planeación, 2022). Así mismo, 
de acuerdo con cifras de Cali Cómo Vamos (2023a), 1 
de cada 5 niños, niñas y jóvenes entre los 5 y 16 años 
no asistió a un establecimiento educativo en 2022.18

En cuanto a la brecha educativa, hubo más 
hombres (174.523) que mujeres (172.707) matricula-
das en la educación preescolar, básica y media en 
Cali (Cali Cómo Vamos, 2023a). Para los años 2019, 
2020 y 2021, el promedio de estudiante matricula-
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dos en instituciones públicas y privadas de educa-
ción superior escasamente logró superar los 36.000 
estudiantes. En semestres más avanzados las cifras 
de matriculados se mantienen en un promedio de 
115.000 estudiantes. Esos datos dan cuenta que 
“solo el 40% de los graduados de educación media 
ingresan a la educación superior” (Cali Cómo Vamos, 
2023, p. 22). Estas cifras se explican, según las y los 
jóvenes, por la falta de una adecuada asesoría, infor-
mación y, sobre todo, acompañamiento para tener 
una buena orientación vocacional y de oportunida-
des de educación técnica, tecnológica y superior. 
Por último, en el caso de Bogotá, el DANE (2020) 
expuso que la ciudad es el territorio con mayor canti-
dad de años promedio de educación en personas 
entre 15 y 24 años, con un promedio de 11,4, supe-
rando el promedio nacional de 10,1.

Con respecto al panorama nacional de desem-
pleo de las y los jóvenes, aunque se observa una 
tendencia concordante con la nacional, el impacto 
es mayor en esta población. Si bien entre el primer 
semestre de 2020 y el del 2021 la tasa de desempleo 
nacional disminuyó en un 6,6%, la disminución en la 
población joven se ubicó en un 5,6%. Igualmente, la 
tasa de desempleo de las y los jóvenes en el primer 
semestre de 2019 fue de 7,5 puntos porcentuales 
más que la del total de la población. En 2020 y 2021 
esta tendencia se mantuvo; la diferencia entre la tasa 
de desempleo juvenil y la tasa de desempleo de la 
población juvenil fue 8,5 puntos y de 8,2 puntos, 
respectivamente, como lo muestra la Tabla 3 (DANE, 
2021b). Las y los jóvenes mantienen altos niveles 
de informalidad. Para el año 2020, la tasa nacional 
de informalidad se situó en un 55,7%. En el caso 
de los departamentos de estudio, Atlántico regis-
tró la tasa de informalidad juvenil más alta (57,4%),             
seguido de Valle del Cauca (46%) y Bogotá (32,7%) 
(DANE, 2021b). 

En el caso de Barranquilla, en el mercado laboral 
hay recuperación, pero se mantiene el rezago. La 
tasa de desempleo juvenil19 se redujo en 4,4% entre 
el último trimestre de 2022 y el primero de 2023. No 

19 Medida para personas entre 15 y 28 años.
20 Según la nueva metodología de medición de la informalidad del DANE.
21 Bogotá D.C, Barranquilla, Medellín, Bucaramanga y Cali.

obstante, se registró una tasa de 20,8%, superando 
el promedio de las 13 principales áreas metropoli-
tanas (18,8%) y muy por encima de la tasa calculada 
para mayores de 29 años en Barranquilla (9,7%). En 
contraste, la tasa de ocupación muestra un aumen-
to del 10% en la cantidad de jóvenes empleados, 
superando el incremento de los ocupados de más 
edad en la misma ciudad y del resto de las 13 áreas 
metropolitanas. Es importante mencionar que la 
informalidad laboral alcanzó un nivel de 58%20, sien-
do la tercera de las 13 principales ciudades, solo por 
debajo de Montería y Cúcuta (DNP, 2023).

Santiago de Cali, entre los meses de octubre 
y diciembre del año 2022, presentó una tasa de 
desempleo de un digito (9,4%) una de las más 
bajas entre las 5 ciudades principales del país21. 
La tasa de desempleo anual de la ciudad se situó 
en 11,5%, esto representó una disminución de 5,8 
puntos respecto al 17,3% de 2021 (CIEC, 2023a). No 
obstante, con corte a abril de 2023 (DANE, 2023b), 
la  ciudad presenta una tasa de desempleo juvenil 
cercana al 18%. Aunque, se evidencia una disminu-
ción importante en relación con años anteriores, las 
cifras locales están por encima de las nacionales. 

Una mirada a la juventud NINI (ni estudian, ni traba-
jan) da mayores claridades sobre el contexto socioe-
conómico de las y los jóvenes colombianos. Durante 
el período 2018 – 2020, el porcentaje aumentó de 
un 22,59% a un 27,59%. Esta situación afecta princi-
palmente a las mujeres jóvenes; en 2018 el porcen-
taje de mujeres nini se situó en 31,07%, mientras 
que para los hombres ninis registraron un 14,14% 
(JUACO, 2023). Para 2020, la tendencia se mantuvo: 
las mujeres ninis representaron un 36,15% a nivel 
nacional, mientras que los hombres ninis se situaron 
en un 19,34%, de acuerdo con la Tabla 5 y la Gráfica 5.

Para Bogotá, el Fondo de Poblaciones de las Nacio-
nes Unidas (2021) informó que el porcentaje de jóve-
nes entre los 14 y 28 años que no están ocupados en 
el mercado laboral o en un plantel educativo, llega 
a cerca del 35% en mujeres y el 20% en hombres. 
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Personas 
jóvenes 

Mujeres 23,7 31,6 30,6

Hombres 14,3 20,2 18,5

Total Nacional 18,4 25 23,6

Total 
Mujeres 14,1 20,5 20,1

Hombres 8,6 13,6 12

Total Nacional 10,9 16,5 15,4

Tasa de Desempleo 2019 % 2020 % 2021 %

Fuente: elaboración propia con base 
en DANE (2021). 

Tabla 3. Tasa de desempleo de la población de 14 a 28 años (%), 
según sexo. Total nacional. Semestre enero-junio 2019 a 2021

En cuanto a la actividad en la que se desenvuelven 
las y los jóvenes el 63% estudian, el 26,3% estudia y 
trabaja, el 33% está desempleada y el 3,8% desarrolla 
algún otro tipo de actividad (Veeduría Distrital, 2021).

Una mirada a la juventud NINI (ni estudian, ni traba-
jan) da mayores claridades sobre el contexto socioe-
conómico de las y los jóvenes colombianos. Durante 
el período 2018 – 2020, el porcentaje aumentó de un 
22,59% a un 27,59%. Esta situación afecta principal-
mente a las mujeres jóvenes; en 2018 el porcentaje de 
mujeres nini se situó en 31,07%, mientras que para los 
hombres ninis registraron un 14,14% (JUACO, 2023). 
Para 2020, la tendencia se mantuvo: las mujeres ninis 

representaron un 36,15% a nivel nacional, mientras 
que los hombres ninis se situaron en un 19,34%, de 
acuerdo con la Tabla 4.

De acuerdo con la incidencia de pobreza moneta-
ria en la población joven de acuerdo con el sexo, en 
el período 2018 – 2020 se observa para hombres y 
mujeres un aumento sostenido. Resalta especialmen-
te el año 2020 en ambos casos, en donde la pobreza 
monetaria alcanzó un 46,8% en el caso de las mujeres 
jóvenes y un 42,3% para los hombres (ver Tabla 5) 
(DANE, 2021b).

D E S E M P L E O
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En Barranquilla, una encuesta realizada para la 
elaboración del Plan Municipal de Resiliencia Juve-
nil (ACDI/VOCA, 2021), mostró que el 84% de las 
y los jóvenes manifestaron que enfrentan dificulta-
des de recursos económicos para vivir diariamente. 
Respecto a la seguridad alimentaria, según Barran-
quilla Cómo Vamos (2023), de las y los jóvenes entre 
18 y 25 años encuestados, el 31% manifestaron que 
comieron menos de 3 comidas diarias por falta de 
alimentos. 

En el caso de Cali, para el año 2020 se identificaron 
227.358 jóvenes en condición de pobreza monetaria, 
(42% del total de la población joven). Las mujeres 
jóvenes con un 53,1% presentaban un porcentaje 
mayor que sus pares hombres. En lo que atañe al 

Sexo 2018 % 2019 % 2020 %

Hombres 14,14 15,55 19,34

Mujeres 31,07 32,37 36,15

Total 22,59 23,95 27,59

indicador de condición de pobreza extrema se iden-
tificaron 83.341 jóvenes (43,5% hombres jóvenes y el 
56,5% mujeres jóvenes) (CIEC, 2023b). Del total de la 
población joven en condición de pobreza extrema, 
cerca de una tercera parte (28,12%) se ubican en las 
comunas del oriente (Comunas 13, 14, 15 y 21), y un 
16,7% en las comunas 6, 18, y 19. Por estrato socioe-
conómico de cada 100 jóvenes, 65 se localizan en 
los estratos 1 y 2; y 27 de cada 100 en estratos 3 y 4 
(Cali Cómo Vamos, 2021a). La pobreza impacta de 
forma diferencial a las mujeres jóvenes. El indicador 
de pobreza monetaria y la brecha de pobreza extre-
ma, brindan datos relevantes para comprender las 
brechas de género. El primer indicador, es superior 
en las mujeres jóvenes (40,8%) que en los hombres 
jóvenes (36,5).  El segundo indicador presenta cifras 

Fuente: elaboración propia a partir de JUACO (2023).Tabla 4 Porcentaje de jóvenes NINI, 2018 - 2020
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similares de preocupante, la brecha de pobreza 
extrema entre mujeres jóvenes (15,8%) es superior a 
3% frente a los hombres jóvenes (Cali Cómo Vamos, 
2021b).

En relación con la salud mental, en Barranquilla el 
diagnóstico es insuficiente, pues no hay mediciones 
que den cuenta de las diversas afectaciones que se 
deben considerar en esta materia. Sin embargo, se 
encuentra que la tasa de suicidios para personas 
entre los 12 y 17 años es de 3,3 por cada 100 mil 
habitantes, y de 5,4 para personas entre los 18 y 28 
años. En ambos rangos etarios, se evidencia un pico 
significativo en 2021 de 5,8 y 6,7 por cada 100 mil, 
respectivamente, justamente el año siguiente a la 
crisis por la pandemia (Secretaría Distrital de Gestión 
Social, 2023).

De acuerdo con el informe Cómo Vamos en Salud 
de Cali Cómo Vamos (2023b), para mayo del presen-
te año en Cali se registraron 624 intentos de suicidio, 
5 de cada 100 en el país, y 27,2 intentos de suicidio 
por cada 100 mil habitantes por lo que la ciudad 
se posicionó como el cuarto ente territorial con 
mayor número de casos en el país. En relación con 
la violencia homicida, desde el año 2015 se venía 
presentado un comportamiento decreciente en la 
tasa de homicidios de personas jóvenes (entre 14 
y 28 años) logrando disminuir un 6% en la tasa. Sin 
embargo, a cierre del 2020 la tasa aumentó. Se esti-
ma que en Cali22 de cada 127 personas asesinadas, 
100 eran jóvenes, esto representa cerca del 80% de 
las víctimas, la mayoría masculina (Cali Cómo Vamos, 
2021c).23 

22 Frente al panorama nacional, tasa de homicidios por cada 100 
mil jóvenes en Cali en 2020 (127) fue más alta que en Barranquilla 
(53), Bogotá (27), Medellín (27) y al general de Colombia (49). En el 
caso de los municipios aledaños a la ciudad, Candelaria registró 
la mayor tasa de homicidios en jóvenes (218), seguido de Yumbo 
(175) Jamundí (141), Cali (127) y Palmira (72) (Cali Como Vamos, 
2021, p. 4).
23 Entre los móviles de estos delitos, se encuentran las guerras 
por control territorial, las fronteras invisibles y el expendio de 
estupefacientes. De hecho, los y las jóvenes que participaron 
en las consultas para la formulación de la Agenda Juvenil, mani-
festaron que no sienten seguridad al momento de transitar la ciu-
dad. Además, recalcaron el aumento de las violencias basadas 
en género y las constantes situaciones de acoso que deben sufrir 
las mujeres en los espacios públicos de Cali. También, identifica-
ron como factores de riesgo la violencia generada por la disputa 
de bandas delincuenciales por el control de barrios o sectores 
específicos de la ciudad como una de las mayores problemáticas 
que inciden en la sensación de inseguridad.
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En suma, el período 2018 – 2022 significo un retro-
ceso en términos de las condiciones básicas de la 
población colombiana, pero especialmente de las y 
los jóvenes. El país retrocedió cerca de diez años en 
términos de avances sociales; se perdieron alrede-
dor de 2,4 millones de puestos de trabajo, se llegó 
a una tasa de desempleo del 15,9% y la economía se 
contrajo cerca del 6,8 % en el 2020 (Portafolio, 2021).
Así, se afectaron seriamente los niveles de satisfac-
ción de las necesidades materiales de la juventud 
colombiana. Como señaló el DANE (2021b), en el 
período las y los jóvenes se empobrecieron, impac-
tando sus condiciones de vida:

tanto hombres como mujeres jóvenes salieron de las 
clases alta, media y vulnerable y se engrosó el grupo de 
personas pobres en el 2020. Adicionalmente es posible 
afirmar que, dentro de la población joven la clase que 
se vio más reducida entre el 2019 y el 2020 fue la clase 
media; el porcentaje de mujeres jóvenes en esta clase 
pasó de 26,3% a 21,1% y, para los hombres jóvenes 
pasó de 29,6% a 24,1% (p. 48).

Por su parte, la Red de Ciudades Cómo Vamos 
(2022), en su medición del Índice de Progreso de 
la Juventud (IPJ) en 15 ciudades del país, que tiene 
en cuenta las dimensiones de necesidades humanas 
básicas24, fundamentos de bienestar25 y oportunida-
des26, señala que la pandemia del COVID-19 tuvo 
efectos con un rezago de un año. Así, las tres dimen-
siones presentaron avances hasta diciembre de 
2020, mes en el cual se empezaron a registrar impac-
tos diferenciales en las tres dimensiones. Aunque 
la dimensión referida a los fundamentos de bien-
estar no se vio significativamente afecta durante el 
confinamiento, la dimensión de oportunidades y de 
necesidades humanas básicas sufrieron importantes 
impactos en términos de progreso y, especialmente, 
en términos de desigualdad. Los componentes que 
mantienen retos en el período se refieren a la seguri-
dad personal, la inclusión y educación media y supe-
rior. De ahí que, desde la pandemia, la desigualdad 
en las garantías de los derechos fundamentales de 
las y los jóvenes presente una dinámica en ascenso.

Pobreza monetaria 2018 % 2019 % 2020 %

Personas 
jóvenes 

Mujeres 37,6 38,9 46,8

Hombres 33,4 34,8 42,3

Total Nacional
Mujeres 35,5 36,5 43,4

Hombres 33,9 34,9 41,7

Fuente: elaboración propia a partir de 
DANE (2021b). 

Tabla 5. Incidencia de pobreza monetaria en 
la población joven según sexo, 2018 - 2020

24 Incluye los componentes de Nutrición y Cuidados Médicos Básicos, Agua y Saneamiento, Vivienda, y Seguridad Personal.
25 Conformado por los componentes Acceso a Conocimientos Básicos, Acceso a Información y Comunicaciones, Salud y 
Bienestar y Calidad Medio Ambiental
26 Incluye los componentes de Derechos Personales, Libertad Personal y de Elección, Inclusión, y Acceso a la Educación Superior.
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Estas dinámicas socioeconómicas resaltan los 
cambios en términos del bono demográfico en el 
país. Si bien se ha reducido la tasa de mortalidad 
en las últimas décadas, también se ha reducido la 
tasa de natalidad y se ha registrado una leve dismi-
nución de la población joven (PNUD, 2023). Aunque 
en principio, estos cambios implicarían una ventana 
demográfica de oportunidades, en la medida en que 
el predominio de las y los jóvenes en una sociedad 
suponen un aumento del potencial de la fuerza 
laboral (PNUD, 2023), en el país se estaría desapro-
vechando esta oportunidad, en la medida en que 
las políticas dirigidas a garantizar la vida digna y el 
bienestar de la población joven son insuficientes 
(Portafolio, 2023).
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El diseño institucional de participación ciudada-
na juvenil27 se encuentra determinado por el 
Estatuto de Ciudadanía Juvenil. Originalmente, 

la Ley 375 de 1997 estableció el marco institucional 
y de orientación de las políticas para la juventud, 
en términos de participación y derechos. Para dicha 
Ley, la promoción de la juventud recaía sobre el Es-
tado y la sociedad civil, e introdujo el concepto de 
joven como aquella persona entre 14 y 26 años. La 
Ley contempló la participación de las y los jóvenes 
como “condición esencial” (art. 14) para su desa-
rrollo. En ese sentido, la participación tuvo un hori-
zonte limitado a la formación juvenil en educación 
y se circunscribió a la acción estatal de promoción, 

27Como antecedentes normativos, se puede situar el art. 45 de la Constitución de 1991, que establece el derecho a la protección y 
la garantía de participación activa de las y los jóvenes en organismos públicos y privados concernientes a la “protección, educación 
y progreso de la juventud”. 
28El art. 15 estableció como propósito de la participación: “El Estado garantizará el apoyo en la realización de planes, programas 
y proyectos que tengan como finalidad el servicio a la sociedad, la vida, la paz, la solidaridad, la tolerancia, la equidad entre 
géneros, el bienestar social, la justicia, la formación integral de los jóvenes y su participación política en los niveles nacional, 
departamental y municipal”

Contexto 
y diseño 
participativo 
de la juventud 
en Colombia

sin mayor protagonismo del sujeto juvenil28. Así, la 
participación se limitó al diseño coordinado entre 
Estado y sociedad de “estrategias pedagógicas y 
herramientas técnicas y conceptuales y de gestión” 
para la participación juvenil (art. 16) y a la garantía de 
representación de la juventud en las instancias ins-
titucionales de control a la gestión pública (art. 17). 

La Ley también introdujo el Sistema Nacional de 
Juventud, con un diseño participativo conforma-
do por tres tipos de instancias: sociales, estatales 
y mixtas. Las instancias sociales fueron el Consejo 
Nacional de Juventud, los Consejos Departamen-
tales, Distritales y Municipales de Juventud “como 
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29Como el Programa Presidencial Colombia Joven, la Defensoría del Pueblo, la Fundación Social, el Observatorio Javeriano 
de Juventud, la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo – AECID y los equipos de los congresistas 
Alexandra Moreno del Partido MIRA y del senador Juan Fernando Cristo del Partido Liberal (Varón, 2014, p. 9). 

construcción de una nueva ley nacional, capaz de 
impulsar el tema juvenil. El Espacio de Coordina-
ción de Iniciativas por una Plataforma Nacional de 
Juventudes Colombia – JuventudEs Colombia logró 
la redacción de un proyecto de ley en conjunto con 
otros actores institucionales y no institucionales29. 
Prontamente, el proyecto recibió críticas de otros 
actores juveniles alternativos por su carácter poco 
amplio (Varón 2014). Este proyecto de Ley fue radi-
cado en el Congreso. Luego de un hundimiento, en 
2011 surte su proceso de aprobación y en el 2012 la 
Corte Constitucional lo declara exequible, excepto 
tres artículos. Finalmente, recibe la sanción presiden-
cial en el año 2013, derogando la Ley 375 de 1997 y 
creando el Estatuto de Ciudadanía Juvenil a través 
de la Ley 1622 de 2013 (Varón, 2014).  

El Estatuto es un hito normativo en tanto reconoce 
y amplía los derechos juveniles en un carácter estatu-
tario; les reconoce su capacidad de decisión y acción 
frente a sus planes de vida, así como la existencia 

cuerpos colegiados de representación de organiza-
ciones no gubernamentales” que trabajaran con la 
juventud (art. 18). Las instancias estatales se relacio-
naron con el Viceministerio de la Juventud del Minis-
terio de Educación Nacional y otras dependencias a 
nivel departamental y local. Por último, las instancias 
mixtas se relacionaron con redes de participación 
juvenil y con las instituciones, organizaciones y movi-
mientos juveniles que se integraran al Sistema. 

De esta manera, la participación juvenil quedo bajo 
la tutela del Estado, sin mayor margen de acción 
juvenil y se circunscribió a la promoción de dere-
chos y a la llamada formación integral. Además, 
más allá de un marco general, no se establecie-
ron mecanismos concretos de implementación del 
Sistema, ni de incentivo y promoción de la partici-
pación juvenil. En respuesta a la poca implementa-
ción de esta Ley, desde mediados de 2008 diversas 
expresiones del movimiento juvenil conformaron 
una plataforma para un proceso participativo de 
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30“(…) procesos, instancias, orientaciones, herramientas jurídicas, agendas, planes, programas, y proyectos, que operativiza la 
ley y las políticas relacionadas con juventud, mediante la creación y fortalecimiento de relaciones entre el Estado, la sociedad 
civil, la familia, las entidades públicas, privadas, mixtas y las y los jóvenes y sus procesos y prácticas organizativas.” (Articulo 
22, Estatuto de Ciudadanía Juvenil).
31“(…) conjunto de actores, instancias, mecanismos, procesos y agendas propias de los y las jóvenes, y sus procesos y prácticas 
organizativas. Se constituyen de conformidad con el principio de autonomía.” (Articulo 32, Ley 1622 de 2013).

de diversas formas de organización y acción juvenil 
como redes, mesas y plataformas; coordina la acción 
institucional en responsabilidad del Ministerio del 
Interior; asigna tareas a las autoridades locales y 
regionales para generar, mantener y garantizar espa-
cios de participación juvenil, entre otras medidas. 
Ya para 2018, se atiende la necesidad de aclarar el 
proceso de elección y conformación de los Consejos 
de Juventud, a través de la Ley 1885 de 2018, que 
modifica la Ley 1622 de 2013. 

Para la Ley 1622 de 2013, la participación juvenil 
se entendió como principio de la ley y de las polí-
ticas públicas de juventud y como derecho juvenil. 
Así, como principio estableció el derecho juvenil a 
la vinculación a los procesos de toma de decisiones 
sobre los temas que les conciernen y que afectan sus 
condiciones de vida y a tomar parte de los diversos 
aspectos de la vida socioeconómica. Como derecho 
humano, la participación se asume como responsa-
bilidad del Estado de garantizar la “existencia y uso 
de mecanismos de consulta y decisión de los ciuda-
danos en relación con el goce y ejercicio efectivo de 
los derechos” (Art. 7).  

El Estatuto de Ciudadanía Juvenil vigente estable-
ce el Sistema Nacional de las Juventudes como el 
conjunto de actores, procesos, instancias, orienta-
ciones, herramientas, planes y políticas, entre otros 
relacionados con la juventud, con la función de 
propiciar el cumplimiento de los derechos, coordinar 
la ejecución, seguimiento y evaluación de la política 
pública y los planes nacionales y locales de juventud, 
administrar el Sistema Nacional de Información de 
Juventudes y de coordinar los sectores y entidades 
nacionales y territoriales. El Estatuto dispone que 
este conjuga todos los actores institucionales, socia-
les y mixtos30 relacionados al ejercicio de garantía, 
promoción, goce y restablecimiento de los Derechos 
de las y los jóvenes.

El Sistema está conformado por tres subsistemas 
que, como línea rectora de la arquitectura territo-
rial31, parten del principio de desconcentración 
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y descentralización, para desarrollar acciones de 
incidencia en la formulación de políticas públicas 
desde un enfoque territorial. Estos subsistemas son 
dispuestos en cada entidad territorial, para articu-
lar las instancias de participación juvenil directa, 
como lo son los Consejos de Juventud, las Plata-
formas de Juventud y las Asambleas de Juventud; 
y también los procesos y espacios de participación, 
con el aparato institucional y administrativo. Así, los 
subsistemas son: i) el Subsistema Institucional de 
las Juventudes, a su vez conformado por el Consejo 
Nacional de Políticas Públicas de las Juventudes y 
las dependencias de las juventudes en las entidades 
territoriales; ii) la Comisión de Concertación y Deci-
sión y iii) el Subsistema de Participación, que incluye 
el Consejo Nacional de Juventud y los Consejos de 
Juventud, las prácticas y procesos organizativos, las 
Asambleas de Juventud y las Plataformas de Juven-
tud (ver Gráfica 3).

Estas tres instancias de participación, y el recono-
cimiento de otros espacios de participación, hacen 
del Estatuto de Ciudadanía Juvenil un gran aporte al 
desarrollo del aparataje institucional para el recono-
cimiento y restablecimiento de derechos con enfo-
que territorial y diferencial de la juventud. Por un 
lado, porque dota a las y los jóvenes representantes 
de estas instancias y espacios con funciones de deci-
sión, gestión, interlocución, concertación, veeduría 
y control, que demuestran el carácter efectivo de la 
participación. Por otro, intenta vincular la participa-
ción institucional con la no institucional, partiendo 
de los principios de innovación y aprendizaje social, 
autonomía y progresividad (Articulo 4, Estatuto de 
Ciudadanía Juvenil).

Adicionalmente, la Ley 1885 de 2018 estableció 
los lineamientos para la conformación y elección de 
los Consejos Municipales y Locales de Juventud, las 
Plataformas Locales, Municipales, Departamentales 
y Distritales de Juventudes y la conformación del 

Fuente: elaboración propia con base en Consejería Presi-
dencial para la Juventud (2023). 

Gráfica 3. Sistema Nacional de Juventud - SNJ
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Instancia Objeto  Carácter Escala Alcance Procedimientos

Consejo 
Nacional de 

Políticas Públicas 
de la Juventud

Instancia encargada de 
articular la definición, 

seguimiento y 
evaluación de las 

políticas de prevención, 
protección, promoción 

y garantía de los 
derechos de las y 
los jóvenes a nivel 
Nacional (art. 26). 

Mixto Nacional
Concertación, 

gestión y 
fiscalización.

Cuenta con un una Secretaría Técnica 
ejercida por Colombia Joven y el 

Departamento Nacional de Planeación. Se 
reúne de manera ordinaria una vez al año  

Consejo 
Nacional de 
Juventud, 
Consejos 

Departamentales 
y Municipales 
de juventud

Mecanismos 
autónomos de 
participación, 

concertación, vigilancia 
y control de la gestión 
pública e interlocución 

de las y los jóvenes 
en relación con las 

agendas territoriales 
de las juventudes, 

ante institucionalidad 
pública del ente 
territorial al que 

pertenecen. Canalizan 
los acuerdos de las y 
los jóvenes sobre las 

alternativas de solución 
a las necesidades 

y problemáticas de 
sus contextos y la 

visibilización de sus 
potencialidades y 

propuestas para su 
desarrollo social, 
político y cultural 

ante los gobiernos 
territoriales y 

nacional (art. 33).

Social
Nacional, 

departamental 
y municipal

Consulta, 
iniciativa, 

concertación y 
fiscalización.

El CNJ es convocado a los 150 días siguientes a 
la elección de los Consejos Departamentales de 

Juventud. Está conformado por: un delegado 
de cada uno de los Consejos Departamentales 

de Juventud; un delegado de cada uno de 
los Consejos Distritales de Juventud; un 

representante de los procesos y prácticas 
organizativas de las y los jóvenes campesinos 

y un representante de las comunidades 
indígenas. de las comunidades afrocolombianas, 

del pueblo Rom y de las comunidades 
raizales de San Andrés y Providencia. 

Los CDJ se convocan dentro de los 60 días 
siguientes a la elección de los Consejos 

Municipales por convocatoria de los 
gobernadores. Están integrados por un número 

impar entre 5 y 15 miembros, delegados de 
los Consejos Municipales y Distritales de 

Juventud, exceptuando el Distrito Capital. 

Los Consejos Distritales de Juventud están 
integrados por un delegado de cada uno 

de los Consejos Locales de Juventud y son 
convocados por los Alcaldes dentro de 

los 30 días siguientes a la elección de los 
Consejos Locales. Los Consejos Municipales 
de Juventud están conformados por jóvenes 

cedentes de listas de jóvenes independientes, 
de procesos y prácticas organizativas de las 
y los jóvenes formalmente constituidos, y de 
juventudes de los partidos políticos elegidos 
mediante voto popular y directo de las y los 

jóvenes y, de ser el caso, un representante por 
cada una de las comunidades o poblaciones 

campesinas, indígenas, afrocolombianas, 
negras, palenqueras, rom, raizales o víctimas. 

Su conformación es impar, entre 7 y 17 
miembros, elegidos por voto popular. 
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Plataformas de 
las juventudes

Escenarios de 
encuentro, articulación, 

coordinación e 
interlocución de 

las juventudes, de 
carácter Autónomo 
y obligatorio (por lo 

menos debe existir una 
por ente territorial). 
Deberán participar 
en las Comisiones 

de decisiones y 
concertación con voz, 
pero sin voto (art. 60).

Social

Nacional, 
departamentales, 

municipales, 
distritales y 

locales.

Consulta, 
iniciativa, 

concertación y 
fiscalización.

Las Plataformas Locales, Municipales 
y Distritales están conformadas por 

procesos y prácticas organizativas y por 
espacios de participación juveniles y 

se reúnen al menos una vez al mes. Las 
Plataformas Departamentales y del Distrito 

Capital están conformadas por dos 
delegados (hombre y mujer) provenientes 
de las Plataformas Municipales o Locales y 
se reúnen como mínimo dos veces al año. 
La Plataforma Nacional está conformada 

por dos delegados (hombre y mujer) 
de cada Plataforma Departamental y 
Distrital y se reúnen dos veces al año.

Asambleas 
juveniles

Máximo espacio 
de consulta del 

movimiento juvenil del 
respectivo territorio 

en el cual tienen 
presencia todas las 

formas de expresión 
juvenil, tanto asociadas 

como no asociadas.

Mixto
Nacional, 

epartamental 
y municipal.

Consulta, 
iniciativa, 

concertación y 
fiscalización.

Su composición es amplia y diversa y 
convoca jóvenes, jóvenes, procesos y 

prácticas organizativas de las y los jóvenes, 
espacios, instancias, y actores relacionados 
con las juventudes. Se llevan a cabo cada 
seis meses por derecho propio el último 

fin de semana del mes de enero y del mes 
de julio de cada año, y a convocatoria 

de los consejos de la juventud.

Comisiones de 
Concertación y 

Decisión del
 Sistema 

Nacional de las 
Juventudes

Instancia de 
concertación y 

decisión Nacional, 
Departamental 
y Municipal con 

funciones de 
planeación y 

concertación de 
agendas públicas 
y generación de 
mecanismos de 
ejecución de las 
mismas en cada 

territorio

Mixto
Nacional, 

departamental 
y municipal

Consulta, 
iniciativa, 

concertación, 
y decisión

Conformadas por 3 delegados 
del Gobierno del ente territorial, 

y 3 delegados de los Consejos de 
juventud que llevan la vocería del 
movimiento juvenil en cada ente 

territorial. Toman las decisiones por 
consenso o cuando se requiera, por dos 

tercios de los votos de los miembros 
y con la presencia de al menos 2 de 
los delegados de cada subsistema. 
Cuentan con una Secretaría Técnica. 

Fuente: Elaboración propia con base en el 
Estatuto de Ciudadanía Juvenil 

Tabla 6. Instancias de participación del 
Sistema Nacional de Juventud - SNJ
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Consejo Nacional de Políticas Públicas de la Juven-
tud y de las Comisiones de Concertación y Decisión. 
La Tabla 6 detalla las conformaciones, funciones 
y procedimientos de los espacios participativos 
contemplados.

En suma, el Estatuto de Ciudadanía Juvenil es 
un hito en el reconocimiento de los derechos y, 
en especial del derecho a la participación de las y 
los jóvenes. Con él, se adecuó y se conformó una 
arquitectura institucional con diversos alcances, que 
propende por la incidencia de las y los jóvenes en 
las decisiones públicas que les involucran. Además, 
reconoce no solo instancias institucionales, sino 
también escenarios no institucionales en los niveles 
locales, distritales y departamentales y los involucra 
en el proceso participativo. 

No obstante, el SNJ y el pleno desarrollo del Esta-
tuto de Ciudadanía Juvenil se han encontrado con 
diversos obstáculos propios de una institucionalidad 
participativa poco incidente y tutelada y una parti-
cipación ciudadana que ha visto en la movilización 
social el medio más efectivo para su intervención en 
los asuntos públicos (Velásquez et al, 2020a). De las 
122 instancias de participación vigentes entre 1992 
y 2020, de acuerdo con los datos del Departamento 
de Planeación Nacional, las y los jóvenes solamen-
te tienen representatividad en 13, esto es, el 10,6% 
(CONPES, 2021, p. 96). 

Adicionalmente, el conocimiento de los espacios 
de participación por parte de las y los jóvenes solo 
llega a aproximadamente un 20,5% (Velásquez, et 
al, 2020a). En el país, la participación juvenil se ha 
concentrado especialmente en las asambleas de 
juventud (42,4%), seguido de las Audiencias Públi-
cas (31,7%) y los consejos de cultura y Artes (31,5%), 
y en menor medida en los Consejos Municipales 
de Desarrollo Rural (26%) y los Comités de Partici-
pación Comunitaria en Salud (27,9%) (Velásquez et 
al, 2020a). Por último, aunque la reforma de 2018 
se estableció el 01 de marzo de 2020 como plazo 
máximo para la realización de las elecciones de los 
espacios contemplados en el Estatuto de Ciudada-
nía Juvenil, estas tuvieron que ser aplazadas dada 
la contingencia de la pandemia del COVID – 19 
(Conpes, 2021). A continuación, se especificarán los 
diseños participativos de cada distrito, haciendo 
énfasis en el período de estudio.  

Barranquilla

Durante el período analizado, se produjo la 
transición entre dos administraciones: Ale-
jandro Char (2016 – 2019) y Jaime Pumarejo 

(2020 – 2023). Es interesante notar que, como señala 
El Espectador (2019), ambas administraciones están 
vinculadas a una misma casa política que ha estado 
en el poder durante 16 años, liderando cuatro go-

J U V E N T U D E S
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biernos en la Alcaldía de Barranquilla. Además, no 
se puede pasar por alto la irrupción de la pandemia 
de la COVID-19 a principios de 2020 y sus consi-
guientes impactos económicos y sociales.

Para analizar el contexto en el que se ha desarro-
llado la participación y los diseños participativos 
institucionales, se abordarán dos perspectivas: una 
perspectiva general sobre la participación, seguida 
de un enfoque específico en la participación ciuda-
dana juvenil. 

Antes de la promulgación de la Constitución Políti-
ca de 1991, la participación en Barranquilla se basa-
ba en necesidades y la lucha por derechos en un 
contexto de pobreza. Posteriormente, se vivió un 
período de fortalecimiento de procesos organiza-
tivos de participación institucionalizada gracias a 
la nueva Constitución, aunque su influencia en los 
gobiernos locales de Barranquilla fue parcial. Estas 
dos etapas fueron impulsadas más por cambios 
geopolíticos significativos que por factores locales 
(Foro Costa Atlántica, s.f.)

La etapa siguiente es el inicio de los gobiernos del 
partido Cambio Radical, encabezados por Alejan-
dro Char (2008-2011), Elsa Noguera (2012-2015) y 
nuevamente Alejandro Char (2016-2019). Aunque 
estas administraciones promovieron la generación 
de confianza y el fortalecimiento de la participación 

ciudadana, en la práctica se limitaron al encuentro 
coyuntural entre el gobierno y la ciudadanía en la 
implementación de programas y obras, sin una parti-
cipación integral (Foro Costa Atlántica, s.f.).

El énfasis del segundo gobierno de Alejandro Char, 
al igual que el primero, fue la ejecución de grandes 
obras de infraestructura como factor fundamental 
de desarrollo económico y social, apalancado por 
la deuda pública y el aumento de los impuestos. 
Tal como lo reseña Parada (2019), a propósito de un 
informe de Fundesarrollo, el crecimiento y desarro-
llo de la infraestructura de la ciudad se dio gracias 
a la buena gestión de recursos de cofinanciación 
del gobierno nacional, al aumento sostenido de los 
impuestos y del endeudamiento a través de vigen-
cias futuras que ponen en riesgo la sostenibilidad 
fiscal del Distrito a largo plazo.

Un estudio de caso del programa “Barrios a la 
Obra”, de la primera administración de Alejandro 
Char (Reina, Martínez y Rodríguez, 2021), ilustra la 
concepción de participación ciudadana en las admi-
nistraciones de este grupo político en relación con 
el principal énfasis de sus gobiernos. Ante la falta 
de legitimidad y credibilidad heredada en la admi-
nistración distrital, se implementó una estrategia 
destinada a generar confianza, que incluyó diver-
sas iniciativas. Entre ellas, destacan la presencia y el 
carisma del alcalde en los barrios para presentar el 
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programa y la organización de la ciudadanía en torno a la gestión 
de recursos y la ejecución conjunta de proyectos de pavimenta-
ción de vías en los barrios (Reina, Martínez y Rodríguez, 2021).  
Sin lugar a duda, esta perspectiva de participación ciudadana es 
limitada y no puede considerarse como una forma efectiva de 
participación.

Durante el final del segundo gobierno de Alejandro Char (2016-
2019), sucedió un hito crucial en términos de garantizar el dere-
cho a la participación: el proceso de concertación que condujo 
a la creación del Protocolo para la Garantía de la Movilización 
y Protesta Pacífica.32 Este proceso culminó el 10 de diciembre 
de 2019 con la firma del Protocolo por parte del secretario de 
Gobierno, Clemente Fajardo, en representación del Distrito, y las 
organizaciones de la sociedad civil involucradas. Posteriormente, 
en el gobierno de Jaime Pumarejo, este protocolo fue adoptado 

mediante el Decreto Distrital 0223 de 2020 (La Libertad, 2020).

La Tabla 7 (relaciona las instancias formales de participación 
ciudadana institucional existentes, de acuerdo con informa-

ción recopilada por Foro Costa Atlántica (s.f.) hasta el año 2019. 
Sobre estos se señala que la información disponible en boletines 
de prensa del Distrito y en notas de prensa se puede encontrar 
información parcial sobre la conformación y funcionamiento de 
algunos de estos espacios, sin embargo, no hay fuentes en las 
que se pueda obtener información clara sobre el proceso de 

conformación y funcionamiento de estas instancias y su incidencia 
en la toma de decisiones públicas.

En relación con los gobiernos de la Casa Char hasta 2019, se 
puede observar una tendencia en la que la aprobación se ha inter-
pretado como una forma de participación, lo que se puede atribuir 
a la relación directa entre la aprobación de la administración y la 
percepción de no pertenencia a ningún espacio de participación. 
En otras palabras, cuando la aprobación era alta, la percepción de 
no pertenencia a ningún espacio de participación era más pronun-
ciada. Por otro lado, cuando la aprobación era menor, la percep-
ción de no pertenencia disminuía (Foro Costa Atlántica, s.f.).

Una conclusión que describe el antes y el después de 
la llegada de la casa Char a la Alcaldía de Barranqui-

lla, que significó un cambio de modelo de gestión 
pública en la ciudad con relación a los gobiernos 
anteriores, es la paradoja que señala García (2008) 

32El proceso de concertación fue impulsado por Foro Costa 
Atlántica y otras organizaciones de la sociedad civil en el 
marco de los lineamientos de la Resolución No. 1190 de 
2018 del Ministerio del Interior.
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Dependencia Instancia De 
Participación Ley Nacional Reglamentación 

Municipal
Clasificación 

Espacio Alcance

Secretaría de 
Educación Gobiernos Escolares Art. 142, Ley 115 de 1994 y art. 

19, Decreto 1860 de 1994) No aplica. Sectorial Consultivo

Secretaría 
de Salud 

Consejos de Participación 
Comunitaria en Salud No aplica. Decreto 1757 

de 1994  Sectorial Consultivo

Asociación de usuarios 
de IPS y EPS No aplica. Decreto 1757 

de 1994 Sectorial Consultivo

COPACO Comité de 
Participación Comunitaria

Art. 7 del decreto 757 de 
1994. Decreto 780 de 2016. 

Resolución 2963 de 2017 
No aplica. Sectorial Consultivo

Consejo Distrital de 
Seguridad Social en Salud

Artículo 175 de la ley 100 de 
1993; Acuerdo No 25 1997 
del Consejo Nacional de 

Seguridad Social en Salud

El Acuerdo No 
57 de 1997 Sectorial Consultivo

Comités de 
Vigilancia Epidemiológica 
Comunitario-COVECOM 

Lineamientos de vigilancia y 
control en salud pública 2012 
Instituto Nacional de Salud 

No aplica. Sectorial Consultivo

Comité Local de 
Discapacidad

Acuerdo No. 005 de 2005 
Decreto 0913 de sept 24 de 

2009, Decreto No.0958 de 2009.

Acuerdo Distrital 
035 de 2013

Poblacional 
y Territorial Consultivo

Comité de Ética
Hospitalaria  Resolución 13437 de 1991 Decreto 1757 

de 1994 Sectorial Salud Consultivo

Secretaría de 
Planeación 

Consejo Territorial 
de Planeación 

Art. 340 C.P.; art. 34 
Ley 152 de 1994

Acuerdo 008 de 
1995 Decreto 
0297 de 2016 Sectorial Consultivo

Consejo Consultivo 
de Ordenamiento Ley 388 de 1997 No aplica. Sectorial Consultivo

-Comité Técnico 
del SISBEN No aplica.

Decreto 1043 
de 2011 Sectorial Consultivo

Consejo de Política Social 
Art. 13, decreto 137 de 
1999, Ley 575 de 2000 

Ley 1098 de 2006

Decreto 0796 
de 2014 Sectorial Sectorial

Secretaría de 
Gobierno

Comité  de Desarrollo 
de los Servicios Públicos 

Domiciliarios 

Art. 10 de la Ley 689 de 
2000 Decreto 1429 

de 1995 Sectorial Sectorial

Consejo Distrital de 
Gestión del Riesgo Ley 1523 de 2012 Decreto 0678 

de 2012 Sectorial Sectorial

Consejo Distrital de 
Participación Ciudadana  Ley 1757 de 2015 Decreto Distrital 

0619 de 2016 Sectorial Consultivo

Comité Distrital de 
Justicia Transicional

Ley 1448 de 2011, articulo 
173 No aplica. Poblacional Consultivo 

Mesa de Participación 
de Víctimas

Ley 1448 de 2011, 
Decreto 4800 de 

2011) 
No aplica. Poblacional Consultivo

Consejos de Convivencia 
Ciudadana No aplica. Acuerdo No. 

010 de 2009 Territorial Consultivo

respecto a la participación ciudadana. Antes, una 
sociedad civil fuerte y organizada frente a una institu-
cionalidad débil y, después, una creciente debilidad 
de las organizaciones sociales mientras se fortalecía 
la institucionalidad.

La llegada al gobierno de Jaime Pumarejo se da 
en un contexto de continuidad, razón por la cual 
el gobierno de Jaime Pumarejo conserva el mismo 
modelo de grandes obras de infraestructura, sopor-
tado por el aumento de los impuestos y del endeu-
damiento vía vigencias futuras, pero con tres factores 
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Secretaría 
de Cultura

Consejo Distrital de Áreas 
Artísticas y Culturales Ley 397 de 1997

Decreto 1586 de 
1998; Decreto 139 
de 2003; Decreto 

0817 del 18 de 
Julio de 2011

Sectorial Consultivo

Consejo Distrital 
de Patrimonio

Art. 4, Ley 1185 de 2008; 
decreto 1313 de 2008

Decreto 0918 de 
2008; Decreto 
1099 de 2012

Sectorial Consultivo

Consejo Distrital 
de Cultura art. 60 Ley 397 de 1997

Decreto 1586 de 
1998 y Decreto 
0817 de 2011

Sectorial

Consultivo, 
Iniciativa, 

concertación 
y fiscalización

Asambleas Locales 
de Cultura Ley 397 de 1997

Decreto 1586 de 
1998; Decreto 
0817 de 2011

Territorial Consultivo

Comisión de Coordinación 
y Articulación - Decreto 0817 

de 2011 Sectorial Cultura Consultivo 
Fiscalización

Secretaría de 
Gestión Social

Plataforma de las 
Juventudes

Ley 1885 de 2018 
Ley 1622 de 2013 No aplica. Poblacional

Consultivos, 
iniciativa, 

concertación 
fiscalización

Consejo Local de Mujeres No aplica. Decreto 0460 
de 2009 Poblacional Consultivo

Consejo Distrital 
de Juventud

Ley 1885 de 2018; Ley de 
Ciudadanía Juvenil 1622 de

2013 

Decreto 0879 de 
2012; Acuerdo 
0020 de 2015

Poblacional Consultivo

nuevos en el escenario: i) una difícil situación fiscal, 
ii) la pandemia del COVID-19 y iii) la formulación 
del Plan Distrital de Desarrollo en medio de la crisis 
generada por la Pandemia. 

A pesar de la crisis social y económica que se 
produjo durante el aislamiento social obligatorio a 
raíz la crisis de la pandemia del COVID-19, la parti-
cipación ciudadana quedó aún más relegada en las 
prioridades del alcalde Pumarejo. En un análisis de 
coyuntura de Foro Costa Atlántica (2020), se expone 
que “de acuerdo con ediles y comunales consulta-
dos, la administración distrital no le ha socializado el 
plan de acción de la Alcaldía, ni ha promovido espa-
cios para articular iniciativas de acción humanitaria 
o diseñar planes específicos por localidad” (p. 3). 

También es necesario resaltar que en el proceso 
de formulación del PDD, se realizaron las mesas 
de participación para la construcción del Plan, sin 
embargo, no existió un proceso de retroalimentación 
en el que se evidenciaran las acciones de incidencia 

adelantadas por la participación de las organizacio-
nes sociales y de las y los ciudadanos, por ejemplo, 
las propuestas por el Consejo Territorial de Planea-
ción (Foro Nacional Por Colombia, 2020).

En términos de participación institucional, se elabo-
ró el Plan de Participación Ciudadana de la Alcaldía 
de Barranquilla (Oficina de Participación Ciudadana, 
2022), que tiene como objetivo:

Promover los diferentes mecanismos y escenarios de 
participación ciudadana que garanticen el acercamien-
to de los ciudadanos a la agenda pública del Distrito de 
Barranquilla, incluyendo de forma activa a la ciudadanía 
en las diferentes etapas de la gestión pública (planea-
ción, ejecución, seguimiento y evaluación), a través de 
la promoción efectiva de la participación ciudadana (p. 
11).

El Plan contempla 10 proyectos y reseña 57 proce-
sos activos de participación ciudadana en las distin-
tas dependencias del Distrito, casi todos de carácter 
consultivo. Sin embargo, este Plan no proporciona 

Fuente: elaboración propia a partir de Foro 
Costa Atlántica (s.f.).  

Tabla 7 Instancias formales de participación 
ciudadana del Distrito de Barranquilla
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una descripción detallada de los proyectos, sus 
alcances, ni sus metas específicas. Más bien, pare-
ce servir principalmente como fuente informativa. 
El Plan tampoco suministra información sobre el 
funcionamiento de estas instancias para conside-
rarlas activas, por lo que la disposición de informa-
ción clara sobre estos espacios mantiene el mismo 
comportamiento observado en el gobierno anterior. 

Durante los años 2021 y 2022, el Distrito realizó 
distintos eventos, tanto presenciales como virtuales, 
con el propósito de promover y fortalecer la partici-
pación ciudadana. El más destacado fue el programa 
Así vivo mi barrio, que tiene como propósito cons-
truir Planes de Acción Barriales (PAB). Otro programa 
fue Mi Barrio Imparable, que consistió en jornadas 
permanentes durante varios días en un barrio para 
identificar problemáticas y resolverlas. También se 
adelantaron otros programas e iniciativas para las 
Juntas de Acción Comunal como el fondo concur-
sable “Yo Participo”, entre otros (Alcaldía de Barran-
quilla, 2021c; 2022b). 

En relación con la participación, el modelo continuó 
siendo el mismo: uno que ha evolucionado hacia un 
tipo de participación institucional formal y nominal, 
que a menudo omite la participación no institucional 
o alternativa. La participación se encuentra más en el 
marco de una democracia formal y nominal que en 
una democracia real. De acuerdo con los datos de 
Barranquilla Cómo Vamos (2023), apenas el 11% de 
las y los barranquilleros consultados manifestó haber 
participado en espacios de participación ciudadana 
promovidos por el gobierno local o nacional durante 
el último año. Incluso, al considerar los datos para 
2019 (18%) y 2015 (46%), estos indican que hay un 
divorcio de la administración distrital con la parti-
cipación33.

Es importante señalar el contraste cuando se habla 
de participación en relación con lo público y otras 
formas de participación. La proporción de personas 
que participan se reduce drásticamente si tene-
mos en cuenta los resultados de la misma pregun-
ta, incluyendo la participación como pertenencia a 
algún tipo de organización en general (entre ellas 

33 Tener en cuenta que en 2019 se preguntaba por participación en organizaciones o redes ciudadanas y en 2015 se                               
preguntaba si la persona formaba parte o había formado parte de alguna organización general (incluyendo las organizaciones 
religiosas: siendo estas las de mayor porcentaje).
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las organizaciones religiosas)34. Los datos parecen 
indicar que lo público, paradójicamente, se concibe 
como ajeno. Estos bajos niveles de participación en 
un escenario de hegemonía política y una baja capa-
cidad ciudadana para organizarse con propósitos 
de incidir en lo público dan cuenta de una ausencia 
total de la deliberación pública en la ciudad, carac-
terísticas fundamentales de una democracia local en 
crisis.

Ahora bien, el contexto de la participación ciudada-
na juvenil arroja conclusiones similares a las mencio-
nadas, destacando una democracia formal y nominal 
en detrimento de una democracia real. Incluso, el 
panorama puede ser peor para la juventud. Tal como 
señala el CONPES 4040 “Pacto con las Juventudes” 
(CONPES, 2021), a pesar de la abundante legislación 
destinada a establecer y regular espacios e instan-
cias institucionales de participación juvenil, estas 
son poco conocidas y su implementación revela las 
dificultades para involucrar de manera efectiva a la 
juventud en la toma de decisiones.

En el marco del Plan de Desarrollo Distrital 2016 – 
2019 “Barranquilla: Capital de Vida”, en el segundo 
gobierno de Alejandro Char, se desarrolló la imple-
mentación de la Ley 1757 de 2015, o Ley de Partici-
pación Ciudadana. Esto a través del Decreto 0619 
de 2016, que crea el Consejo Distrital de Participa-
ción Ciudadana como instancia de seguimiento a 
la política pública de participación ciudadana. Esta 
instancia establece la inclusión de un representante 
del Consejo Distrital de Juventud, sin embargo, este 
espacio hoy está vacío.

En la misma lógica se acogió el Estatuto de Ciuda-
danía Juvenil, expedido mediante la Ley 1622 de 
2013. Esta política incluso se presentó como parte 
integral del Programa de atención a la infancia, la 
adolescencia y la juventud, como se menciona en 
el parágrafo del artículo 24 del PDD 2016 – 2019. El 
PDD también incluye proyectos con énfasis en parti-
cipación ciudadana juvenil en distintos programas, 
como el de infancia, adolescencia y juventud, y el de 
construcción de paz.

En lo concerniente a la participación en las 
instancias de participación en las localidades, se 

establecen tres espacios de representación para 
organizaciones juveniles de cada localidad en cada 
uno de los Consejos Locales de Planeación que se 
crearon en el Acuerdo Distrital 0013 de 2016 que 
creó el Sistema de Participación Ciudadana. Sin 
embargo, es importante señalar que estos Consejos 
no están actualmente activos.

Como se mencionó previamente, el cambio de 
gobierno se da en un contexto de continuidad, 
razón por la cual el gobierno de Jaime Pumarejo 
conservó el mismo modelo de participación de los 
tres gobiernos anteriores de la Casa Char. Durante 
su mandato, se destacan algunos cambios y hechos 
significativos, entre ellos, la implementación de la 
modificación del Estatuto de Ciudadanía Juvenil 
mediante la Ley 1885 de 2018, la elección y entra-
da en funcionamiento de los Consejos Locales de 
Juventud y el Estallido Social de 2021. 

La formulación del PDD 2020 – 2023 “Soy Barran-
quilla”, se da en el contexto de la implementación 
de las modificaciones del Estatuto de Ciudadanía 
Juvenil, que unificó e hizo obligatoria por primera 
vez la elección de Consejos Municipales y Locales 
de Juventud en todo el país y, por otro lado, que 
ordenó la formulación o actualización de las políticas 
públicas de juventud, entre otras disposiciones. 

Se destaca como proyecto la Mesa de Participa-
ción de niños, niñas y adolescentes en el marco de 
la formulación e implementación de la política para 
estos segmentos poblacionales, que después se 
aprobó en el Concejo mediante Acuerdo Distrital 
014 de 2020. También se destaca la meta de forta-
lecimiento organizacional y de participación del 
proyecto Juventud con Sentido y el proyecto de 
puesta en marcha de la Escuela de Liderazgo, todo 
en el marco del Programa de Juventud. Por último, 
se destaca la inclusión de los proyectos de parti-
cipación ciudadana en el marco del programa de 
Seguridad y Convivencia Ciudadana. Es evidente 
que no se contempló incluir, al menos de manera 
directa, medidas enfocadas a garantizar el ejercicio 
de la ciudadanía juvenil en los Consejos de Juventud 
locales y Distrital, en la Plataforma Distrital de Juven-
tud y mucho menos otras formas de participación.

34 Teniendo en cuenta la explicación anterior sobre la variación en la pregunta para valorar la participación.



41

Las instancias del subsistema de participación 
juvenil35 iniciaron su participación en la Comisión de 
Concertación y Decisión con el Distrito y el Conse-
jo de Política Social en el año 2021, aunque no se 
logró su participación en el Consejo de Gobierno, 
tal como ordena el Estatuto de Ciudadanía Juvenil. 
De igual manera, se dio interlocución con el Concejo 
Distrital de Barranquilla, a través del cual pudieron 
tramitar el Acuerdo Distrital que institucionaliza la 
Semana de la Juventud y establece incentivos para 
los Consejos de Juventud. También se logró la parti-
cipación, especialmente los Consejeros Distritales, 
en otros escenarios, por ejemplo, la construcción del 
Plan de Acción de la Política Pública en Salud Mental 
dirigida por la Secretaría de Salud (Entrevistado No. 
6, comunicación personal, 18 de agosto de 2023).

A falta de un año de gobierno, en los datos del 
Balance de Resultado de la Alcaldía (Secretaría 
Distrital de Planeación de Barranquilla, 2023), se 
observa que la puesta en marcha de la Escuela de 
Liderazgo y Ciudadanía Juvenil apenas presenta un 
26,67% en lo corrido del cuatrienio; la creación o 
adecuación de Casas de Juventud, solo logra el 20%, 
y el componente de fortalecimiento organizacional y 
de participación del proyecto Juventud con Sentido, 
llega al 50%. Además de que la oferta de participa-
ción juvenil propuesta en el PDD fue escasa, no se 
han cumplido las metas fijadas. 

Es necesario mencionar que, en el gobierno de Elsa 
Noguera (2012-2015), se formuló la Política Pública 
de Juventud, impulsada por la Plataforma Distrital 
de Juventud y aprobada por el Concejo a través del 
Acuerdo 020 de 2015, en el marco de la implemen-
tación de la Ley 1622 de 2013. También se estrenó 
Quilla Joven, que nació como un proyecto, diseñado 
en 2012 por la organización juvenil Fundación Seres 
Vivientes y liderado por la alcaldesa Elsa Noguera. 
Con el tiempo, el proyecto evolucionó y se convir-
tió en el programa Quilla Joven, con la función de 
operar como ente rector de la oferta institucional 
del distrito en materia de juventud. (NuestraBarran-
quilla, 2023).

El contexto participativo juvenil en Barranqui-
lla mantuvo la misma tradición de acogida de los 
cuerpos normativos nacionales que implementan, 

en este caso, el Sistema Nacional de Juventud y la 
misma política que concibe la participación exclusi-
vamente institucional formal y nominal, con instan-
cias que son, en su mayoría, de carácter consultivo. 
Además, es evidente que además de la poca ambi-
ción en programas y proyectos de participación 
juvenil, el esfuerzo por el cumplimiento de las metas 
propuestas es muy bajo.

Bogotá

De acuerdo con Martínez (2019), la oferta ins-
titucional de participación ciudadana en Bo-
gotá ha estado definida por cuatro temas: i) 

la ausencia de una mirada de largo plazo, integral y 
articulada sobre el tema; ii) discontinuidades en las 
estrategias y enfoques que, siendo innovadores por 
sus propuestas, se perdieron en la sectorialización, 
en la desarticulación institucional y en el estilo de 
ejecución del mandatario de turno; iii) la incorpora-
ción de nuevos enfoques de democracia participa-
tiva, que han sido reconocidos por su avance en el 
relacionamiento de los gobiernos con la ciudadanía; 
y, iv) la acción ejecutada por organizaciones del ter-
cer sector como fuente importante de acciones en 
materia de fortalecimiento de la democracia local.

Estudios realizados por el Foro Capítulo Región 
Central dan soporte a estos argumentos. Como se 
evidencia en la Tabla 8, de Antanas Mockus hasta 
Claudia López, cada administración ha venido prio-
rizando su propio enfoque de participación, de la 

35 Consejo y Plataforma Distrital de Juventud.
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mano de sus propias políticas de gobierno en este 
tema, reduciendo la continuidad y la articulación con 
administraciones anteriores, lo que ha dado como 
resultado un desgaste de la ciudadanía, al no tener 
un proceso continuo más allá de cuatro años.

En el período de análisis, Bogotá estuvo bajo la 
administración de Enrique Peñalosa (2016-2019) y 
Claudia López (2020- actualidad). La administración 
de Peñalosa se caracterizó por ser distante de la 
comunidad, ya que priorizaba el desarrollo en térmi-
nos de infraestructura y urbanismo, por encima del 
desarrollo a partir de un componente humano. En 
palabras de Martínez (2019), “la participación se defi-
nió como un asunto de alcance sin que detuviera la 
marcha del gobierno […] se privilegió lo consultivo, 
la representación del modelo democrático y comu-
nicación limitada de las decisiones” (p. 22).

Se apostó por una participación transformadora 
e incidente a través de la formación y capacitación 
de ciudadanos y ciudadanas y líderes y lideresas de 
organizaciones sociales y jóvenes. Se destacaron 
acciones como el fortalecimiento de la Plataforma 
Bogotá Abierta y la implementación de programas 
con enfoque de fortalecimiento de participación 
ciudadana como “Uno más uno todos” y “Bogotá 
Líder”. Sin embargo, la falta de comunicación con 
la población hizo que fuera uno de los alcaldes con 
mayor impopularidad. En su gobierno, correspondió 
la implementación de la Ley Estatutaria 1757 de 2015 
a través del Decreto 321 de 2018 que creó el Conse-
jo Consultivo Distrital de Participación. 

Por su parte, en la administración de la alcalde-
sa Claudia López, la participación tuvo un rol más 
protagonista. En este caso, fue uno de los enfoques 
rectores del Plan de Desarrollo Distrital. Entre los 
cinco propósitos del Plan de Desarrollo Distrital, 
destacan la construcción de un contrato social con 
igualdad de oportunidades para la inclusión social, 
productiva y política, y la construcción de Bogotá 
Región con gobierno abierto, transparente y ciuda-
danía consciente. Más allá de una participación en 
términos consultivos y de alcance, la participación 
fue planteada en términos de vinculación, colabo-
ración, iniciativa, inclusión e incidencia, a través de 
programas de cultura y conciencia ciudadana entre 
la ciudadanía y en articulación con la administración 
pública.  

El Plan Institucional de Participación Ciudadana 
(2022), presentado por la Secretaría de Integración 
Social, contempló como una de las estrategias de 
participación ciudadana, la iniciativa Más Territorio, 
Menos Escritorio, la cual se compone de Diálogos 
territoriales con Alcaldes Locales, entes de control, 
Juntas Administradoras Locales; Espacios de aten-
ción de calidad con la Unidad Operativa y usua-
rios de servicios sociales; Diálogos de Servicio con 
grupos de interés para promover la constitución de 
veedurías ciudadanas; y Diálogos Sociales que son 
llevados a cabo a nivel de localidades con el fin de 
escuchar las problemáticas de cada territorio con la 
participación de actores privados, gubernamentales, 
sociales y comunitarios. 

Finalmente, el Informe de Gestión sobre la garan-
tía de derechos de la primera infancia, infancia, 
adolescencia y juventud 2020-2023 (Secretaría de 
Integración Social, 2023) expuso que, en términos 
de participación activa, las y los jóvenes han parti-
cipado en los Consejos Distritales de Juventud 
y en el Consejo Distrital de Política Social. Así, se 
posesionaron 372 consejeros locales de juventud. 
Respecto a la implementación de la Política Pública 
de Juventud 2019-2030, se estableció la priorización 
de siete objetivos específicos relacionados con: Ser 
Joven; Educación; Inclusión Productiva; Salud Inte-
gral y Autocuidado; Cultura, Recreación y Deporte; 
Paz, Convivencia y Justicia; y Hábitat. También, se 
cuenta con 36 resultados esperados y 103 productos 
asociados, que dependiendo de los problemas que 
las y los jóvenes identifiquen durante la fase de la 
construcción de la Agenda Pública, corresponderán 
a los asuntos principales de interés para su desarro-
llo. Como resultado, con corte a 2022, se ha logrado 
vincular a 309 jóvenes a educación por ciclos, 10.885 
jóvenes han participado de los espacios de divul-
gación y socialización en los espacios de divulga-
ción de servicios e inversiones dirigidos a población 
joven; inscripción de cerca de 56.000 jóvenes en la 
App Distrito Joven para acceder a oportunidades de 
empleo, educación y emprendimiento (Secretaría de 
Integración Social, 2023).

Sin embargo, respecto a la relación con la Adminis-
tración Distrital, la Veeduría Distrital (2021) informó 
que de las y los jóvenes encuestados, el 81% consi-
dera que la Administración no apoya la participación, 
solo el 8,7% cree que se apoya. El Observatorio de la 
Participación Ciudadana (2021b) del Instituto Distri-
tal de la Participación y Acción Comunal - IDPAC - 
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PERÍODO ALCALDE ACCIONES EN TÉRMINOS DE PARTICIPACIÓN

(2001-2004) Antanas Mockus

Promoción de la cultura pedagógica; Fortalecimiento de la acción 
comunitaria a través de ejercicios sin un diseño institucional, teniendo 
un impacto a corto plazo; en el Plan Distrital de Desarrollo: Programa 
Organizarse para influir y aprender, capacidad de la ciudadanía para 

presentar acuerdos de interés comunitario; Programa Cartas de 
navegación para la política social; Mesas de trabajo del a Veeduría 

Distrital y Secretaría de Gobierno por la identidad de género.

(2004-2008) Luis Eduardo 
Garzón 

Desarrollo: priorización para la creación del Sistema Distrital de 
Participación, creación de la Escuela de Participación y Gestión 
Social; programa Participación para la decisión, Comunicación 

para la participación, Obras con Participación Ciudadana. Orientar 
la participación al ciclo de la gestión pública. Se presentó un 
documento de política pública de participación, pero no fue 

oficialmente adoptado y no fue acogido por entidades distritales.

(2008-2012) Samuel Moreno 
/ Clara López

Participación enfocada en espacios públicos de interrelación 
y realización social; Plan Distrital de Desarrollo: programa 

Ahora decidimos Juntos, Organizaciones y Redes Sociales, 
Control Social al Alcance de Todas y Todos; Articulación entre 
ciudadanía e institucionalidad para mejorar procesos públicos 

en salud y calidad de vida; Al ser destituido, Clara López asumió 
el cargo, sin embargo, le dio prioridad a otros temas.

(2012-2014)
Y (2014-

2016)

Gustavo Petro 
/ Rafael Pardo

Ruptura con procesos de alcaldías anteriores; Participación enfocada 
en el rol de la ciudadanía en el sector público; fortalecimiento de 

la autonomía ciudadana en la definición de sus canales de relación 
con gobierno y alcaldías locales; no hubo interés por promover una 
política pública de participación; distanciamiento de los espacios 

institucionales creados para fomentar la incidencia ciudadana; Plan 
de Desarrollo: programa Bogotá Humana: Participa y Decide”, 

Presupuesto Participativo, Cabildos de Juventud “tú tienes la palabra”.

(2016-2020) Enrique 
Peñalosa

Ruptura con los procesos de alcaldías anteriores; participación como 
medio de alcance con enfoque consultivo; enfoque de gobierno 

abierto; Plan Distrital de Desarrollo: Participación como modelo de 
corresponsabilidad, acción ciudadana incidente, formación para la 
participación transformadora, fortalecimiento de organizaciones 

sociales, comunales y comunitarias, participación transformadora; 
marcó gran distanciamiento entre gobierno distrital y ciudadanía; 
programas Uno más uno todos y Bogotá líder; participación en la 

discusión del POT a través de la plataforma Bogotá Abierta, Consejo 
Consultivo de Participación. más de 600 diálogos adelantados por 
la Administración Distrital para la construcción de la hoja de ruta 

para la construcción de la nueva Política Pública de Juventud.
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(2020-Actualidad) Claudia López

Participación en términos de escenarios de comunicación 
sociedad- gobierno; mecanismos de control social y seguimiento de 

políticas públicas y fomento de convivencia pacífica, solidaridad y 
corresponsabilidad. Estrategia de Gobierno Abierto para continuar con 

los presupuestos participativos; puesta en marcha del Observatorio 
de Participación; apoyo a iniciativas de organizaciones a través de 

estrategias como obras con saldo pedagógico o el Fondo de Iniciativas 
Chikaná; Implementación de espacios de diálogo para concertar 

acciones y propuestas de política pública de importancia para 
Bogotá; No avanzó en la estructura de participación para localidades, 

priorización y concertación de temáticas micro-territoriales; ausencia de 
acuerdos para una visión colectiva de ciudad en temas como el POT, 

Región Metropolitana Bogotá- Cundinamarca y el Corredor Verde; No 
hubo claridades sobre la responsabilidad del gobierno distrital respecto 

a las actuaciones de la fuerza pública en el marco del Estallido Social.

Fuente: Elaboración propia. Tabla 8. Acciones en términos de 
participación ciudadana de las alcaldías 
de Bogotá, 2001 - actualidad

entre 2017 y 2021, caracterizó a 3.972 organizaciones 
y proceso sociales, y arrojó como resultado, que las 
categorías con las que más se auto reconocen estas 
organizaciones son las de jóvenes con un 32.74%. 
Además, entre 2020 y 2021, esta misma institución 
logró fortalecer 267 organizaciones y procesos socia-
les, en los cuales las y los jóvenes, fueron el grupo 
que más se sintió representado con el 41,57%. 

A nivel de localidades, a través de una serie de 
documentos titulada Tejiendo Sociedad, después de 
recopilar datos de más de 3.700 organizaciones en la 
ciudad en el mismo límite de tiempo, el Observato-
rio de la Participación Ciudadana del IDPAC (2021a) 
identificó que, en 16 de las 20 localidades, el primer 
grupo con mayor presencia y participación es de 
jóvenes, siendo Chapinero, La Candelaria, Puente 
Aranda, Antonio Nariño y Teusaquillo, las localida-
des donde más han participado. 

Sin embargo, la Encuesta Multipropósito 2021 del 
IDPAC (2021), expuso que, en el casco urbano, solo 
el 8.33% de las personas mayores de 18 años partici-
pan en una o más organizaciones sociales, esta falta 
de participación, se debe en parte al desinterés. El 
91,67% de las personas mayores de 18 años, asegu-
ra no pertenecer a ninguna organización, principal-
mente porque no le ven utilidad, falta de tiempo 
o porque no les genera confianza.  Esta situación, 
da a entender que, si bien existe poca participación 

de las y los jóvenes hasta la fecha, son el grupo que 
tiene mayor representación en espacios formales y 
no formales de participación ciudadana.

Cali 

En el ámbito del marco normativo departamen-
tal que define la participación juvenil se cuenta 
con la Ordenanza 286 de 2009 por medio de la 

cual se adopta el Sistema y la Política Pública De-
partamental de Juventud en el Valle del Cauca, que 
tiene por objetivo articular diferentes actores en la 
definición y desarrollo de las Políticas Públicas de 
Juventud, en los términos de la Ley de Juventud de 
1997. Esta Ordenanza, siendo previa a la expedición 
del Estatuto de Ciudadanía, vinculó dos escenarios 
de participación – reglamentados por la Ley de Ju-
ventud en 1997, pero que no contaban con el desa-
rrollo normativo del Estatuto de Ciudadanía Juvenil 
–: la Plataforma Departamental de Juventud que:

tiene como objeto integrar las diferentes expresiones 
y organizaciones juveniles de carácter departamental. 
Para ello se reconocerán las organizaciones que su 
trabajo con, por y para la juventud incidan notablemen-
te en la región, hacia la concreción de planes, progra-
mas y proyectos del nivel global, sectorial y territorial 
del Departamento para el logro de un resultado inte-
gral en pro de la juventud (Literal B, Articulo 3, Orde-
nanza 286 de 2009), 
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 y el Consejo Departamental de Juventud “como organismo cole-
giado de carácter social y autónomo de la juventud, por derecho 
propio hará parte del Sistema Departamental de Juventud (Literal 
D, Articulo 3, Ordenanza 286 de 2009).

Estas dos instancias, a falta de una normativa – como el Estatu-
to de Ciudadanía Juvenil, expedido 4 años después – dejaban a 
la deriva la cuestión de autonomía, progresividad, articulación y 
corresponsabilidad. Por ello, esta Ordenanza no procuró garantías 
para la participación no institucional y se redujo a lo instituciona-
lizado. De manera particular, en la Ordenanza se dispone la crea-
ción del Observatorio Departamental de Infancia, Adolescencia y 
Juventud, con el objeto de “crear una instancia de información e 
investigación, y servir como fuente informativa sobre las Políticas 
Públicas relacionadas con las y los jóvenes del Valle del Cauca” 
(Literal C, Articulo 3, Ordenanza 286 de 2009). Esta apuesta tenía 
un carácter innovador para el seguimiento y atención del esce-
nario juvenil en el departamento, desde una noción más investi-
gativa. Sin embargo, no fue posible encontrar información sobre 
la articulación de este Observatorio, su desarrollo e incidencia. 

La Ordenanza 286 de 2009 aprobó la Política Pública Departa-
mental de Juventud, la cual contó con seis ejes: i) Reconocer a las 
y los jóvenes como sujetos de derechos y deberes; ii) Integrar a las 
y los jóvenes en los procesos de desarrollo económico regional; 
iii) Fortalecer los procesos, mecanismos y escenarios de participa-
ción formal e informal de las y los  jóvenes; iv) Generar dinámicas 
de encuentro, convivencia juvenil y social; v) Impulsar y fortalecer 
las identidades culturales de las y los jóvenes; y vi) Activar los 
escenarios de integración regional, intersectorial e interinstitu-
cional para la gestión de las intervenciones en juventud. En la 
actualidad, la Gobernación del Valle del Cauca, ha emprendido 
iniciativas para la actualización de la Política Pública, contando 
con las diversas modificaciones y transformaciones que ha sufrido 
este grupo poblacional. 

A nivel local, en octubre de 2019 fue aprobado en el Conce-
jo Distrital de Cali el Acuerdo 046436, que tiene como objeto la 
adopción de la Política Pública de Juventudes de Santiago de Cali 
-PPJ-. La PPJ tiene como objetivo: 

Consolidar la ciudadanía Juvenil mediante la garantía del goce efecti-
vo de los derechos de las y los jóvenes que les permita un desarrollo 
integral, el fortalecimiento de sus competencias, el fomento de su 
participación democrática en los diversos espacios y el reconocimiento 
de su incidencia en el desarrollo sostenible y sustentable de Santiago 
de Cali (Articulo 2, Acuerdo 0464 de 2019).
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36 Disponible en: https://www.cali.gov.co/documentos/3755/Juventud/ 
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La segunda y tercera parte de este Acuerdo, 
mencionan los ejes estratégicos de la PPJ del Distri-
to y la estrategia de seguimiento, evaluación, moni-
toreo y adopción, bajo la función del Subsistema 
de Juventud, respectivamente. Sobre el segundo, 
se puede mencionar que la PPJ contempla 8 ejes 
estratégicos: 1.  Jóvenes participando activa y demo-
cráticamente con equidad y sin discriminación en 
entornos institucionales, sociales y comunitarios; 2. 
Jóvenes innovadores con habilidades y competen-
cias del siglo XXI para la generación de oportunida-
des laborales y emprendimiento juvenil; 3. Jóvenes 
integrando prácticas saludables y de autocuidado 
para su bienestar integral; 4. Jóvenes apostándole 
a la cultura de paz, la vida y la legalidad en clave de 
derechos humanos; 5. Jóvenes creando y consoli-
dando espacios para fomentar talentos, expresiones 
y el aprovechamiento de su tiempo libre; 6. Jóvenes 
protectores del hábitat y el ambiente sano en modo 
sostenible y sustentable; 7. Conociendo a los jóve-
nes desde sus realidades, necesidades y goce de 
derechos en sus diferentes ámbitos; 8. Jóvenes con 
acceso a una educación de calidad que contribuya 
con su desarrollo integral y la consolidación de su 
plan de vida. 

La adopción del Subsistema de Juventud sigue 
los lineamientos dictados por la Ley Estatutaria de 
Ciudadanía Juvenil. El Consejo de Juventud, tiene 
como función concertar, gestionar, ejercer control, 
incidir, dinamizar las agendas, espacios/instancias y 
todos los escenarios relacionados a la participación 
de las y los jóvenes en el Distrito; la Plataforma de 
Juventud, sostiene su carácter autónomo y su rol es 
ser escenario de encuentro, articulación, coordina-
ción e interlocución de las juventudes y sus agendas; 
y la Asamblea de juventud, tal como lo dicta la Ley 
Estatutaria, tiene la función de ser espacio de socia-
lización, rendición de cuentas, y consulta – por los 
Consejos de Juventud – en relación a las agendas 
de juventud. 

De manera relevante, el Acuerdo hace mención a 
una instancia adicional, la cual fue reglamentada por 
el Decreto 0797 de 2020, llamada Mesa Interinstitu-
cional de Juventudes37, la cual tiene la función de 
apoyar a la secretaría de Bienestar Social, en cabeza 
de la Subsecretaría de Poblaciones y Etnias en la 

orientación, seguimiento, y evaluación de la políti-
ca pública de Juventud. Por último, la PPJ de Cali, 
incluye la definición de procesos y prácticas organi-
zativas de las y los jóvenes como: “todos los proce-
sos, manifestaciones, espacios de participación y 
prácticas juveniles que inciden en los ejes estraté-
gicos de la [presente] política o que propendan por 
garantizar los derechos de los y las jóvenes” (Literal 
1, Articulo 14, Acuerdo 0464 de 2019).

De acuerdo con lo abordado, frente al panorama 
de las políticas públicas juvenil en Santiago de Cali 
se puede afirmar que:

•  Se evidencia un vacío en el acceso a la informa-
ción institucional, sobre todo a nivel local y depar-
tamental en cuanto a actualización de información, 
datos abiertos y análisis diferenciales sobre jóvenes. 
Por tanto, no es sencillo construir indicadores de 
línea base, ni ahondar en el desarrollo e impacto 
de las Políticas Públicas en la población juvenil con 
información verás.

•  No se identificó un Observatorio o Centro de 
Investigación en el que se condensen análisis sobre 
todo lo relacionado a las y los jóvenes. A pesar de 
que algunos centros académicos y de investigación 
abordan la variable juventud o joven, no logran 
abordar la categoría completa, y no hay un análisis 
diferencial real.

• Las políticas públicas se sustentan en un enfo-

37 La Mesa Interinstitucional de Juventudes es reglamentada por el alcalde vía Decreto.
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que excesivamente institucional, probablemente por esa falta 
de información sobre la capacidad organizativa y de gestión de 
la juventud. Las instancias son reducidas a relaciones atravesa-
das por la burocracia, dejando de lado prácticas políticas que 
se originan desde lo social y en lo comunitario. Sin contar, que 
las instancias juveniles institucionales actualmente están siendo 
cooptadas por el sistema de partidos y la política tradicional, por 
la que se reproducen escenarios de marginalidad y exclusión de 
procesos organizativos comunitarios y sociales de base. 

• Las políticas públicas son aún débiles en las etapas de segui-
miento y evaluación, así como, se denota la ausencia de espacios 
de socialización, por ejemplo, de rendición de cuentas. Este ejer-
cicio, aporta al conocimiento y la sensibilización sobre la partici-
pación juvenil en la ciudad.
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La 
participación 
ciudadana 
juvenil
en el
periodo
2018 – 2021
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Como se vio anteriormente, la juventud fue una 
de las poblaciones más afectadas por la pan-
demia del COVID-19 en términos de garantía 

de derechos. Aunque el bono demográfico ha sido 
favorable para el país en los últimos años, las medi-
das públicas no han garantizado el bienestar de la 
población joven, lo que ha afectado el aprovecha-
miento de su potencial en el desarrollo nacional. Por 
otro lado, la oferta participativa y el diseño institu-
cional se ha concentrado en la reproducción de un 
modelo de participación limitado, centrado en el 
tutelaje de la acción ciudadana. 

Específicamente, la participación de la población 
joven ha estado supeditada a los cambios de gobier-
no, a la atención que cada administración distrital 
ha dado al tema o al desarrollo de políticas públicas 
sectoriales, con baja capacidad de respuesta a los 
reclamos juveniles. Aunque se cuenta con políticas 
públicas de juventud y con un Sistema Nacional de 
Juventud, existen en general pocos avances en el 
involucramiento ciudadano de las y los jóvenes en 
las discusiones sobre sus problemáticas más senti-
das. Sin embargo, como se ha señalado, el perío-
do de estudio constituyó un momento especial de 
intensificación de las disputas por la participación 
juvenil y trajo consigo la implementación del SNJ, 
con obstáculos importantes. A continuación, este 
apartado se ocupa de analizar la participación 
ciudadana juvenil a nivel nacional y en los tres 

distritos, haciendo énfasis en los avances locales, 
las prácticas participativas alternativas de las y los 
jóvenes y los encuentros y desencuentros con el 
diseño participativo local y nacional. 
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Las dinámicas 
nacionales: entre 
la movilización y 
el desarrollo de la 
institucionalidad 
participativa 

Aunque el Plan Nacional de Desarrollo del Go-
bierno De Iván Duque “Pacto por Colombia, 
pacto por la equidad” 2018 – 2022 incluyó 

el tema de la participación ciudadana en general, 
su énfasis y alcance continuaron supeditados a la 
iniciativa gubernamental, en una lógica centralista 
y fuertemente sustentada en la consulta, más que 
en el diálogo social y territorial. En el caso de lo 
juvenil, contempló un capítulo denominado “Juven-
tud naranja: todos los talentos cuentan para cons-
truir país”, que insistió en la inclusión social de las y 
los jóvenes a través de la educación y la formación 
para el trabajo, el emprendimiento, la innovación 
y el liderazgo, en detrimento de temas específicos 
de participación ciudadana juvenil. De ahí que los 
esfuerzos del gobierno central se enfocaran en la 
estrategia de formación SACUDETE, con protago-
nismo y liderazgo de la Consejería Presidencial para 
la Juventud. 

A comienzos del gobierno Duque, el panorama del 
SNJ no era alentador. A diciembre del año 2017, se 
registraba solamente la conformación de 640 Plata-
formas de Juventudes, mientas que el resto de las 
instancias se encontraban sin implementar (CPPJ, 
2022, pp. 334). En octubre de 2019, a través del 
Decreto 1784, se modifica la estructura del Depar-
tamento Administrativo de la Presidencia y se crea la 
Consejería Presidencial para la Juventud – Colombia 
Joven, con el objetivo de impulsar el funcionamiento 
del SNJ (art. 21). 
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Para ese momento, el gobierno Duque ya había 
tenido su primera confrontación con el sector juvenil. 
Desde octubre de 2018 a enero de 201938, se desple-
gó un paro universitario que demandaba atención 
a la crisis estructural de la educación superior públi-
ca en Colombia39, específicamente a la disminución 
del presupuesto para la educación superior pública 
contemplada en el Plan de Desarrollo 2018 - 2022, 
que ya mostraba los rasgos del tratamiento guber-
namental a la movilización juvenil: represión, desca-
lificación y criminalización y dilación de las instancias 
de diálogo (Gunturiz, 2023, p. 259). Las finanzas de 
las universidades públicas se encontraban en un 
punto crítico. Para 2018, el Estado solo financiaba 
cerca del 50% de los costos de la educación superior 
pública, dejando el resto a cargo de las Instituciones 
de Educación Superior (IES) (Atehortúa, 2020). 

El denominado Paro Nacional Universitario se 
destacó por el apoyo mayoritario que recibió en 
la ciudadanía. Si bien fue una movilización secto-
rial, fue masiva, pues fueron más de 38 institucio-
nes de educación superior públicas y cerca de 
700.000 estudiantes en todo el territorio, quienes 
se comprometieron con la movilización. Al lado de 
las y los estudiantes y las y los profesores, se mani-
festaron funcionarios y funcionarias y trabajadoras y 
trabajadores no sólo a través de sus organizaciones 
gremiales y sindicales, sino que lo hicieron también 
de manera individual, en forma solidaria, como lo 
hicieron las y los egresados y las y los pensionados. 
(Atehortúa, 2020). A raíz de la movilización, el 14 de 

39Siguiendo a Atehortúa (2020), la crisis estructural llevó a que las instituciones de educación superior públicas dedicaran sus esfuerzos al auto sosteni-
miento a través de la consultoría y la extensión. La infraestructura sufrió un deterioro significativo; la contratación de docentes y personal se precarizó; 
y se redujeron o eliminaron fondos destinados a investigación, tecnología, recursos didácticos y programas de bienestar estudiantil. Aunque las 
aportaciones estatales para el funcionamiento de estas instituciones oscilaban entre el 7 y 7.3%, los gastos operativos crecían anualmente en un 
8,67%, y los gastos de personal aumentaban en un 9,28%, manteniéndose estables durante muchos años (Sistema Universitario Estatal, 2015).
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38En la última década, en América Latina se han desatado oleadas de movilizaciones y manifestaciones en países como Chile, Perú, 
Ecuador, Bolivia y otros que, si bien han tenido contextos y coyunturas políticas diferenciadas, se han caracterizado en términos po-
líticos por una crisis de representación, la cual se da por la pérdida de confianza y la falta de respuesta satisfactoria a las demandas 
(CEPAL, 2020). Con relación a este contexto, en palabras de Karl-Dieter Opp (1988), el mal desempeño, como daños y agravios no 
resueltos, es una de las explicaciones más antiguas del comportamiento de la protesta. Colombia no ha sido un país ajeno a esta 
realidad. De hecho, se ha evidenciado una caída en la percepción de los colombianos frente a la democracia. Según el DANE (2022) 
a nivel nacional, el porcentaje de personas de 18 años y más, que consideraban que el país era medianamente democrático tuvo 
una variación negativa del -2,4%, pasando del 58% en 2019 a 55,6% en 2021. Además, el porcentaje de personas que consideraba a 
Colombia como un país democrático, varió negativamente en un -1,2% en este mismo lapso, pasando de 26,6% en 2019 a 25,4% en 
2021. Esta misma fuente expuso que el porcentaje de insatisfacción con la democracia en Colombia tuvo un aumento del 5,3% entre 
el mismo corte temporal, pasando de 46,9% al 52,2%, mientras que el porcentaje de satisfacción se contrajo en un -4,1% con una varia-
ción del 16,5% al 12,4%. Para los comicios electorales territoriales de 2019 en Bogotá, se registró una abstención de poco más del 44%.
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diciembre del mismo año, Iván Duque firmaría un 
acuerdo asignando más de 4,5 billones de pesos a 
la educación superior pública e investigación. “Son 
más de 4,5 billones de pesos adicionales que va a 
tener la universidad pública durante estos cuatro 
años, destinados a fortalecer la base, a fortalecer la 
inversión y a fortalecer los instrumentos de oportu-
nidades para los estudiantes”, dijo el Mandatario. 
(Ministerio de Educación, 2018)

En el primer semestre del año 2019 nuevamente la 
movilización estudiantil cobraría fuerza, en particular 
alrededor del rechazo a la represión sufrida duran-
te las jornadas de 2018 y la exigencia de desmonte 
del Escuadrón Móvil Antidisturbios (ESMAD) (Ussa, 
2019; Archila et al, 2019). Más adelante, el gobierno 
también enfrentaría la movilización de comunidades 
étnicas (febrero – abril), mientras que los sectores 
sociales confluían en la necesidad de responder al 
programa neoliberal del Gobierno. Pero sería hasta 
noviembre, cuando el gobierno Duque sentiría la 
fuerza de la ciudadanía y en especial la ciudadanía 
juvenil, para la transformación de las condiciones de 
vida y la garantía plena del derecho a la participación. 

El primer momento: 
el 21N y la Gran 
Conversación Nacional 

El denominado “paquetazo” de Duque, cons-
tituido por un paquete de reformas de ajuste 
estructural en temas laborales, pensionales, 

tributarios y de privatización, fue generando en los 
sectores sociales la necesidad de responder por 
medio de la acción colectiva a las iniciativas del go-
bierno. Así es que, durante los meses de octubre y 
diciembre, el Encuentro Nacional de Emergencia del 
movimiento social y sindical acuerda un llamado a 
paro nacional para el 21 de noviembre de 2019. Sin 
embargo, el llamado 21N, como se conocería, no se-
ría una marcha más. La ciudadanía en su diversidad 
aceptaría el llamado del Comité Nacional de Paro 
(CNP), mantendría durante casi un mes la moviliza-
ción constante exigiendo el retiro de las reformas y 
añadiendo diversas exigencias de distinto orden y 
magnitud40.

El mes de octubre de 2019 supuso un salto cualita-
tivo y cuantitativo en los eventos de protesta regis-
trados hasta ese momento. Mientras que, de enero 
a septiembre, los eventos de protesta mensuales 
no sobrepasaron el 6% del total del año, el mes de 
noviembre registró el 47% de los eventos del año, 
aproximadamente. Además, el mismo mes concen-
tró el nivel más alto de masividad41 de las protes-
tas del año, con un 40%. Igualmente, la mayoría de 
estos eventos tuvieron un alcance nacional llegando 
a un 71% (Gunturiz, pp. 269 - 270).  

En términos de la respuesta institucional, mayorita-
riamente las y los manifestantes se encontraron con 
la represiva o policial (19%), seguida de la creación 
de instancias de diálogo (9%), mientras que el anun-
cio de políticas públicas se situó en un 2 % (Gunturiz, 
2023, p. 335). Frente a la represión, se presentaron 
diversos allanamientos previos al 21N, intimidacio-
nes y llamamientos al acuartelamiento de la Fuerza 

40El pliego presentado por el CNP al gobierno previo al 21 N incluía trece reivindicaciones relacionadas con: el rechazo al “pa-
quetazo” de reformas estructurales de Duque; el rechazo a medidas de profundización de desigualdades socioambientales; el 
rechazo a la represión; la exigencia de respeto a los DDHH; la reivindicación del reconocimiento de derechos y participación 
de las comunidades étnicas; el reconocimiento de mecanismos y derechos de participación ciudadana; el reconocimiento de la 
diversidad sexual y de género y el rechazo a las violencias basadas en género; la exigencia del cumplimiento a acuerdos entre 
gobierno y comunidades; y la exigencia de la lucha contra la corrupción (Gunturiz, 2019, pp. 266 -267). 
41 10 mil o más personas participantes del evento (Gunturiz, 2023). 
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Pública. La jornada dejó como saldo 122 civiles heri-
dos, cuatro personas fallecidas y 98 detenciones. En 
los días posteriores, de acuerdo con Human Rights 
Watch (2020) se registraron detenciones arbitrarias 
(213), traslados por protección (1162) y, según la FLIP 
(2020), 66 periodistas agredidos. Especialmente, por 
su carga simbólica para el sector juvenil, cabe resal-
tar el fallecimiento de Dylan Cruz, estudiante de 17 
años que el día 23 de noviembre recibió un disparo 
de bean bag a su cabeza por parte de un miembro 
del Escuadrón Móvil Anti Disturbios en Bogotá. 

En ese sentido, la participación juvenil en el 21N 
fue importante: el 45% de las y los jóvenes manifes-
taron haber participado de alguna forma durante las 
jornadas de movilización de 2019 (Cifras & Concep-
tos, 2021).  Los actores reconocidos como estudian-
tes, que contaron con asiento en el CNP, alcanzaron 
casi el 25% del total de las y los participantes de las 
protestas a nivel nacional (Gunturiz, 2023, p. 362).  El 
21 N también fue el momento de creación de uno 
de los repertorios de acción colectiva juvenil más 
destacados durante todo el periodo: las Primeras 
Líneas. Nacidas de la necesidad defensiva frente al 
actuar irregular de la Fuerza Pública hacia principios 
de diciembre, las Primeras Líneas también hicieron 
presencia durante las manifestaciones de septiem-
bre de 2020 en contra del abuso policial (Gunturiz, 
2023, p. 372). 

Las motivaciones juveniles para participar en el 
Paro se enmarcaron en un malestar social y político 
acumulado, multicausal y multinivel, expresado en la 
falta de oportunidades y la condición precaria gene-
ralizada de la juventud, como se vio en el primer 
apartado. Este malestar también incluyó reivindi-
caciones novedosas como la necesidad de acción 
institucional frente a los feminicidios y las violencias 
dirigidas contra comunidades étnicas y rurales. Espe-
cialmente, la represión se situó como uno de los ejes 
de la conflictividad social para las y los jóvenes, en 
la medida en que afectó directamente el derecho a 
la participación. Esta última, desplegada gracias a 
la pertenencia previa a organizaciones o procesos 
sociales de base y con un sentido pedagógico; la 
juventud invitó a la ciudadanía en general a ejercer 
su derecho, para el encuentro en el espacio públi-
co y la generación de propuestas colectivas para la 
solución de problemáticas también colectivas (Ariza, 
Tapiero y Trujillo, 2021). 

El 21 N se caracterizó por el recurso de la acción 
colectiva juvenil a nuevos repertorios de acción 
colectiva, como las batucadas, los cacerolazos, las 
Primeras Líneas, entre otros, sostenidos por víncu-
los y redes socio afectivas y sostenidos en pilares 
como la comunicación, la confianza, la colaboración 
y la construcción de lo común (Aguilar-Forero, 2020). 
Estas prácticas participativas fueron contrahegemó-
nicas en tanto se situaron en un horizonte contrario 
al individualismo y a la competitividad propias de las 
formas políticas dominantes. Así, estos pilares impul-
saron “el reconocimiento mutuo, los sentimientos de 
identificación y la empatía colectiva” en un engrana-
je que potenció la acción y favoreció su “persistencia 
o continuidad en la esfera pública” (Aguilar-Forero, 
2020, p. 40). 

En suma, en palabras de Ariza, Tapiero y Trujillo 
(2021) las movilizaciones del 21N  vislumbraron 
“otras formas de encuentro en los colectivos, en los 
que la cooperación, la autogestión, las relaciones 
horizontales y los lazos emocionales tejen nuevas 
formas de organización” y en donde la participa-
ción juvenil adquirió elementos distintivos como 
la no violencia, el uso del cuerpo “como disposi-
tivo para la acción disruptiva” y el recurso al arte 
“como medio de expresión de inconformidad” (p. 
184 – 185). De manera que el 21N ya vislumbraba la 
expresión de una ciudadanía juvenil innovadora que, 
bajo principios de cuidado de lo común, solidaridad 
y horizontalidad desplegaba su participación, con 
altas dosis de espontaneidad. La movilización juve-
nil no solo se tomó las calles y las plazas, sino que 
también inundó las redes sociales con denuncias, 
convocatorias y visibilidad de sus prácticas y reivin-
dicaciones.  

El ciclo corto de la movilización iniciada el 21 de 
noviembre llegaría a su estancamiento a finales del 
año, en especial a partir de la coyuntura del COVID-
19, que trastocó el funcionamiento general de la 
sociedad. La pandemia dio una suerte de respiro 
al gobierno en términos de la conflictividad social; 
no obstante, rápidamente las medidas adoptadas 
impactarían negativamente el correcto funciona-
miento del sistema democrático y, en especial, afec-
tarían sensiblemente el derecho a la participación 
(Democracia en Riesgo, 2020). 

En respuesta a este primer momento de moviliza-
ción social, el gobierno Duque activó la denominada 
“Gran Conversación Nacional” como “espacio de 
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participación ciudadana e innovación pública” que 
contó con tres mesas de juventud, que iniciaron en 
enero de 2020 y con la participación de alrededor 
de 270 jóvenes de 20 departamentos del país. La 
Gran Conversación Nacional recibió 1.266 propues-
tas juveniles, que se clasificaron en 9 ejes temáticos, 
entre los cuales se incluyó la participación política 
(CONPES, 2021, p. 14). El presidente Duque anun-
ció que dichas propuestas se materializarían en un 
documento CONPES42 específico de política públi-
ca de juventud, con el objetivo de transformar la 
institucionalidad para atender a las y los jóvenes, 
a través de “un proceso [de diálogo] permanente, 
será un proceso dinámico, para que los jóvenes de 
Colombia participen en la construcción de políticas 
públicas” (Ministerio de Educación, 2020). 

Durante el primer semestre del 2020, el DNP y la 
CPPJ conformaron un equipo técnico que redactó 
un primer documento borrador que sería la base de 
la discusión. La participación juvenil estuvo afectada 
por la contingencia de la pandemia y se desarrolló 
en tres fases (CPPJ, 2022, pp. 107 – 110): 

• Primera fase: socialización de un árbol de proble-
mas en sesiones virtuales (noviembre – diciembre de 
2020), presentado a las Plataformas de Juventudes y 
a la Mesa de Empleabilidad y Emprendimiento Juve-
nil Rural y organizada en cuatro bloques temáticos: 
transiciones, entornos, salud e institucionalidad. 
Con estos insumos, se publicó el primer borrador 
de documento el 24 de abril para comentarios ciuda-
danos en la página web del DNP, ampliado hasta el 
12 de mayo e incluyendo los comentarios incluidos 
hasta el 15 de junio43.

• Segunda fase: realización de cinco reuniones 
virtuales, con presencia de la Plataforma Nacional 
de Juventud, la Mesa Nacional de Empleabilidad 
y Emprendimiento Juvenil Rural, organizaciones y 
funcionarios y otros jóvenes de 27 departamentos 
y la ciudad de Bogotá. También se contempló una 
campaña en redes sociales para invitar a las y los 
jóvenes al proceso. 

• Tercera fase: inicio de la plataforma Pacto Colom-
bia con las Juventudes, en paralelo a la construcción 
del CONPES. 

42 Según la CPPJ (2022), la decisión de decidió la elaboración de un documento CONPES “debido a su característica de me-
jorar los procesos de intersectorialidad” en materia de juventud (p. 107). 
43 Se recibieron comentarios de entidades del orden nacional, gobiernos territoriales, ONGs, asociaciones juveniles y de 
jóvenes no pertenecientes a agrupaciones (CPPJ, 2022, p. 109). 
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El segundo momento: 
el 28A, el diálogo 
simulado y la 
implementación 
del SNJ

Sin embargo, aunque el país estaba confinado, la 
indignación por el asesinato de Javier Ordóñez, 
ciudadano bogotano víctima de la violencia po-

licial, llevó a una oleada de manifestaciones durante 
el 9 y 10 de septiembre de 2020. Las y los ciudada-
nos de todo el país reclamaron frente a la brutalidad 
policial. Especialmente, las y los jóvenes se sintieron 
interpelados por el actuar de la Policía en el caso Or-
dóñez, dada la situación histórica de criminalización 
y estigmatización de la vida juvenil en lo local por 
parte de la Policía (Temblores ONG, 2022). 

La brutal represión de la noche del 09 de septiem-
bre, cuando la Policía hizo uso indiscriminado de 
sus armas de dotación para contener la protesta, 
dejaría como saldo 178 hechos de violencia policial, 
con 217 víctimas. De estas, 31 fueron heridas por 
arma de fuego y 12 resultaron muertas en Bogotá 
y Soacha, de las cuales 9 tenían entre 18 y 29 años, 
es decir, el 75 % (Temblores ONG, 2022, pp. 64 – 
68). Igualmente, sería detonante de la indignación 
ciudadana el respaldo oficial, especialmente desde 
el ejecutivo nacional, del actuar de la Policía y los 
discursos estigmatizantes que desde la institucio-
nalidad se dirigieron hacia las y los manifestantes 
(Temblores ONG, 2022). 

La masacre del 09 y 10 de septiembre de 2020 
también influiría en el crecimiento de la indignación 
ciudadana frente al gobierno Duque, alimentada por 
la crisis socioeconómica generada por la pandemia 
y la poca voluntad gubernamental hacia el diálogo 
social, así como a la generación de respuestas a los 
reclamos ciudadanos. Esto haría que, para inicios 
inicios del 2021, el CNP convocara nuevamente a la 
movilización nacional en torno a tres asuntos: el reti-
ro de la propuesta de reforma tributaria, el archivo 
de la reforma a la salud propuesta por el gobierno 
y el incumplimiento a los acuerdos surgidos de la 
movilización de 2019 (Estrada, Jiménez y Puello-So-
carrás, 2023). Así, se convocó a la ciudadanía a 
sumarse a una movilización nacional para el 28 de 
abril. Sin embargo, en palabras de Medina (2023), 

[a]unque se puede advertir algunos vínculos, no se trata 
de un entrelazamiento orgánico del paro del 19N-N con 
el 28a. La convocatoria del Comité Nacional de Paro, 
sin que este se lo hubiera propuesto o siquiera imagi-
nado, le puso fecha al desencadenamiento del estallido 
social. Desde el primer momento, el paro nacional y el 
estallido social tendieron a rodar sobre carriles distintos 
(p. 36). 

Precisamente, esta explosión supuso un “momen-
to de quiebre” desde el primer día de movilización 
(Estrada, Jiménez y Puello-Socarrás, 2023, p. 34). De 
acuerdo con Medina (2023, pp. 40 -41), el Estallido 
Social contó con tres momentos identificables, en 
una dinámica de acumulación de fuerzas y de capa-
cidades organizativas: 

• Primera etapa (del 28 de abril al 27 de mayo), 
caracterizada por una fuerte intensidad, el prota-
gonismo mayoritario de la ciudadanía por fuera de 
las organizaciones tradicionales agrupadas en el 
CNP, con alta capacidad de convocatoria y una gran 
espontaneidad, así como de resistencia a la repre-
sión y a las formas de disolución por parte de la insti-
tucionalidad. Esta logra la renuncia del ministro de 
Hacienda Alberto Carrasquilla y el retiro de la refor-
ma tributaria planteada por el gobierno nacional y 
se registra el asesinato del líder juvenil Lucas Villa en 
Pereira con la connivencia de agentes policiales. En 
esta etapa también se registra el ataque por parte 
de civiles armados a la Minga indígena en Cali. 

• Segunda etapa (del 28 de mayo al 27 de junio), 
la manifestación se mantiene, pero presenta signos 
de debilitamiento en su intensidad, causada por la 
fuerte represión oficial y para oficial. Como caso 
paradigmático, sucede el asesinato de Junior Jein, 
cantante y líder social de Cali, abaleado por sicarios 
el 16 de junio en Cali. 

• Tercera etapa (del 01 de julio en adelante). La 
movilización comienza a decaer, sin cesar definiti-
vamente, en la medida en que grupos y núcleos de 
protesta continúan la manifestación. En esta etapa 
se registran los primeros intentos de coordinación 
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entre las distintas Primeras Líneas a nivel nacional, 
respondiendo el llamado a movilización hecho 
desde estas organizaciones para el 20 de julio. 

En palabras de Archila y García (2023) lo novedoso 
del Estallido Social como hito histórico de la vida 
y la historia nacional radicó en que el 28A recogió 

Algunas tendencias que venían desde antes, pero 
magnificándolas con nuevos rasgos, como amplia 
cobertura espacial, masiva participación, larga persis-
tencia y radicalidad inusitada. Todo ello se debe a la 
articulación de problemas estructurales exacerbados 
por la pandemia y a la profunda indignación que provo-
có la propuesta de una inequitativa reforma tributaria, 
que hizo rebosar la copa de la indignación. Otra dolo-
rosa novedad va a ser la brutal respuesta policial que 
cobró casi un centenar de vidas, miles de heridos y 
detenidos […]  (p. 61). 

En términos de los eventos de protesta, según cifras 
oficiales, estos abarcaron 860 municipios a corte del 
27 de junio (76,5 % aproximadamente del territorio 
nacional), con 7415 concentraciones, 2475 marchas, 
3567 bloqueos y 678 movilizaciones (Ministerio de 
Defensa, 2021, p. 1). En términos de los reclamos y 
demandas44, sucede una cualificación y ampliación 
de las reivindicaciones presentadas dos años antes 
por el CNP, incorporando nuevas de carácter más 
coyuntural y cualificando otras con mayor alcance 
y profundidad de transformación del orden social, 

enmarcando las demandas locales en procesos de 
mayor envergadura (Gunturiz, 2023; Estrada, Jimé-
nez y Puello-Socarrás, 2023, p. 25 – 28). 

Para poner en cifras, los motivos de la protes-
ta giraron en torno, mayoritariamente a políticas 
gubernamentales (23 %), garantía de derechos (20 
%), incumplimiento de pactos o acuerdos (17 %) y 
reclamos frente a pliegos laborales, acceso a tierra y 
vivienda, servicios públicos y servicios sociales (5 %, 
respectivamente), entre otras (Archila y García, 2023, 
p. 66). En palabras de Estrada, Jiménez y Puello-So-
carrás (2023): 

Así, repertorios y praxis concretas demostrativas en las 
protestas formularon no solo demandas puntuales refe-
ridas a las privaciones que afligen a las mayorías socia-
les […] Las protestas apuntaron hacia las condiciones 
deficitarias del régimen político, de modelo económi-
co neoliberal y de la llamada convivencia social en un 
sentido estratégico (urgente, pero en el largo plazo) 
tanto prospectiva como retrospectivamente. La lucha 
asumió definitivamente una nueva calidad en la que la 
cotidianidad interpelada se comprendía en dimensio-
nes estructurales, sistémicas. (p. 29)

En cuanto a los actores de la protesta, fueron 
heterogéneos y múltiples, lo que consolidó la 
masividad e intensidad de las protestas, especial-
mente en los contextos urbanos. Así, se registra-
ron actores participantes de las manifestaciones 
como asalariados (24,6 %), pobladores urbanos 
(18,1 %), campesinos (15,1 %), grupos étnicos 
(11,4 %), entre otros. Especial mención merecen 
las y los jóvenes y las mujeres y la comunidad 
LGBTIQ+. Los primeros representaron el 0,6 % en 
la protesta en el período 1975 – 2020, mientras 
que representaron el 1,9 % de las manifestaciones 
del primer semestre de 2021. En el caso de las 
mujeres y la comunidad LGBTIQ+, en las protes-
tas del período 1975 – 2020 representaron el 1,7 
% mientras que, en el primer semestre de 2021, 
el 3,7 % (Archila y García, 2023, pp. 71 – 72). 

44 Cabe anotar que estos reclamos no eran estrictamente novedosos, sino que se relacionaban en primera medida, a la acción 
en contra del modelo de acumulación y los déficits del régimen político con respecto a las deudas democráticas y a la conso-
lidación de la paz y, en segundo lugar, al surgimiento de demandas coyunturales y contingentes a la pandemia del COVID-19 
(Estrada, Jiménez y Puello-Socarrás, 2023). Al decir de Archila y García (2023, p. 58): “Los reclamos del 28A -especialmente los 
de corte estructural relacionados con el modelo de acumulación extractivista y la consiguiente inequidad social, así como la 
violencia sociopolítica- venían cocinándose desde esos tiempos [desde, por lo menos, 2013]”.
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La cualificación de la protesta no significó el cambio de moda-
lidad de atención a la misma por parte de las autoridades. Al 
contrario, se asistió a la agudización de la represión policial y al 
despliegue de los mecanismos de contención de la protesta social 
bajo lógicas de conflicto armado45. De acuerdo con los datos de 
Temblores e Indepaz (2021), al 28 de junio se habían registrado 44 
asesinatos atribuibles a la Fuerza Pública, 83 víctimas de violencia 
ocular, 28 víctimas de violencia sexual, 1832 detenciones arbitra-
rias, 1468 casos de violencia física, para un total de 3486 casos de 
violencia policial. Esta situación se constataría con la visita de la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos durante el 08 y 
el 10 de junio. La CIDH (2021) identificó:  

el uso desproporcionado de la fuerza; la violencia basada en género 
en el marco de la protesta; la violencia étnico-racial en el marco de 
la protesta; la violencia contra periodistas y contra misiones médicas; 
irregularidades en los traslados por protección; y denuncias de desa-
parición; así como el uso de la asistencia militar, de las facultades 
disciplinarias y de la jurisdicción penal militar (p. 7). 

De manera particular, serían las y los jóvenes los mayoritariamen-
te afectados por este accionar. Por ejemplo, del total de víctimas 
de traumas oculares causados por la Policía y del total de vícti-
mas de violencia homicida, el 35.92% y el 40 % fueron personas 
entre los 18 y los 127 años, respectivamente (PAIIS, Temblores y 
Amnistía Internacional, 2021; Indepaz, 2021). Esta situación tiene 
que ver con el protagonismo juvenil alcanzado en las jornadas del 
Estallido Social. De acuerdo con Cifras y Conceptos (2021), existió 
un aumento del 18 % en la participación de las y los jóvenes en 
2021 con respecto al 2019 y cerca del 84 % de las y los jóvenes se 
sintieron representados por el 28A.  

La represión se combinaría con el recurso al diálogo condi-
cionado: mientras el gobierno respaldaba la acción policial, 
dilataba el diálogo con el CNP, a la vez que activaba otros 
canales con el objetivo de dividir a las y los manifestantes, 
o configuraba espacios con otros actores sociales cercanos 
como empresarios, militares y partidos políticos (Archila y 
García, 2023). 

Especial atención merece las dinámicas de construcción de 
agendas, representación, liderazgo y negociación vividas duran-
te el Estallido Social. Por un lado, el CNP, que había articulado 
y conducido en mayor medida el 21N y había convocado inicial-

45 Al respecto, la CIDH (2021) advirtió en su visita “Del mismo modo, la Co-
misión observa con preocupación la persistencia de lógicas del conflicto 
armado en la interpretación y respuesta a la actual movilización social. Al 
respecto, reitera que los desacuerdos se dan entre personas que hay que 
proteger y no frente a los enemigos que hay que combatir” (p. 2).

D
IÁ

L
O

G
O



58

mente, mantuvo un pliego con demandas impor-
tantes, no logró aglutinar ni representar todas las 
voces que se manifestaban, de modo que su lide-
razgo fue desbordado por la misma dinámica de la 
movilización. Por otro lado, la ciudadanía no orga-
nizada llevo a cabo un proceso de paulatina cons-
trucción de agendas, al margen del CNP y bajo 
sus propias lógicas territoriales, desde un proceso 
acumulativo que partía desde lo barrial a lo nacional. 
Mientras que el CNP y su pliego se concentraban en 
demandas por reformas institucionales y medidas 
de política pública dirigidas al ejecutivo nacional; la 
ciudadanía reunida alrededor de asambleas barria-
les, de ollas comunitarias, de puntos de bloqueo 
– resistencia, en coordinación con las expresiones 
étnicas como la Minga, articulaba una diversidad 
de agendas que superaban la interpelación insti-
tucional. Así, sus reivindicaciones pasaban en un 
primer plano, por la exigencia de trasformaciones 
estructurales del Estado y del régimen económico y 
político, en un horizonte de mediano y largo plazo; 
y en un segundo plano, por la articulación, encuen-
tro y despliegue de las capacidades autónomas de 
la ciudadanía expresada en planes de vida locales 
y formas políticas autónomas (Estrada, Jiménez y 
Puello-Socarrás, 2023, pp. 35 – 44). 

Esta dinámica significó el rechazo generalizado a la 
lógica de la representación política o a los liderazgos 
individuales que, a juicio de las y los manifestan-

tes, guiaban al CNP. De manera tal que afloraron 
los consensos, la horizontalidad, el liderazgo basado 
en la repartición de tareas, las vocerías y la construc-
ción colectiva de soluciones frente a las situaciones 
adversas (Medina, 2023; Archila y García, 2023).  En 
suma, mientras que el CNP demandaba reformas 
institucionales en un diálogo que dependía de la 
voluntad del ejecutivo nacional, la ciudadanía movi-
lizada reclamaba cambios profundos y estructura-
les, a la vez que organizaba y construía espacios de 
encuentro y participación ciudadana de facto, al 
margen del Estado (Estrada, Jiménez y Puello-So-
carrás, 2023). 

De esta manera, el 28A constituye el inicio del 
segundo momento de las disputas por la participa-
ción ciudadana juvenil. A la par que la movilización 
en general se cualificó y se dinamizó con respecto al 
2019 y al pasado, las y los jóvenes también consoli-
daron novedosos repertorios de acción colectiva con 
horizontes políticos alternativos, bajo la confluencia 
y la juntanza, de modo que, en términos participa-
tivos, significó también un Estallido de las prácticas 
participativas no institucionales (Velásquez, 2021). 

En el caso de las y los jóvenes, esta cualificación 
y concentración de capacidad política tuvo rasgos 
especiales. De acuerdo con Educapaz, Lozano, 
Montoya y Nossa (2023), la movilización juvenil en 
el Estallido Social bebió de formas organizativas 
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ya existentes, así como de otras nuevas. Entre las 
primeras se encuentran los colectivos de hip-hop, las 
colectivas feministas, los movimientos por el derecho 
a la ciudad y los grupos ambientalistas, las barras de 
fútbol y el movimiento estudiantil. Entre las segun-
das, se destacan especialmente las Primeras Líneas 
por su novedad y su conexión con otras formas de 
encuentro ciudadano como las ollas comunitarias y 
las asambleas barriales o populares, sin estar exen-
tas de divisiones y continuidades46.

Entre los nuevos repertorios de acción colectiva 
de las y los jóvenes, se encuentran: i) la resignifica-
ción del espacio público, referida a las acciones de 
renombre, ocupación y construcción de lo común 
alrededor de espacios públicos tales como plazas, 
puentes o estaciones del servicio público de trans-
porte; ii) la caída de monumentos, con el objetivo de 
interpelar el pasado colonial y sus continuidades en 
las desigualdades sociales, económicas y culturales; 
iii) las prácticas artísticas, tales como el muralismo, 
las batucadas, las representaciones gráficas, entre 
otras, expresadas en las calles pero, especialmen-
te, a través de redes sociales; iv) las huertas urba-
nas comunitarias, que recogieron el acumulado de 
luchas frente el derecho a la soberanía alimentaria y 
que se fueron configurando alrededor de los espa-
cios públicos resignificados; v) la memoria como 
campo en disputa y expresada en diversos recursos 
audiovisuales como películas, documentales, corto-

metrajes y producción de informes sobre la violencia 
policial; y vi) las redes sociales, como plataforma de 
denuncia al acciona policial pero también de visibi-
lidad de las prácticas participativas juveniles, como 
forma de contrarrestar el relato oficial (Educapaz, 
Lozano, Montoya y Nossa, 2023, pp. 189 – 193). 

Por último, cabe resaltar las rupturas o escisiones 
durante el Estallido y que dan cuenta de los horizon-
tes políticos bajo los cuales las y los jóvenes desple-
garon su participación. En primer lugar, se sitúa un 
rechazo al CNP y a su figura aglutinadora y de orien-
tación de la movilización, dada su poca interlocu-
ción con lo local y en específico, con las agendas de 
juventudes. En segundo lugar, las Primeras Líneas 
también generaron tensiones dentro del movimien-
to, con respecto a la acción de confrontación o al 
rechazo de algunas de ellas a orientarse según las 
definiciones de las asambleas populares. Tercero, las 
escisiones de género, referidas a las denuncias de 
colectivas feministas y de grupos LGBTIQ+, recha-
zando las lógicas militaristas de las Primeras Líneas, 
las violencias basadas en género presentadas en 
bloqueos o en las manifestaciones, prácticas homo-
fóbicas o transfóbicas por parte de organizaciones y 
manifestantes y la invisibilización de la voz femenina 
o de las disidencias sexuales en los espacios asam-
blearios. Cuarto, un rechazo a la acción de partidos 
políticos tradicionales y de organizaciones sociales 
y populares por cuanto se consideró que su acción 

46 Para ampliar, ver Educapaz, Lozano, Montoya y Nossa, (2023).
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Principio Características

Coordinación 
Intersectorial, intergeneracional, bajo la lógica 
de la juntanza y la construcción de lo común. 
Rechazo a la síntesis o a la dirección unívoca. 

Agendas

Intersectoriales, transversales e interseccionales. 
Combinación de demandas coyunturales 
– locales, con apuestas transformativas 

estructurales y de mediano y largo plazo. 

Participación ciudadana 

Efectiva, incidente, decisoria y vinculante. 
Subordinación de la lógica institucional 
a la lógica ciudadana. Diálogos para la 

concertación, consenso y decisión. 

Liderazgo Colectivo, horizontal, descentralizado y en lógica de 
vocería. De acuerdo con la repartición de tareas. 

Organización y repertorios de acción  
Novedosa, descentralizada, resignificada y territorial, 

con confluencias nacionales. Respeto de la 
autonomía y construcción de lo local a lo nacional. 

Horizonte
Transformación del orden social. Superación de 

todo tipo de desigualdad. Apertura democrática, 
construcción de paz y participación efectiva. 

estaba orientada a la cooptación; y quinto, ruptu-
ras entre las comunidades y las Primeras Líneas por 
los efectos de la confrontación directa con la Policía 
(Educapaz, Lozano, Montoya y Nossa, 2023, pp. 182 
– 186).

En suma, las prácticas participativas juveniles fueron 
expresión de principios y horizontes políticos alter-
nativos, caracterizados por la primacía del consen-
so y la horizontalidad, así como por la búsqueda 
de diálogos con la institucionalidad basados en la 
garantía de derechos (especialmente a la vida, a la 
protesta social y a la participación), en la atención 
de los reclamos ciudadanos y en la transformación 

de las causas estructurales de los conflictos sociales. 
Para ilustrar esta situación, un joven participante del 
Estallido Social en Bogotá, entrevistado por Foro 
Región Central para este informe, señaló frente a 
la toma de decisiones, la acción colectiva y los lide-
razgos: 

[…] el mismo parche se decidía quién iba, quién no 
iba [a la Primera Línea], quién de pronto, si en medio 
del camino podía ser capturado y prevenirlo. Entonces 
como que se delegaban comisiones, así como: “bueno, 
los dos hoy van a hacer reunión, dos vamos mañana a 
la otra”. Funcionaba así. No era como […] siempre va 
el mismo. […] se llegaba a consensos y llegaron como 

Fuente: elaboración propia con base en 
Estrada, Jiménez y Puello-Socarrás (2023) y 

Educapaz, Lozano, Montoya y Nossa, (2023).

Tabla 9 Principios políticos de las prácticas 
participativas no institucionales de las y 
los jóvenes durante el Estallido Social
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a acuerdos, pero hablado en las reuniones y ya entre 
todos se daba a conocer qué era lo acordado (Entrevis-
tado de organizaciones juveniles, comunicación perso-
nal, 12 de agosto de 2023). 

Con base en la información recabada para este 
informe, la Tabla 9 aproxima una síntesis de estas 
apuestas.

Como ya se señaló, la represión jugó un papel muy 
importante como forma de atender la movilización 
ciudadana. Esta se complementó como en 2019 con 
un proceso de diálogo social entre el gobierno y la 
ciudadanía, especialmente la juvenil. Para el caso 
del 2021, el gobierno de Iván Duque aprovecho su 
iniciativa de construcción del Conpes de Juventud y 
llevó a cabo el Pacto Colombia con las Juventudes, 
en mayo de 2021. El Pacto se articuló como una 

estrategia permanente a corto, mediano y largo plazo 
con la cual el Gobierno Nacional escucha las inquie-
tudes, ideas y propuestas de los jóvenes del país 
alrededor de temas como educación, empleabilidad, 
paz, medio ambiente, participación, emprendimien-
to, conectividad, y lo más importante, las necesidades 
puntuales de los jóvenes de cada región (Pacto Colom-
bia con las Juventudes, 2023).

El Pacto contempló tres fases o etapas (CPPJ, 2022, 
pp. 111 – 112): 

• Etapa 1 – Escucha activa (junio de 2021). En esta 
etapa se activaron espacios de diálogo territorial 
con el objetivo de escuchar las preocupaciones de 
la juventud. Cada espacio contó con una mesa rela-
tora y se identificaron 452 problemáticas, agrupadas 
en 12 líneas de acción: 

• Etapa 2 – Parchemos para construir, donde se 
construyó una “carta de navegación conjunta” para 
la identificación de actores relevantes en la solu-
ción de problemáticas priorizadas y la generación 
de propuestas. 

• Etapa 3 – Transformemos Juntos. Esta etapa 
consistió en la concertación de actividades y 
compromisos para la materialización de las propues-
tas, que se articularon con el Conpes 4040 “Pacto 
Colombia con las Juventudes” 

De acuerdo con cifras de Colombia Joven (2022), 
participaron alrededor de 15 mil jóvenes en 502 
mesas de trabajo en todo el territorio nacional, 
generándose más de 1.300 iniciativas de orden terri-
torial, que se tradujeron en 12 líneas de acción. Entre 
estas líneas, se contempló la línea 5. DDHH, convi-
vencia y Paz con Legalidad y la línea 9. Institucionali-
dad democrática y participación ciudadana como se 
observa en la Tabla 10, que recogieron las iniciativas 
juveniles generadas en la Etapa 1 con respecto a la 
participación ciudadana.

Sin embargo, las y los jóvenes no sintieron legítimo 
el proceso de Plataforma. Las voces juveniles situa-
ron la falta de garantías en el proceso a lo largo y 
ancho del país y que tuvieron que ver con47:

• Problemas metodológicos y de convocatoria. Se 
presentaron incumplimientos en los horarios por 
parte de los y las funcionarias públicas; no se socia-
lizaron previamente los objetivos, la metodología y la 
relatoría de los espacios, lo que dificultó la prepara-
ción por parte de las y los jóvenes; y se presentaron 
ausencias de las autoridades locales o del Ministerio 
Público. 

• Falta de representatividad. No hubo una invi-
tación masiva a todas las expresiones diversas de 
la juventud, con especial ausencia de juventudes 
rurales, LGBTIQ+, mujeres, jóvenes afro, raizales o 
palenqueros y comunidades indígenas. 

• Falta de legitimidad. Las y los jóvenes reclamaron 
la imposibilidad de un diálogo con el ejecutivo mien-
tras el país se encontraba militarizado y mientras se 
reprimía la protesta social. Las desconfianzas en el 
espacio también tuvieron que ver con el incumpli-
miento sistemático del gobierno de otros acuer-
dos emanados de espacios de diálogo. Además, 
se denunció la estigmatización y criminalización 
en curso y se exigieron, por ejemplo, las disculpas 
públicas de las autoridades por los excesos de la 
Fuerza Pública y la vinculación de estos espacios con 
las asambleas barriales y populares.  

• Agendas de diálogo. Se denunció la definición 
previa de las temáticas o las prioridades dadas a 
temas como la responsabilidad penal y las oportuni-

47 A partir de la revisión de las 32 relatorías departamentales y la relatoría Bogotá disponibles en: https://pactocolombiajuven-tudes.
presidencia.gov.co/fase1.html
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Línea Apuestas

5. DDHH, convivencia 
y Paz con Legalidad

5.1. Apoyo a iniciativas de convivencia con población juvenil 

5.2. Lucha contra el maltrato intrafamiliar

5.3. Políticas de DDHH y modernización de la Policía 

5.4. Protección a líderes juveniles

5.5. Garantías para la protesta social pacífica de la ciudadanía juvenil. 

5.6. Cumplimiento de los Acuerdos de Paz con Legalidad y sin polarización.48

5.7. Desescalar la estigmatización y confrontación polarizante en Colombia

5.8. Capacitaciones en DDHH

Jóvenes y la Verdad

5.10. Entornos protectores y estrategias contra la violencia y el 
reclutamiento forzado de Niños, Niñas y Adolescentes 

9. Institucionalidad 
democrática y 

participación ciudadana 

9.1. Instalación y fortalecimiento de Plataformas Juveniles 

9.2. Elecciones de los Consejos Municipales de Juventud

9.3. Acompañamiento técnico para el diseño concertado de políticas 
territoriales y fortalecimiento de Agendas de Juventud 

9.4. Instalación y operación del Consejo Nacional 
de Políticas Públicas de Juventud 

9.5. Herramientas tecnológicas para el seguimiento a políticas y 
programas de cara a las apuestas de la ciudadanía juvenil. 

9.6. Creación de la Comisión de Trabajo Estratégico para el 
Seguimiento a la Implementación del Pacto con las Juventudes 

9.7. Promover Comisiones de Concertación y 
Decisión en los entes territoriales. 

9.8. Registro de liderazgos juveniles 

9.9 Formación política y estratégica para el liderazgo 
e incidencia en la agenda pública

9.10. Apoyar proyectos comunitarios de rápido impacto 
en función de las agendas Juveniles concertadas 

9.11 Mejorar canales de información y acceso a oferta 
institucional intersectorial para ciudadanía juvenil 

9.12 Fortalecer capacidades de Veedurías Juveniles

9.13. Promover la participación política de la ciudadanía juvenil 

9.14 Apropiación regional y nacional del Sistema Nacional de Juventudes 

9.15 Espacios de participación en emisoras comunitarias. 

9.16 Transparencia en la función pública. 

Fuente: elaboración propia con base en CPPJ (2022). Tabla 10. Línea 5 y Línea 9 Pacto Colombia con las Juventudes

48 Nótese la evasión al nombramiento del Acuerdo Final de Paz. Se señalan compromisos con respecto a la Paz con Legalidad, política 
del gobierno Duque que creó una institucionalidad paralela y simuló la implementación del Acuerdo Final de Paz de 2016. 
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dades económicas de las y los jóvenes en detrimento 
de otros temas como el cumplimiento del Acuerdo 
Final de Paz en sus disposiciones de participación. 
En este proceso, las y los jóvenes demandaron la 
reformulación del Estatuto de Ciudadanía Juvenil y 
la generación de más espacios de diálogo. 

En resumen, como lo señaló un participante en el 
departamento del Chocó, estos espacios se confi-
guraron como “protocolarios y por publicidad y que 
en realidad no generan cambios, ni son escuchadas 
sus propuestas y demandas” (CPPJ, 2021, p. 2). Así, 
el diálogo social fue condicionado o simulado, en 
tanto se definió unilateralmente, no convocaba a los 
sectores movilizados, se hacía en medio de la repre-
sión violenta y servía de mecanismo para validar las 
políticas gubernamentales.

Sin embargo, la Plataforma fue defendida desde el 
gobierno nacional como un gran proceso de escu-
cha activa de las necesidades juveniles, que termi-
nó por recogerse en el Conpes 4040. La Tabla 11 
detalla las acciones contempladas en el Conpes. 
Es de resaltar que, si bien el objetivo 3 reconoce la 
necesidad de garantizar la participación ciudadana 
juvenil, las acciones específicas contempladas son 
escasas y con alcances limitados y mantienen una 
visión restringida y tutelada de la participación.

Concentradas en la Línea de acción 17, las accio-
nes dedicadas al fomento de la participación ciuda-
dana juvenil incluyen el diseño e implementación 
de una estrategia de incentivo a la participación y 
representación juvenil en las instancias de partici-
pación ciudadana; el diseño e implementación de 
una estrategia de promoción de información de las 
instancias de participación formal para la juventud 
e información general sobre el control social y las 
veedurías ciudadanas; diseño e implementación de 
un  programa de formación virtual, dirigido a las y 
los jóvenes aspirantes a los consejos de juventu-
des departamentales y municipales o semestre de 
2021; y la programación y desarrollo de las eleccio-
nes de Consejos Municipales y Locales de Juventud 
(Conpes, 2021, pp. 127 – 130). 

Especial atención merece la acción que compro-
mete el impulso por parte del Instituto Colombia-
no de Bienestar Familiar – ICBF - de iniciativas de 
movilización social orientada a promover, contribuir 
e impulsar, acciones de prevención y promoción 
de derechos (Conpes, 2021, p. 131). Además de la 

vaguedad y poca precisión de la acción, se compro-
metió a una entidad que no tiene la capacidad, ni la 
misión de tratar los temas de participación juvenil, 
ni mucho menos de protesta social y manifestación 
pública. En ese sentido, resalta el desconocimiento 
del Ministerio del Interior, como entidad encargada 
de los temas de democracia y participación ciuda-
dana y del SNJ. 

Aunque el proceso de diálogo entre el gobierno 
Duque y la juventud estuvo marcado por la ilegiti-
midad y la priorización unilateral de las iniciativas de 
acuerdo con la agenda gubernamental, el empuje 
de la participación ciudadana juvenil no institucio-
nalizada que, a pesar de los obstáculos y la falta de 
garantías, asistió a los espacios, surtió un efecto en 
la oferta institucional. Si bien el gobierno Duque 
tenía en sus planes la implementación del SNJ, es 
la participación institucional y, especialmente, no 
institucional de la juventud la que obliga al gobier-
no a impulsar de manera decidida las instancias del 
Estatuto de Ciudadanía Juvenil. Como se anotó, las 
iniciativas juveniles iban más allá de la implementa-
ción; reclamaron el rediseño y ajuste del SNJ para 
garantizar una participación ciudadana efectiva e 
incidente. En todo caso, el 02 de noviembre de 2021, 
Duque instala la Plataforma Nacional de Juventud 
después de 22 años y se convoca a elecciones de 
los CMJs el 05 de diciembre de 2021 (CPPJ, 2022). 

Atendiendo a los objetivos de este informe, es 
necesario señalar que la elección de los CMJs no 
estuvo exenta de problemas. En primer lugar, el 
proceso tuvo que surtir una serie de obstáculos 
desde su concepción. En noviembre de 2019, el 
Ministerio de Hacienda comunicó a la Registraduría 
la falta de disponibilidad presupuestal para llevar a 
cabo las elecciones. Sería hasta enero de 2020, cuan-
do se dio viabilidad presupuestal – con la salvedad 
de ceñirse estrictamente a las políticas de austeri-
dad – que la RNEC definiría el calendario electoral, 
fijando para noviembre de 2020 las elecciones. Por 
la pandemia del COVID-19, la elección debió pospo-
nerse indefinidamente hasta que la RNEC fijó entre 
mayo y noviembre de 2021 el calendario electoral 
para los CMJ. Sin embargo, las y los candidatos soli-
citaron una ampliación del calendario, por lo que 
finalmente se fijó el 05 de diciembre del mismo año 
(CPPJ, 2022, pp. 290 – 291). 
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Las elecciones mostraron la desconfianza de las y 
los jóvenes en la participación institucional; si bien 
estaban habilitados para votar 12.2 millones de jóve-
nes, alrededor de 1.2 millones participaron (10 % 
del censo electoral). Además, la votación demostró 
la importancia que desde los partidos tradicionales 
se dio a los CMJ: los partidos y movimientos políti-
cos obtuvieron 523.110 votos, seguidos de las listas 
independientes, con 269.613 votos y los procesos y 
prácticas asociativas, con 134.860 votos. En términos 
porcentuales, los partidos y movimientos políticos 
obtuvieron el 40,86 % de los votos, seguidos de las 
listas independientes (21,06 %) y los procesos y prac-
ticas asociativas (10, 5%) (Canal Institucional, 2021). 

Estos resultados tuvieron que ver49 con la poca 
pedagogía y sensibilización ciudadana frente a qué 
son, cómo se conforman y para qué sirven los CMJs 
(Foro, 2021); los sucesivos aplazamientos de la Regis-
traduría para llamar a su elección y calendarios elec-
torales que terminaron beneficiando a los partidos 
tradicionales con maquinarias y recursos suficientes 
para una campaña; la falta de apoyo de la RNEC a 
las listas independientes; la asignación de nuevos 
puestos a un día antes de las elecciones, permitien-
do la votación del o la ciudadana en el puesto de 
votación más cercano y no en el puesto de votación 
donde se inscribió la cédula y un diseño del tarjetón 
que permitió un porcentaje de votos nulos alto (22, 
76%) (Garzón, 2021).  

Pasados casi dos años de su elección, las y los 
consejeros ha venido una serie de dificultades que 
se han convertido en una falta de garantías para la 
participación juvenil en los CMJs. Estas tienen que 
ver con50: 

• Obstáculos técnicos y organizativos, que van 
desde falta de espacios permanentes donde sesio-
nar, hasta la falta de entrega oportuna de los estí-

mulos económicos por parte de las administraciones 
locales y municipales. 

• Falta de reconocimiento por parte de las y los 
funcionarios públicos de la importancia y labor de 
los CMJ y en general, falta de voluntad política 
nacional y local para su impulso. 

• Falta de claridad en funciones y poca preparación 
técnica de parte de la institucionalidad a las y los 
consejeros. Esto ha dificultado la conexión entre las 
y los consejeros y sus comunidades. 

• Insuficiente autonomía financiera.

• Inexistencia de pedagogía suficiente sobre las 
labores y alcances de los CMJ. 

• Riesgos de cooptación por parte de partidos 
tradicionales, entre otras (Foro, 2022). 

En conclusión, las disputas por la participación 
ciudadana juvenil están a la orden del día. El perío-
do 2018 - 2022 significó la intensificación de estas 
disputas. Por un lado, en un proceso de cualifica-
ción y acumulación, las y los jóvenes del país logra-
ron desplegar prácticas participativas novedosas, 
que incluyeron demandas coyunturales y reformas 
estructurales para la convivencia, la apertura demo-
crática y la construcción de paz. Su acción colectiva 
interpeló al país; su arrojo y protagonismo en los 
momentos más álgidos del 21 N y del 28 A signifi-
caron un llamado a la ciudadanía a involucrarse en 
los asuntos públicos y a las autoridades a respetar, 
garantizar y promover el derecho a la participación 
ciudadana y a actuar decididamente en la solución 
de las problemáticas más sentidas. 

49 Al respecto, anota Garzón (2021): “Sobre esto, es importante ver que los partidos lograron que se ampliara el plazo de ins-
cripción de candidaturas y con ello inscribieron muchas más listas que en algunos casos superaron en número las que habían 
inscrito durante el primer periodo designado para ello, con lo que tenían muchos más chances de ganar. Por otro lado, es claro 
que los partidos, como organizaciones dedicadas a lo electoral, tienen un mayor acceso a la información que otro tipo de orga-
nizaciones políticas y tienen capacidades de negociación que estas organizaciones, muchas de ellas incipientes, no poseen. […] 
A la vez, los partidos políticos pueden explayar campañas en todo el país mientras que las listas independientes y los procesos 
y prácticas organizativas apenas trabajan localmente. Esto se hace evidente al ver los resultados: mientras el partido Liberal, que 
fue el que más obtuvo votos, sacó un poco más de 100.000 (100.592 según el preconteo); tanto la lista independiente Unidad 
Popular- Cali en Resistencia, como el proceso y práctica organizativa Asociación Red Departamental de Jóvenes del Cauca ob-
tuvieron cada una un poco más de 2.300 votos (2.345 y 2.352 respectivamente)”.
50 Con base en Foro (2022), Tamayo (2022) y Laguna (2022). 
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Objetivo general: Fortalecer el desarrollo integral de la población joven urbana y 
rural y la construcción de sus proyectos de vida para contribuir a su vinculación como 

agentes de desarrollo político, económico, social y cultural del país

Objetivos específicos Líneas de Acción

Fortalecer las competencias y trayectorias 
de vida de la población joven del 
país con el fin de generar mayores 

capacidades y oportunidades para la 
culminación de trayectorias educativas, 
el fortalecimiento de habilidades para 
la vida y del siglo XXI, la generación de 
ingresos y la apropiación de espacios 

culturales, deportivos y turísticos.

1.Fortalecimiento de las trayectorias educativas de los jóvenes en zonas 
urbanas y rurales del país para el avance en la garantía del acceso, la 

permanencia, la calidad y la pertinencia de la educación media y posmedia

2.Fortalecimiento de los perfiles de la juventud y pertinencia de las 
oportunidades de inclusión productiva y generación de empleo

3.Impulso a la formación dual

4.Fortalecimiento de las capacidades para la generación de ingresos Juvenil

5. Estrategias para incrementar el aseguramiento en salud de la población joven

6. Mayor participación de los jóvenes en actividades artísticas, 
culturales, deportivas y recreativas en entornos comunitarios y 

de espacio público que potencien su desarrollo integral

Eliminar las barreras de inclusión y equidad 
que enfrentan los jóvenes para el goce 

efectivo de los derechos, en particular los 
jóvenes con mayores vulnerabilidades.

7. Estrategias para movilizar los determinantes sociales que 
afectan el desarrollo de la salud de los jóvenes

8. Fortalecer el acceso a una vivienda digna a la población joven

9. Fortalecimiento de entornos protectores para mitigar el riesgo 
de vinculación de los adolescentes y jóvenes al delito

Desarrollar acciones para la incorporación del enfoque de 
juventud en la implementación del Acuerdo de paz

Diseñar los instrumentos de política y espacios interinstitucionales para impulsar 
acciones orientadas a la no discriminación de la juventud de los sectores 
sociales LGBTI y la garantía de sus derechos en los diferentes entornos

12. Participar en la formulación de instrumentos de política pública para los 
jóvenes en condición de discapacidad que apunten al ejercicio de sus derechos

13. Diseñar los instrumentos de política pública particulares para 
los jóvenes pertenecientes a pueblos indígenas y comunidades 

NARP que apunten a la reducción de brechas desde los contextos 
culturales y territoriales propios de estas Poblaciones

14: Formación a la fuerza pública en promoción y 
garantía de derechos de niñas, niños y jóvenes

Fortalecimiento de la capacidad 
institucional para impulsar el desarrollo 

integral de la juventud y su ejercicio 
de participación ciudadana

15. Integración y ampliación de las orientaciones 
para el desarrollo integral de la juventud

16. Coordinación entre actores para la producción y consolidación de información

17. Fortalecimiento a la capacidad institucional para el desarrollo 
integral y el ejercicio de la ciudadanía la población joven.

Fuente: elaboración propia con base en 
Conpes (2021). 

Tabla 11. Objetivos y líneas de acción del Conpes 
4040: Pacto Colombia con las Juventudes
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Por otro, este empuje ciudadano juvenil logró la implementación 
del SNJ, aplazada sucesivamente por la falta de voluntad política 
de los gobiernos, que se materializó, por ejemplo, en la primera 
elección de CMJs. No obstante, el precio pagado por las y los 
jóvenes fue muy alto; ya fuera por la represión oficial directa que 
impactó sus cuerpos, vidas y mentes, o ya fuera por la imposición 
de diálogos unilaterales y prediseñados, la juventud colombiana 
sufrió especialmente la indiferencia de un gobierno impopular. 

Sin embargo, las disputas participativas todavía no concluyen. 
Como señalara uno de los entrevistados en Bogotá por Foro 
Región Central para este informe sobre los aspectos positivos 
del Estallido:

La semilla que se sembró en, no solamente en los [y las] jóvenes, sino 
pues, en la generación, es que vienen creciendo, vivieron y vieron todo 
lo que sucedió, pues, no comían entero, no quedarse callado ante, 
pues, una situación […] que se vulnere algún derecho humano, ya que 
sea por la integridad como tal, ya sea individual o de alguien más […] 
pues, ya los jóvenes ya tienen esa semilla […] (Entrevistado de orga-
nizaciones juveniles, comunicación personal, 12 de agosto de 2023) 

Por su parte, la manifestante Andrea Vargas, hoy candidata al 
Concejo de Barranquilla, al ser preguntada sobre qué significa ser 
joven en Colombia, compartió: 

Para mí, ser joven representa ser parte de una generación que ha teni-
do pocas oportunidades de acceso a trabajo digno, de acceso a la 
educación superior pública, pero que, sin embargo, ha demostrado, al 
menos mi generación, que tiene la capacidad de interpelar al estable-
cimiento y tiene la capacidad de movilizarse y organizarse alrededor 
de agendas propias […]. Generar escenarios movilizatorios en pro de 
sus agendas y no solo las suyas, sino de su familia, de su mamá, de 
su abuelita, de la gente alrededor” (Entrevistada No. 3, comunicación 
personal, 14 de agosto de 2023). 

A continuación, se ahondará en las dinámicas participativas juve-
niles de las ciudades de Barranquilla, Bogotá y Cali, para identifi-
car retos y proponer acciones. 
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Barranquilla 
Entre la participación institucional y la 
no institucional: una aproximación a 
las prácticas participativas juveniles

La literatura sobre participación ciudadana en 
Barranquilla es limitada, y esta limitación se acen-
túa cuando se enfoca en el caso de la participación 
juvenil. Esta escasez de investigaciones es especial-
mente notoria en lo que respecta a la participación 
no institucionalizada o alternativa, y en este ámbito, 
la situación es aún más desafiante. En este contex-
to, Foro Costa Atlántica se destaca por sus traba-
jos relacionados con la participación ciudadana, la 
movilización y la protesta, y más recientemente, por 
su énfasis en el tema juvenil. También es relevante 
mencionar los trabajos más recientes producidos por 
NuestraBarranquilla.

Como se ha señalado, la población juvenil en 
Barranquilla, a pesar de los avances, enfrenta una 
crisis de privación de oportunidades y bienestar. Este 
escenario se ha agravado en un contexto de debi-
lidad institucional y un escalamiento de la conflicti-
vidad social, al tiempo que se ha privilegiado una 
democracia formal y nominal en detrimento de una 
democracia real. Ante la ausencia de una respuesta 
institucional pertinente, no solo a nivel nacional sino 
también a nivel distrital, la juventud ha hecho de la 
movilización social un espacio para la expresión de 
sus prácticas participativas, lo cual es producto de un 
proceso acumulativo de experiencias y de la agudi-
zación de la crisis descrita a causa de la pandemia 
del COVID-19. El resultado de esto es el Estallido 
Social, fenómeno que fortaleció la participación no 
institucional o alternativa, tanto cuantitativa como 
cualitativamente, y que logró posicionar a la juven-
tud como uno de los sujetos políticos más importan-
tes de los últimos años.

Este acápite revisa el estado y desarrollo de la 
participación ciudadana juvenil. Primero, se aborda 
la Plataforma Distrital de Juventud como un fenó-
meno híbrido de participación entre lo institucional 
y lo no institucional. En segundo lugar, se señalan 
los antecedentes de movilización entre 2018 y 2020, 
como antesala del Estallido Social y, paso seguido, 
se describen las prácticas participativas juveniles 
desplegadas durante el Estallido en el año 2021. 
Después, se menciona un ejemplo novedoso de 

participación no institucional más allá de la movili-
zación social. Y, finalmente, como respuesta institu-
cional al Estallido, se da cuenta del desarrollo de los 
Consejos de Juventud.

La Plataforma Distrital de 
Juventud de Barranquilla

Con la entrada en vigencia de la Ley 1622 de 2013, 
se puso en marcha la implementación del Sistema 
Nacional de Juventud. Entre las tareas de dicho 
proceso, se inició la conformación y fortalecimien-
to de las Plataformas de Juventud. Desde entonces 
en Barranquilla, las distintas expresiones juveniles 
se agruparon en la Plataforma Distrital de Juventud.

La Plataforma Distrital de Juventud tomó relevancia 
como el único espacio de participación y represen-
tación juvenil visible, realizando Encuentros Locales 
de Juventud, Asambleas de Juventud, entre otras 
actividades. En materia de incidencia, además de 
promover la Política pública que fue aprobada en 
2015, lo que más destaca es la iniciativa “Pacto con 
las Juventudes”, que tuvo como objetivo realizar 
diálogos con los candidatos a la Alcaldía Distri-
tal en octubre de 2019 y que estos suscribieran el 
Pacto, comprometiéndose a incluir las propuestas de 
la Plataforma en el Plan de Desarrollo del próximo 
gobierno (Plataforma Distrital de Juventudes, 2019).

Antes de la elección unificada de Consejos locales 
y municipales de juventud en todo el país, la Plata-
forma era la instancia de participación juvenil que 
ejercía las funciones de interlocución con la adminis-
tración distrital, es decir, asumían las funciones que 
hoy tienen los Consejos de Juventud. En palabras 
de un ex Consejero Distrital entrevistado por Foro 
Costa Atlántica (Entrevistado No. 6, comunicación 
personal, 17 de agosto de 2023), que participó en la 
Plataforma de Juventud antes de ser consejero “la 
materialización de la Ley de juventud en términos 
de consejos fue darles un nombre y un perfil a otros 
actores juveniles para hacer lo que ya en la platafor-
ma veníamos haciendo”. En esto también coincide 
otro consejero distrital entrevistado, al destacar que 
la Plataforma sirvió como espacio de encuentro con 
otras expresiones juveniles y de formación en lide-
razgo (Entrevistado No. 1, comunicación personal, 
11 de agosto de 2023).
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51 Ese año las y los estudiantes de las universidades públicas del país se movilizaron en rechazo a la reforma a la Ley 30 de 
1992, propuesta por el gobierno de Santos para reformar la educación superior, pero finalmente fue retirada por la presión 
de los estudiantes en las calles.
52 Alejandro Char fue Alcalde de Barranquilla durante 2 periodos, 2008-2011 y 2016-2019.

El Distrito y la Plataforma trabajaban de la mano 
de manera armónica, incluso se puede identificar 
como una práctica recurrente la vinculación contrac-
tual de miembros activos de la Plataforma para la 
ejecución del programa Quilla Joven. Esta práctica 
podría configurarse como un caso de cooptación, 
sin embargo, tanto los funcionarios como los líderes 
juveniles entrevistados, sostienen que esto responde 
a un elemento de legitimidad. Una de las personas 
entrevistadas, sobre este particular dice que “en las 
conversaciones internas del equipo […] quien mejor 
que alguien que ya estuvo de aquel lado para que 
venga y haga esa interlocución, para que los pelados 
sientan que los están escuchando, como para tener 
una mejor relación” (Entrevistado No. 5, comunica-
ción personal, 15 de agosto de 2023).

El panorama de relevancia para la Plataforma quedó 
relegado con la entrada en funcionamiento de los 
Consejos de Juventud. La implementación de esta 
instancia, por la complejidad del diseño institucional 
y, en parte, por su actitud, la administración distrital 
llevó a cabo la interlocución con énfasis en el Conse-
jo Distrital de Juventud y el protagonismo de la Plata-
forma quedó invisibilizado. Una de las explicaciones 
de esto es que, para la Comisión de Concertación y 
Decisión con la administración distrital, la ley estipula 
solo 2 delegados con voz, pero sin voto para esta 
instancia, mientras que para el Consejo son 3 dele-
gados con pleno derecho de voz y voto. Esta circuns-
tancia ha generado desencuentros entre Consejo y 
Plataforma. A eso se suma el debilitamiento de estas 
instancias de participación institucional.

La experiencia de la Plataforma Distrital de Juven-
tud no ha mostrado avances significativos en térmi-
nos de incidencia en la toma de decisiones públicas, 
excepto el logro de la Política Pública de Juventud 
en 2015, que poco ha sido implementada. La natu-
raleza de su composición al reunir a las distintas 
expresiones juveniles organizadas y no organizadas 
de base, los desencuentros con la institucionalidad 
y su participación en otras formas de participación 
no institucional, permiten caracterizarla como una 
instancia de participación híbrida entre lo institucio-
nal y lo no institucional.

La antesala del 
Estallido Social 
2018-2020

Con respecto a la participación no institucio-
nal, la movilización social que desembocó en 
el Estallido Social, no fue un hecho aislado o 

repentino, sino que fue producto de la acumulación 
de malestares por las deudas sociales sin respuesta y 
del acumulado de los procesos de movilización des-
de 2011, cuando la máxima expresión organizativa 
estudiantil fue la Mesa Amplia Nacional Estudiantil 
(MANE)51. Las características de los actores, de los 
mecanismos de representación, vocerías, entre otros 
aspectos, que tenían una lógica tradicional y centra-
lista (Cuevas, 2014). Estos elementos son claves para 
el contraste que ayudan a entender los cambios en 
la movilización y la magnitud de la misma durante el 
periodo de estudio. La movilización juvenil local tuvo 
expresiones durante los años siguientes, pero en esta 
parte la mirada se concentrará en el periodo 2018-
2020 como antesala al Estallido Social del año 2021.

Esta etapa, durante el segundo gobierno de 
Alejandro Char52, estuvo marcada por tres grandes 
jornadas de movilización. La primera, en octubre de 
2018, de carácter universitario nacional y que tuvo 
como objetivo el aumento del presupuesto de las 
instituciones de educación superior (IES). Los estu-
diantes de la Universidad del Atlántico se declararon 
en Paro indefinido en una Asamblea el 11 de octubre 
de 2018, después de haber realizado una multitudi-
naria marcha el día anterior que tuvo expresiones en 
todo el país (López y Redacción Regionales, 2018). 
El Paro finalizó en diciembre de ese mismo año con 
la firma de un acuerdo entre los estudiantes en la 
Mesa de Negociación y el Presidente Iván Duque 
(López, 2018).

La segunda gran movilización, que presionó la sali-
da del rector de la Universidad del Atlántico, Carlos 
Prasca, fue una multitudinaria marcha el 31 de octu-
bre de 2019, una semana después de que el rector 
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autorizara el ingreso del ESMAD al campus universi-
tario. Antes la Procuraduría lo había suspendido por 
tres meses en el marco de una investigación por un 
supuesto caso de acoso sexual a jóvenes estudian-
tes (El Tiempo, 2019). Y la tercera movilización más 
importante contó con la participación de los sindi-
catos de trabajadores y otras organizaciones socia-
les que convocaron el 21 de noviembre de 2019 el 
Gran Paro Nacional “21N” en contra del gobierno 
del presidente Duque (Redacción Locales y Redac-
ción Judiciales, 2019).

Para entonces, ya comienzan a darse cambios 
importantes en cuanto a los actores y los espacios 
de la movilización. La inclusión de las y los estudian-
tes de universidades privadas alrededor de temas 
como Ser Pilo Paga e ICETEX en el paro de 2018 y 
en 2019, diversificó la composición de las y los parti-
cipantes en las movilizaciones y atrajo a sectores de 
la sociedad que tradicionalmente no se involucraban 
en estas actividades (Rosero, Pachón y Giacometto, 
2021).

En 2020, el recién posesionado alcalde Jaime 
Pumarejo, firma el Decreto del Protocolo de Garan-
tía de la Movilización y la Protesta Pacífica del Distri-
to de Barranquilla. Este contempla la presencia de 
las organizaciones de DDHH el Puesto de Mando 
Unificado (PMU), que tiene la responsabilidad en 
el manejo de la fuerza pública y crea otras dos 
instancias, una para seguimiento al cumplimiento 
de garantías y otra para la documentación de las 
protestas (Giacometto y Pachón, 2020). Según la 
experiencia de un miembro de una organización 
de DDHH entrevistado por Foro Costa Atlántica, 
el protocolo permitió que en muchas ocasiones las 

organizaciones de DDHH pudieran influir para evitar 
intervenciones de la fuerza pública en medio de las 
movilizaciones, por eso el escalamiento de la violen-
cia fue menor que en Bogotá y Cali (Entrevistado 
No. 14, comunicación personal, 5 de septiembre de 
2023).

Durante el primer trimestre del año, Foro Costa 
Atlántica tiene registro de 10 jornadas de moviliza-
ción entre enero y marzo, en las que no hubo ningún 
registro de violencia o enfrentamiento. Una de ellas 
fue un cacerolazo que encabezó el hoy presidente 
Gustavo Petro el 21 de enero, incluso Petro desta-
có que el Alcalde Pumarejo no enviara el ESMAD 
a la movilización (El Tiempo, 2020a). En ese mismo 
trimestre, un estudio de la Universidad del Rosario 
(2020), arrojó que apenas el 18% de los encuestados 
en Barranquilla participó en alguna manifestación 
en el último año y el 52% manifestó no identificar-
se con ninguna posición ideológica. En contraste, a 
nivel nacional el 40% manifestó haber participado de 
alguna manifestación y 33% dijo no tener una posi-
ción ideológica. Sobre estos datos, Rosero (2020), 
afirma que “[l]os jóvenes Barranquilleros parecen 
estar presos de la desigualdad y la violencia, no 
participan y poseen poca claridad sobre su realidad 
y contexto”. 

Después de 6 meses de aislamiento social por la 
pandemia, la muerte de Javier Ordóñez en Bogotá a 
manos de miembros de la Policía Nacional en medio 
de una requisa hizo que miles de jóvenes se volcaran 
a las calles el 9 de septiembre para protestar contra 
el abuso policial. A pesar del temor al contagio por 
COVID-19, la indignación fue más fuerte, principal-
mente entre las y los jóvenes (El Tiempo, 2020b). 
La agitación fue muy fuerte y al día siguiente, 10 
de septiembre, el ESMAD rompió el protocolo y 
hubo enfrentamientos con las y los manifestantes. 
Por ejemplo, Caracol Radio Barranquilla (2020) titu-
ló “Vandalismo en Barranquilla durante protestas 
contra el abuso policial”; 13 jóvenes fueron trasla-
dados a la UCJ.

Durante ese periodo se evidenció un gran descon-
tento con el gobierno de Iván Duque, alimentado 
también por una larga lista de deudas sociales, 
situación que se agudizó por cuenta de los efectos 
negativos de la crisis por COVID-19. Durante 2018 y 
2019 se notó la inclusión de estudiantes de universi-
dades privadas a la movilización, lo cual significó el 
acercamiento de sectores de la sociedad que nunca 
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53 Las primaveras árabes fueron una serie de protestas de gran impacto que iniciaron en Túnez y fueron imitadas en otros 
países árabes entre 2010 y 2012.

habían estado vinculados a la movilización social. 
Los aprendizajes y las mismas dinámicas de la movi-
lización, además de los cambios sociales provoca-
dos por la crisis de la pandemia, explican por qué 
la movilización del Estallido Social se transformó y 
tuvo tanto impacto.

El Estallido 
Social de 2021 

El periodo de movilizaciones que tuvo lugar en 
2021 se erigió como uno de los episodios más 
significativos en la historia de Colombia, tanto 

en términos cuantitativos como cualitativos. Ha sido 
catalogada por Rodrigo Uprimny como una “prima-
vera democrática”, una analogía que recuerda a las 
históricas primaveras árabes  (Torrado, 2021)53. Este 
fenómeno logró la masificación de las jornadas de 
protesta, ganándose la simpatía de una amplia por-
ción de la sociedad, no solo en las grandes ciudades, 
sino también en ciudades intermedias y municipios 
de menor tamaño. Aunque las movilizaciones no tu-
vieron el mismo impacto que las protestas en países 
como Chile y otros de América Latina, sí generaron 
un cambio notable en la vida sociopolítica del país 
(Rosero, Pachón y Giacometto, 2021).

Sobre la importancia de este fenómeno y sus 
causas, Rosero (2021), sostiene que: 

La primavera colombiana es producto de la apertura 
democrática que arrancó con la Constitución del 91. 
Gran parte de las libertades ciudadanas y pluralidad 
política que se expresa en las marchas son el resultado 
del gran acuerdo nacional consignado en nuestra nueva 
Constitución. Parte de la indignación se puede enten-
der por su no profundización o las contrarreformas que 
han debilitado la implementación del Estado social de 
derechos.

El 28 de abril de 2021 quedará marcado como un 
hito crucial en la historia de Colombia. La presenta-
ción de la reforma tributaria por parte del gobierno 
de Iván Duque y su ministro de Hacienda, Alberto 
Carrasquilla, desencadenó una profunda agitación 
social en el país. Esto sirvió como detonante para 
que el Comité Nacional de Paro convocara una 
jornada de Paro Nacional “21N”, desatando así 

una serie continua de diversas manifestaciones de 
protesta que tuvieron lugar entre el 28 de abril y 
el 9 de junio, un período que ha sido catalogado 
como el Estallido Social (Fundación Ideas Para La 
Paz, 2021).

Las movilizaciones en este periodo se caracteri-
zaron por la heterogeneidad de los actores partici-
pantes y la espontaneidad en las acciones. En este 
periodo, hubo una gran coordinación de actores al 
igual que en 2019 y 2020, pero con algunos cambios 
de identidades y sus formas de liderazgo en la movi-
lización. Con el trascurrir de la movilización las y los  
jóvenes se convirtieron en el actor central, tanto  
las y los jóvenes escolarizados como los llamados 
“nini”, que ni estudian ni trabajan (Fundación Ideas 
Para La Paz, 2021). 

Los actores participantes de estas jornadas de 
movilización fueron, en su gran mayoría, ciudadanos 
menores de 30 años, especialmente jóvenes entre 18 
y 24 años de barrios populares de estratos 1 y 2. Sin 
embargo, la participación fue plural y de distintos 
orígenes sociales, pero fueron estos jóvenes de las 
zonas más deprimidas y marginadas de la ciudad, 
los que más tiempo estuvieron movilizándose en las 
calles. Según un estudio de la Universidad del Rosa-
rio (2020), las y los jóvenes de Barranquilla sienten 
más incidencia de pobreza, que las demás ciuda-
des estudiadas. Esto explica por qué las demandas 
de oportunidades asociadas a empleo y educación 
aparecen entre las 3 principales priorizadas por las 
y los manifestantes (Rosero, Pachón y Giacometto, 
2021).
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En ese mismo trabajo se señala que, el 33% de las y 
los manifestantes fueron mujeres y el 66% hombres. 
Una buena parte de las y los manifestantes (35%) 
se identificó Negro(a), mulato (a), afrodescendien-
te, mientras que la gran mayoría no se autorreco-
noce con ninguna identidad étnica (Universidad del 
Rosario, 2020). No obstante, no se evidencia que 
las causas y demandas asociadas a esta población 
hayan sido de las más sobresalientes en el desarrollo 
de las movilizaciones. Una de las personas entre-
vistadas por Foro Costa Atlántica, afirmó que esto 
puede tener una respuesta política, ya que las últi-
mas administraciones distritales han logrado tener 
interlocución fructífera con las organizaciones en las 
que se asocian las personas de este grupo étnico, 
lo que les ha permitido obtener logros y, probable-
mente, podrían verse afectados en esa relación por 
su participación en las protestas (Entrevistado No. 
1, comunicación personal, 11 de agosto de 2023).

De acuerdo con las entrevistas realizadas por Foro 
Costa Atlántica durante el mes de agosto de 2023, 
las y los líderes juveniles entrevistados coinciden en 
que las movilizaciones durante el Estallido Social 
arroparon a una gran diversidad de identidades 
juveniles y a sus respectivas causas. Es claro que 
el movimiento de estudiantes universitarios jugó 
un papel clave por su experiencia en la protesta, 
pero las identidades protagonistas estuvieron más 

asociadas a razones de género y a las expresiones 
artísticas y culturales. Entre las identidades más 
relevantes identifican el movimiento de mujeres, el 
movimiento LGBTIQ+, las y los gestores culturales 
y las y los artistas.

Un ejemplo en el que se evidencia la expresión 
de estas identidades fue el Platón Artístico reali-
zado el 10 de mayo en los alrededores del puente 
vehicular de la Avenida Circunvalar con Carrera 38. 
Durante la jornada se realizaron murales en las para-
des laterales del puente con distintos mensajes de 
reivindicaciones juveniles y en rechazo a la violen-
cia policial; se llevaron a cabo muestras de música, 
danzas, entre otras, y se instalaron ollas comunitarias 
en la vía para la alimentación de los participantes de 
la jornada. Jornadas como estas se adelantaron por 
toda la ciudad, configurando la movilización como 
espacio de expresión de las identidades juveniles 
(El Tiempo, 2021).

La forma como se organizaron las y los jóvenes 
para sostener la movilización durante tanto tiempo 
es una de las novedades. La articulación de las y los 
jóvenes con otros sectores como los sindicatos, se 
perdió muy rápidamente por dos razones. Una refe-
rida a la representatividad, ya que el 58% de las y los 
jóvenes no se sentían representados por el Comité 
Departamental de Paro. La otra razón fue de expre-
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sión, pues el mensaje de cambio que abanderaban 
las y los jóvenes se manifestaba en todo, desde 
asuntos netamente logísticos como cuál debía ser 
la ruta de una marcha, hasta asuntos de expresión 
política como cuáles debían ser los mensajes de la 
movilización (Rosero, Pachón y Giacometto, 2021; 
Entrevistado No. 4, comunicación personal, 15 de 
agosto de 2023).

El origen de la Coordinadora Popular es una conse-
cuencia de que las y los jóvenes no se sentían repre-
sentados por el Comité de Paro y por el hastío con 
líderes juveniles que ya ocupaban espacios de repre-
sentación en la institucionalidad. Esto fue determi-
nante para que las lógicas organizativas optaran 
por modelos horizontales, sin figuras de dirección 
o vocerías, lo cual era más atractivo para la toma 
de decisiones conjuntas, pero que configuraba un 
problema de cara a designar roles de diálogo o 
negociación con la institucionalidad (Rosero, Pachón 
y Giacometto, 2021; Entrevistado No. 4, comunica-
ción personal, 15 de agosto de 2023).

Las redes sociales jugaron un papel fundamen-
tal, especialmente las transmisiones en vivo, prin-
cipalmente en Facebook, cumplieron el papel de 
comunicar en tiempo real y sin intermediarios lo que 
sucedía en las calles durante las jornadas de movili-
zación. Además, las interacciones y comentarios de 

las personas que veían las transmisiones eran una 
forma de apoyo a quienes estaban en las calles. 
También fueron importantes las convocatorias a las 
jornadas de movilización que, a pesar de no tener 
canales oficiales, eran publicadas por algunos perfi-
les en las distintas redes sociales que ya eran refe-
renciados como una fuente creíble de la información 
sobre las jornadas de movilización que se decidían 
muchas veces a través de reuniones de la Coordi-
nadora Popular a través de plataformas virtuales 
(Entrevistado No. 4, comunicación personal, 15 de 
agosto de 2023).

En términos del contexto del diseño participati-
vo no hubo cambios como respuesta institucional 
durante el desarrollo ni después del Estallido Social. 
Se pueden considerar dos casos como respuesta 
institucional, aunque no como respuesta directa a 
la movilización en el Estallido Social. Una es la inicia-
tiva de Guardianes de la Convivencia, que tiene por 
objetivo capacitar a jóvenes de barrios vulnerables 
como promotores de convivencia, en el marco del 
programa Vuelve y Juega de la Oficina de Seguridad 
y Convivencia Ciudadana. En algunas jornadas de 
movilización el Distrito intentó vincular a estos jóve-
nes como gestores y acompañantes de la moviliza-
ción, pero esto no tuvo relevancia. Para septiembre, 
ya debilitado el ciclo de movilización, certificaron a 
80 jóvenes más en la iniciativa (El Heraldo, 2021). La 
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54 Movimiento político liderado por mujeres que nació en Medellín y que intentó saltar a la representación política nacional 
lanzando una lista cerrada al Senado de la República en 2022.

otra iniciativa es el programa de Voluntariado Cívi-
co, que inició en agosto de 2021 y vinculó a jóvenes 
entre 18 y 25 años con el propósito de promover la 
cultura ciudadana en sus barrios a través de proce-
sos de formación e intervenciones sociales, artísti-
cas y culturales. El programa también entregaba un 
auxilio monetario para los participantes (Alcaldía de 
Barranquilla, s.f.).

El liderazgo determinante 
de las mujeres

A pesar de que las mujeres solo fueron una terce-
ra parte en las movilizaciones del Estallido, Ospina 
(2021) señala que, el movimiento de mujeres fue un 
agente dinamizador de las movilizaciones, espe-
cialmente en términos organizativos y logísticos. Al 
mismo tiempo, lograron instalar las causas y reivin-
dicaciones de los movimientos de mujeres y femi-
nistas entre las demandas más visibles. Estas mismas 
causas y reivindicaciones también propiciaron que 
introdujeran una cultura del cuidado y ejercieran 
como cuidadoras de las movilizaciones. De esto da 
cuenta una de las mujeres entrevistadas, al contar 
que “me acuerdo que protegimos a la multitud, nos 
pusimos enfrente de los policías, hicimos rondas de 
arengas, bailes, empezamos a hacer juegos, a tratar 
de contener también los ánimos, la efervescencia y 
que no estallara en violencia” (Entrevistada No. 11, 
comunicación personal, 29 de agosto de 2023).

Ospina (2021) también reseña dos hitos importan-
tes que evidencian el papel protagónico y el impac-
to del Movimiento Amplio de Mujeres. En primer 
lugar, la marcha más grande de mujeres en la historia 
de la ciudad, que tuvo lugar el 17 de mayo. Esta 
marcha fue separatista, es decir, los hombres que 
acompañaron lo hacían al final de la multitud. El 
recorrido fue desde el Centro Comercial America-
no hasta las instalaciones de la Fiscalía, ya “que fue 
por Allison la chica que violaron en Popayán. Eso fue 

lo que nos movió también y acá ya había también 
dos violaciones contra los chicos Soledad, los chicos 
diversos”. En cuanto a visibilización de identidades y 
repertorios de acción, la misma entrevistada resalta 
la importancia de “lo simbólico, las pañoletas, que 
todo el mundo tuviese sus pañoletas [las regalába-
mos], hacíamos el Bodypaint, que es pintura corpo-
ral, los carteles, las batucadas.” (Entrevistada No. 
11, comunicación personal, 29 de agosto de 2023)

La Batucada Feminista se puede considerar la 
expresión artística y cultural con el mayor grado de 
reivindicación durante el Estallido Social, al menos 
para los movimientos de mujeres. Estas mujeres 
tomaron baldes y tubos para “hacer ruido”, con el 
propósito de hacer visible su participación en el Paro 
Nacional. La reivindicación tiene que ver con resigni-
ficar un elemento como el balde, asociado a relegar 
a las mujeres al rol del hogar; ahora es un símbolo 
de participación y resistencia de las mujeres en la 
movilización social (Ospina, 2021).

El segundo hito fue la Minga de Mujeres del Caribe 
en Barranquilla el 20 de mayo. Fue una jornada de 
paz y resistencia a través de arte, danza, cultura y 
mandalas. Este plantón se realizó en el contexto de 
los diálogos que abrió el gobierno nacional como 
respuesta al Paro. El propósito de llamar la atención 
y visibilizar sus problemáticas, como el incremen-
to de las violencias basadas en género durante las 
movilizaciones (Ospina, 2021).

El impacto del rol de la mujer en el Estallido Social 
y en la vida sociopolítica de la ciudad es notorio. Las 
organizaciones de mujeres y feministas, así como 
sus causas y sus agendas han adquirido cada vez 
mayor relevancia en el debate público. Este impacto 
también trascendió a la política electoral, algunas de 
estas mujeres del Movimiento Amplio de Mujeres 
decidieron apostar en la política electoral. Por ejem-
plo, Lorena Bautista, quién integró la lista cerrada al 
Senado del Movimiento Estamos Listas54 en 2022. 
Otras han decidido apostar por el escenario de las 
elecciones de octubre próximo buscando ganar un 
espacio en las corporaciones públicas, como es el 
caso de la lideresa juvenil Andrea Vargas, quien es 
la segunda en la lista cerrada del Pacto Histórico al 
Concejo de Barranquilla.
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55 Para el documento Diálogo y protesta: una mirada al Paro Nacional en Barranquilla.
56 Junta Administradora Local.

Futbol y Violencia

Durante los primeros días de la movilización en 
Barranquilla, las jornadas se desarrollaron con nive-
les de violencia muy inferiores a los de otras ciuda-
des. Aunque de manera más lenta, en la ciudad 
también se dio un escalamiento de la violencia que 
tuvo su punto más crítico cuando se llevaron a cabo 
los partidos de fútbol profesional Atlético Junior vs. 
River Plate (12 de mayo), América vs. Atlético Minei-
ro (13 de mayo) y Colombia vs. Argentina (8 de junio) 
(Rosero, Pachón y Giacometto, 2021).

El anuncio de la realización del juego Atlético 
Junior vs. River Plate por Copa Libertadores, ocasio-
nó una discusión pública en la ciudad, la pregunta 
era ¿es posible realizar eventos deportivos en medio 
de las jornadas de protesta y la conflictividad social 
que se vivía? A esa pregunta, la respuesta del alcal-
de Jaime Pumarejo fue desafiante, al decir en una 
declaración pública que:

El partido se va a jugar y también se van a hacer miles 
de otras actividades en la ciudad de Barranquilla 
porque la vida no depende de la voluntad de un mani-
festante u otro, sino de las personas que hacen su vida, 
su comercio, su trabajo. La Conmebol ha decidido que 
el partido se siga jugando y son los únicos que pueden 
tomar esa decisión (Alcaldía de Barranquilla, 2021b)

Rosero, Pachón y Giacometto (2021) afirman que 
esta declaración del alcalde y el traslado de 4.500 
agentes de policía a la ciudad para garantizar la reali-
zación del partido propició un clima de agudización 
de la conflictividad social que ya se vivía, por lo que 
la respuesta de rechazo de las y los  manifestantes no 
fue solo contra la realización de un evento deportivo 
de esa magnitud en medio de la crisis social, sino 
también en rechazo a la declaración del alcalde. El 
escenario para los otros dos partidos fue el mismo. 

Disposición al diálogo y 
desconfianza institucional

Los resultados de las encuestas55 de Foro Costa 
Atlántica (Rosero, Pachón y Giacometto, 2021) apli-
cada a las y los manifestantes durante las moviliza-
ciones del Estallido, muestran que el 81,59% estaría 

dispuesto a participar en una mesa de diálogo local, 
tanto con la Alcaldía como con la gobernación, sin 
dejar de lado el interés por dialogar con el gobierno 
nacional. Sin embargo, entre el más del 80% de los 
encuestados no confían o confían muy poco en la 
Alcaldía de Barranquilla y la Gobernación del Atlán-
tico.  Estos datos, sumado a los problemas de repre-
sentatividad de la juventud, sirven para entender por 
qué los escenarios de diálogo que se abrieron a nivel 
local no tuvieron el efecto esperado. 

Localmente hubo dos escenarios de diálogo. El 
primero lo propició la Gobernadora en el marco de 
los diálogos propuestos por el presidente Duque, 
que delegó por el gobierno nacional a la entonces 
ministra barranquillera, Karen Abudinen. Participa-
ron miembros del Comité Departamental de Paro, 
36 organizaciones juveniles, activistas y organiza-
ciones de DDHH. No obstante, este escenario no 
tuvo los resultados esperados porque todos se reti-
raron del espacio cuando el último de los jóvenes en 
hablar manifestó su inconformismo por las acciones 
de represión de la fuerza pública en otras ciudades 
y, paso seguido, incitó a los demás asistentes a reti-
rarse del espacio por considerar que no estaban 
dadas las garantías para el diálogo. La ministra y 
la gobernadora no pudieron hacer su intervención 
final (Rosero, Pachón y Giacometto, 2021; Entrevista 
No. 14, comunicación personal, 5 de septiembre de 
2023).

A pesar de ello, como resultado de ese diálogo la 
gobernadora, posteriormente el programa Atlántico 
para las y los Jóvenes, un conjunto de proyectos 
e iniciativas para atender diversas demandas de la 
juventud.

El otro escenario fue una convocatoria del alcalde 
Jaime Pumarejo a unas mesas de trabajo que conta-
ron con participación de presidentes de las JAL56, 
rectores y docentes de colegios y universidades, 
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comerciantes, miembros de sindicatos, represen-
tantes del barrismo, entre otros. Como resultado, 
en una reunión con los alcaldes de las ciudades 
capitales con Duque, el alcalde Pumarejo entregó 
un documento con varias propuestas de manejo 
del orden público, educación, empleo, entre otras 
(Alcaldía de Barranquilla, 2021a). La falta de legiti-
midad de ese proceso se evidencia en que ninguno 
de las y los jóvenes entrevistados para este trabajo 
referenció este hecho cuando se preguntó si hubo 
algún escenario de diálogo con la administración 
distrital, incluso, ninguno de las y los funcionarios 
públicos entrevistados lo mencionó.

Considerando lo expuesto y la información reco-
lectada en las entrevistas, es probable que hayan 
dado casos de cooptación de jóvenes por parte de 
la administración distrital, pero no hay elementos 
suficientes para establecer si los hubo y, eventual-
mente, cómo se dieron. En cuanto al diálogo, es 
claro que hubo un intento de apertura por parte de 
la gobernación, pero en el caso de la Alcaldía, el 
diálogo era con actores distintos a las y los jóvenes 
que se estaban movilizando, incluso, con actores no 
juveniles como los presidentes de las JAL.

A pesar de que había disposición de diálogo por 
parte de las y los jóvenes, la desconfianza en las 
instituciones y los problemas de representatividad 
asociados a la horizontalidad en los modelos de 
organización adoptados durante el Estallido, se 
puede considerar que se produjo un tipo de relación 
de rompimiento con la institucionalidad por parte 
de las y los jóvenes manifestantes, y en su lugar 
se realizaron distintos espacios de deliberación y 
construcción ciudadana a lo largo del Estallido. Un 
ejemplo de esto, fueron los Cabildos y Asambleas 
Populares que se replicaron de manera constante. El 
primero, según el seguimiento de Foro Costa Atlán-
tica y corroborado por varias personas entrevistadas 
fue un Cabildo Abierto realizado en las afueras de 
TECNICOR, al lado del Teatro Amira de la Rosa, con 
la participación de más de 200 personas (Rosero, 
Pachón y Giacometto, 2021; Entrevista No. 11, comu-
nicación personal, 29 de agosto de 2023). 

Con respecto a la relación de rompimiento, una 
lideresa de una organización participante de la movi-
lización cuenta que

Ahí empezamos a interpelar el distrito, cuando fuimos 
al San Camilo caminamos de la BiblioPaz a la Circun-

valar y la Circunvalar y bloqueamos la circunvalar, y 
si nos preguntaban qué necesitábamos […] nosotros 
todo el tiempo interlocutamos con la administración, 
lo que pasa es que no nos cumplen, hay una cultura 
de incumplimiento que persiste hasta lo más chiquito 
[…] la verdad, fue muy provechoso. Eso el San Cami-
lo le metieron plata, al Centro de vida lo inauguraron, 
para nosotros fue victorioso, pero nunca hablamos en 
ninguna mesa (Entrevista No. 3, comunicación personal, 
14 de agosto de 2023).

A pesar de que las demandas del Paro eran nacio-
nales, la organización tomó la decisión de adoptar 
agendas comunitarias y no tener escenarios de diálo-
go con la administración producto de la desconfian-
za por los antecedentes de instrumentalización de 
ese tipo de espacios. Adoptaron causas barriales 
concretas que, a pesar de que no hubo diálogo, 
fueron atendidas por el Distrito. Esas respuestas las 
consideran como logros de la movilización.

Otras formas de participación 
no institucional

La revisión de la participación ciudadana juvenil en 
Barranquilla en un contexto de hegemonía política 
muestra una debilidad en la participación ciuda-
dana y los canales institucionales de participación 
son formales y nominales. A partir de las demandas 
juveniles y la búsqueda de nuevas formas y espacios 
para expresarse, además de otros factores, se puede 
intuir que hay una necesidad de la juventud por la 
deliberación pública. No solo la discusión sobre los 
asuntos propios de la juventud, sino ésta hablando 
desde su condición sobre el proyecto de ciudad que 
quieren y proponen.

En ese escenario de necesidad por la deliberación 
pública, han surgido iniciativas diversas que buscan 
llenar ese vacío que deja la participación institu-
cional y que pone otras opciones en el marco de 
la participación no institucional. Entre sus formas y 
escenarios van desde el diálogo y el debate, hasta 
la expresión a través del arte y la cultura. Solo por 
mencionar un ejemplo, hace un año existe la inicia-
tiva Frías y Política, un formato que invita a hablar 
de política con la cerveza como aliciente y que se 
realiza en tiendas de barrio o espacios culturales con 
el propósito de fomentar la deliberación pública 
(Guzmán y Trejos, 2022).
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57 A través del Estatuto de Ciudadanía Juvenil, Ley 1622 de 2013, modificada 
por la Ley 1885 de 2018.

Los Consejos de Juventud

La participación institucional cambió en 2021. Como parte de 
la respuesta al Estallido Social, el presidente Duque convocó la 
elección de Consejos de Juventud de todo el país para el 5 de 
diciembre de 2021. La jornada dejó un saldo de participación 
muy baja, solo el 10% de los 12 millones de jóvenes habilitados 
para votar en todo el país. No obstante, ante este panorama de 
abstencionismo, los Consejos Locales y el Consejo Distrital de 
Barranquilla fueron los primeros en tomar posesión el 18 enero 
de 2022 (Alcaldía de Barranquilla, 2022a).

A pesar de la dificultad natural que implica el primer año de 
funcionamiento del Consejo Distrital de Juventud, las principales 
tareas realizadas por las y los Consejeros en su primer año consis-
tieron en abrir espacios para la presencia institucional del Consejo. 
Así lo señala un ex consejero distrital de juventud al decir que 
“logramos articular con la institucionalidad con algunos actores 
de la localidad para que abrieran espacios como universidades, 
se sentó el precedente de que los consejos de juventud ya hicie-
ron presencia en estos entornos” (Entrevistado No. 6, comunica-
ción personal, 17 de agosto de 2023). Otro ex Consejero Distrital 
coincide con esta afirmación al decir que “estuvimos en toda la 
construcción de la política pública de salud mental que hasta el 
día de hoy no se ha implementado” y “estuvimos en los proce-
sos para la renovación o las votaciones de las Juntas de Acción 
Comunal en Barranquilla como un órgano asesor acompañante 
en el proceso” (Entrevistado No. 1, comunicación personal, 11 de 
agosto de 2023).

Las elecciones de los Consejos Municipales y Locales de Juven-
tud en todo el país en diciembre de 2021 ayudaron a visibilizar 
esta instancia de participación. En un informe de NuestraBarran-
quilla (2022), se evidencia que el 48% de las y los encuestados 
manifiesta conocer la instancia de Consejo de Juventud. Esto es 
el resultado de la implementación del Sistema Nacional de Juven-
tudes57. No obstante, para el caso de Barranquilla, la relevancia 
adquirida se fue diluyendo muy rápido por varias razones. A partir 
de lo manifestado por consejeros y consejeras y líderes y lideresas 
de la movilización entrevistados por Foro Costa Atlántica para 
este trabajo, se señalaron las siguientes: la ausencia de apoyo 
del distrito para garantizar el funcionamiento de los Consejos, 
especialmente los locales; las expectativas no cumplidas por parte 
de elegidos y electores, y la poca conexión de los consejos con la 
juventud movilizada durante el Estallido Social y sus demandas.
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Concretamente, como resultados de esa aper-
tura de espacios, el Consejo Distrital de Juventud 
tuvo varios logros. El primero fue la realización de 
la Asamblea Distrital de Juventud convocada por 
primera vez como responsabilidad de esta instancia 
(Consejo Distrital de Juventud, 2022). El segundo 
fue la realización de las primeras cuatro sesiones 
de la Comisión de Concertación y Decisión con el 
Distrito y la primera participación en el Consejo de 
Política Social. Y, por último, la institucionalización 
de la semana de la juventud y la ruta de estímulos 
mediante la aprobación del Acuerdo 018 de 2022 del 
Concejo Distrital. Este Acuerdo establece estímulos 
de transporte, educativos, culturales, deportivos y 
de recreación como garantías para la participación 
y cumplimiento de las funciones de las y los conse-
jeros de juventud.

Como consecuencia de que en el Distrito de 
Barranquilla no se hayan implementado los Fondos 
de Desarrollo Local, los alcaldes Locales no manejan 
presupuesto, sino que funcionan como una depen-
dencia más del gobierno distrital (Tuiran, Puche, 
García & De La Rosa, 2019). En ese contexto, las 
posibilidades de las y los Consejeros Locales de 
Juventud para ejercer las funciones de interlocu-
ción, concertación, veeduría y control social son 
nulas. Sobre este obstáculo un ex funcionario del 
gobierno distrital dice que “los alcaldes locales no 
manejan presupuesto, entonces un consejero local a 
quién le va a hacer incidencia o control, con quién va 
a hablar, entonces se vuelve casi que un saludo a la 
bandera” (Entrevista No. 5, comunicación personal, 
15 de agosto de 2023).

Por último, es importante señalar que los Conse-
jos de Juventud también fueron percibidos como 
un escenario que podría catapultar liderazgos de 
cara a las elecciones locales de octubre de 2023. 
Varios de los Consejeros de Juventud renunciaron 
para poder inscribirse como candidatos y candidatas 
a las corporaciones, como es el caso de uno de los 
ex consejeros distritales entrevistado que renunció 
para poder aspirar a ser edil (Entrevista No. 1, comu-
nicación personal, 11 de agosto de 2023).

Bogotá

El presente apartado tiene como fin brindar un 
panorama sobre el contexto social y político de 
la juventud, así como su aporte en el marco del 

Estallido Social en Bogotá entre 2018 y 2022. Para 
esto, en un primer momento se presentará la reali-
dad sociopolítica de las y los jóvenes, seguido de 
una revisión sobre la inclusión de la participación por 
parte de las alcaldías de Bogotá en los últimos años. 
Finalmente, se hará una revisión sobre la identidad 
juvenil en este marco temporal a través de la revisión 
de repertorios de acción, métodos de luchas, roles 
de liderazgo, entre otros.

La juventud bogotana y 
el Estallido Social

Actualmente, la juventud bogotana continua incon-
forme y dispuesta a buscar más espacios de comu-
nicación y participación frente a las instituciones 
en una perspectiva de largo plazo. Por ejemplo, en 
una entrevista realizada por Foro Región Central, un 
miembro de las movilizaciones comentó que en el 
caso de Bogotá si bien las y los jóvenes se levanta-
ron ante un gobierno de derecha, la llegada de un 
nuevo gobierno en un momento coyuntural toman-
do votos cautivos del momento, no significó el 
cambio inmediato de la situación. Asegura que “es 
una lucha contra el sistema, no contra el gobierno”. 
Las y los jóvenes bogotanos siguen esperando la 
ley de amnistía, el desmonte del ESMAD, liberación 
de personas encarceladas, además, se hace nece-
sario el paso del gobierno nacional de la campa-
ña a la acción real (entrevistado de organizaciones 
juveniles, comunicación personal, 12 de agosto de 
2023). Añadido a esto, considera que, a pesar de los 
esfuerzos realizados, el abuso policial en las manifes-
taciones sigue presente y considera que, en el caso 
concreto de Bogotá, la alcaldía de Claudia López 
no tuvo la capacidad de responder en materia de 
Derechos Humanos y garantías para las y los mani-
festantes. (entrevistado de organizaciones juveniles, 
comunicación personal, 12 de agosto de 2023)

“Es imposible combatir un sistema de la mano del 
sistema”. Esta fue la frase que compartió el entre-
vistado al consultarle sobre los escenarios de parti-
cipación que conocía en Bogotá. Ha demostrado 
gran desinterés por trabajar con el distrito a raíz de 
factores como desconfianza, percepción de políticas 
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de participación cortoplacistas en las alcaldías locales y distritales, 
incumplimiento de acuerdos y falta de personal del distrito que 
realmente esté interesado por el diálogo con las y los jóvenes. 
Esta perspectiva, no dista mucho de la realidad.

Durante la administración de la alcaldesa Claudia López, en el 
marco del Estallido Social, el 5 de enero se expidió el Decreto 003 
de 2021, el cual tenía como finalidad presentar el Protocolo de 
acciones preventivas, concomitantes y posteriores “Estatuto de 
Reacción, Uso y Verificación de la Fuerza Legítima del Estado y 
Protección del Derecho a la Protesta Pacífica”. Para adoptar dicho 
decreto, el distrito promovió Mesas de Garantías y Diálogo Social, 
también conocidas como “Mesa Distrital de Seguimiento al Ejer-
cicio de Derechos a la Libertad de Expresión, Reunión, Asociación 
y Movilización Pacífica.

Entre el 07 abril y el 27 de julio de 2021, se realizaron aproxima-
damente 11 reuniones de diálogo. Estos espacios, que contaron 
con la asistencia de actores distritales, gubernamentales, organiza-
ciones civiles, nacionales e internacionales, tenían como finalidad 
llevar un cronograma sobre las movilizaciones organizadas en la 
ciudad, así como también se planteó la necesidad de tomar medi-
das preventivas en coordinación con las autoridades respectivas 
para la prevención y mitigación de daños a la población y garan-
tizar una movilización pacífica. Si bien es cierto que el resultado 
no fue el esperado, se evidenció un factor que rompió con años 
anteriores: la articulación de diferentes sectores para participar 
en una mesa de dialogo, superando la participación sectorial de 
años anteriores.

Por otra parte, otro aspecto a resaltar tiene que ver con las prime-
ras elecciones de los primeros Consejos Municipales y Locales de 
Juventud el 05 de diciembre de 2021. Estas elecciones estuvieron 
enmarcadas por una participación de aproximadamente el 10,42% 
(Redacción Política, 2021).  En el caso de Bogotá, como aspecto 
a destacar, el distrito informó que “las localidades de Kennedy, 
Suba, Bosa, Engativá y Fontibón fueron las de mayor afluencia 
de votantes” (Castiblanco, 2021). Estas mismas localidades, se 
encuentran dentro de las diez localidades con más movilizaciones 
sociales entre 2021 y 2022 según cifras de la Secretaría Distrital 
de Gobierno (s.f).

Por último, hubo reproches masivos contra la alcaldesa por la 
lógica discursiva que utilizó para referirse a lo que estaba pasando 
en las calles. Respecto al uso de la fuerza por parte de las autori-
dades, no había claridad sobre hasta qué punto iba la responsa-
bilidad de la Alcaldía por los actos de brutalidad policial, pues en 
varias ocasiones se cargaba la culpa a los alcaldes locales, mientras 
que en otras ocasiones se culpaba al gobierno nacional. No se 
apersonó ni se responsabilizó por lo que estaba pasando en la 
ciudad, causando gran decepción en la población joven.
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Por otra parte, tampoco sentaron bien las decla-
raciones de la alcaldesa que intentaban politizar las 
movilizaciones al realizar constantes insinuaciones 
sobre supuestos financiamientos del movimiento 
Colombia Humana para actos de vandalismo en 
las calles bogotanas, llegando al punto de catalo-
gar como “jóvenes radicalizados” a ciertos grupos 
poblacionales. El hecho de intentar vincular el 
vandalismo y los ataques aislados con la moviliza-
ción implicó un intento fallido de reducir las acciones 
de la ciudadanía a estrategias de desestabilización 
lideradas por la izquierda (Redacción Política, 2021).

Las identidades juveniles 

Como se ha mencionado, el Estallido Social no se 
puede tomar como un hecho aislado y espontáneo. 
Desde 2011 ha venido germinando una juventud con 
pensamiento crítico que ha optado por manifestar 
sus inconformidades ante el gobierno distrital y 
nacional a través de diferentes repertorios de acción, 
desde diálogos hasta plantones y paros estudianti-
les. La falta de soluciones a largo plazo, la ausencia 
de seguimiento a compromisos pactados y diálogo 
poco efectivo hizo que las y los jóvenes, se sintieran 
invisibilizados por parte de la administración públi-
ca, al punto de ser catalogados como la generación 
“Ni-Ni” como fruto de esa falta de acceso a opor-
tunidades laborales y académicas.

Esta época de movilizaciones masivas en el país, 
principalmente en Bogotá, se caracterizó por dos 
factores diferenciales a movilizaciones de épocas 
previas: articulación con múltiples organizaciones y 
grupos sociales, y la transición a un liderazgo hori-
zontal dentro de las agrupaciones que participaban 
en las movilizaciones. El Paro Nacional del 21 de 
noviembre de 2019 (21N), se llevó a cabo a raíz de 
la inconformidad por parte de diversos sectores de 
la sociedad (jóvenes, campesinos, indígenas, entre 
otros). Si bien cada uno se manifestó por motivos 
específicos, esto terminó en la unión y articulación 

de organizaciones y sindicatos para manifestarse 
contra el gobierno de Iván Duque. En palabras de 
Aguilar-Forero (2020, p. 27) “llamó la atención el 
protagonismo juvenil, el liderazgo descentralizado 
y el carácter creativo y festivo de las marchas”.

Para recolectar información sobre los repertorios 
de acción, métodos de lucha y roles de liderazgo 
en las prácticas participativas juveniles se optó por 
uso de fuentes primarias a través de entrevistas y 
grupos focales, dejando como resultado las siguien-
tes reflexiones.

Si bien es cierto que el paro del 21N marcó un antes 
y un después, lo que logró la verdadera articulación 
entre organizaciones y sectores de la sociedad fue la 
pandemia y el respectivo aislamiento ordenado por 
el gobierno nacional. La falta de acceso a empleos 
formales o si quiera informales, la crisis económica 
a raíz del aislamiento no solo nacional, sino también 
global, el aumento de costos de la canasta familiar 
y el proyecto de ley de la Reforma Tributaria, deto-
naron el inconformismo que como resultado llevó a 
la movilización de la mayoría de la población, pues 
eran factores que afectaban a las y los colombianos 
sin importar su condición social y/o económica.

Respecto a los repertorios de acción, se han desta-
cado dos claves: las ollas comunitarias y la apropia-
ción de espacios públicos. Respecto a las ollas, las y 
los entrevistados destacaron la gran diversidad que 
se podía ver en este tipo de espacios, pues se veían 
miembros de comunidades LGBTIQ+, campesinos 
y campesinas, adultas y adultos mayores, niños y 
niñas, estudiantes y sindicatos, todos compartien-
do experiencias y dando a conocer su historia y los 
motivos por los que decidieron salir a manifestarse, 
incluso en un contexto de pandemia. Estos espacios 
permitieron tejer lazos de solidaridad que en otros 
años no se habían consolidado. Las ollas permitieron 
crear un tejido social entre organizaciones, comuni-
dades, barrios e incluso, entre localidades, fortale-
ciendo cada vez más la movilización en las calles. 
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Gráfica 5. La olla comunitaria en 
el Portal de la Resistencia

Fuente: @_restaurador, 2021.

Gráfica 6. Espacio Humanitario 
Portal Américas, 2021

Fuente: @ehalcalordelaolla, 2021

Por otra parte, respecto a la apropiación de espa-
cios públicos, zonas que antes eran plazas o espacios 
de congregación, las y los jóvenes los convirtie-
ron en bastiones de resistencia y puntos clave de 
encuentro para asambleas y deliberaciones. Esto se 
pudo ver, por ejemplo, en el Portal de las Américas, 
bautizado por las y los manifestantes como “Portal 
Resistencia”, punto de referencia y uno de los más 
emblemáticos incluso a nivel nacional durante el 
Estallido Social. Lo mismo sucedería con el Monu-
mento Héroes en el norte de Bogotá y el Puente de 
la Dignidad en Usme. A raíz de la escalada de violen-
cia en las protestas, las y los jóvenes optaron por 

construir barricadas, usar escudos y barreras para 
defenderse de los ataques de la policía y el Esmad. 

Finalmente, respecto a roles de liderazgo, las y los 
jóvenes han manifestado que hubo ausencia de lide-
razgos jerárquicos y cabezas visibles al interior de 
las organizaciones que lideraron las movilizaciones. 
En el caso de la Primera Línea, se mencionó que 
eran constantes los espacios de participación y deli-
beración para la toma de decisiones. Se realizaban 
consultas para planear reuniones, tomar decisiones 
y delegar funciones. Ahora, estas instancias de parti-
cipación también estaban presentes cuando agentes 
externos (ciudadanía u otros movimientos) querían 
articularse con ellos y ellas, pues en asambleas se 
tomaban las decisiones sobre quienes podían ingre-
sar y quienes no.

Para la presente investigación, se realizó una sesión 
de trabajo con un grupo focal de jóvenes que parti-
ciparon en el Estallido Social quienes formaron parte 
de grupos estudiantiles, juveniles y otros como inde-
pendientes. De igual forma, se realizaron entrevistas 
con actores de la movilización y la institucionalidad, 
con el fin de analizar el Estallido Social desde diver-
sas perspectivas.

Las garantías para la participación 
y el choque de concepciones

En términos de garantías para la participación, se 
identificó que, si bien Bogotá cuenta con una mode-
rada facilidad a la hora de participar, sigue siendo un 
hecho que incluso en la capital del país continúan los 
asesinatos a ciudadanos y ciudadanas por participar 
en estos espacios. Al respecto, Colombia Risk Analy-
sis (2022) en su informe especial de Índice de Ries-
gos Subnacional realizó una lectura sobre riesgos en 
los territorios del país. Como resultado, expuso que, 
aunque Bogotá se encuentra en un nivel de riesgo 
subnacional muy bajo, siendo el segundo territorio 
más seguro del país, y en institucionalidad fue el 
menos riesgoso, la ciudad ocupa el puesto 16 en 
términos de seguridad, dando como resultado un 
nivel de riesgo moderado y en términos de política 
ocupa el puesto 32 con un nivel de riego muy alto.

El surgimiento de diversas organizaciones sociales 
en los últimos años fue el fruto de actores que deci-
dieron asumir la responsabilidad sobre ciertas nece-
sidades y problemáticas en el territorio, derivando 
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así, en la generación de espacios de participación 
como las movilizaciones, para exigir sus derechos:

Este país está hecho a punta de la movilización de 
la gente y a punta de que la gente se organiza para 
buscar gestionar, resolver, exigir, las cosas que por 
las vías muchas veces formales no se logran gestio-
nar o resolver (Entrevistado institucional, comunica-
ción personal, sábado 02 de septiembre de 2023).

Sin embargo, la investigación permitió identificar 
que, en el país, el hecho de organizarse, desde lo 
individual para empezar a trabajar en lo colectivo, 
ha sido bastante estigmatizado. Respecto al trabajo 
con la administración distrital en cuanto a escenarios 
de participación, surgió la prioridad por la participa-
ción desde lo social, por encima de la participación 
desde lo institucional, esto debido a un deterioro en 
la relación entre ciudadanía y administración por la 
falta de resultados de impacto en la sociedad.

En una lectura desde la perspectiva juvenil, la 
desconfianza y el desinterés para trabajar con la insti-
tucionalidad se debe a cinco factores principales: i) 
manipulación de los procesos de las organizaciones 
en los territorios por parte de diversos agentes insti-
tucionales; ii) servidores y servidoras públicas que 
participan en escenarios de diálogo ciudadano poco 
interés y desconocimiento por las problemáticas de 
los territorios; iii) falta de financiación e incentivos 
a las organizaciones para trabajar en proyectos de 
la administración; iv) falta de representación en los 
Consejos de Juventud, al ser un espacio que se ha 
manipulado por los partidos políticos tradicionales; 
v) estrategias, iniciativas y políticas de participación 
de  corto plazo que no permiten un proceso de 
continuidad en el tiempo.

 Entre las administraciones que ha tenido Bogotá, 
han tenido mayor peso las soluciones “cosméticas” 
y de corto plazo, por encima de procesos continuos, 
superiores a un periodo de cuatro años, significando 
la falta de un cambio estructural positivo para gene-
rar más espacios de participación. De hecho, como 
se expuso en la Tabla 8, en las últimas seis alcaldías, 
los casos de continuación de un proceso homogé-
neo en la implementación de un mismo concepto de 
participación en la ejecución de planes y estrategias 
han sido mínimos.

 Aunado a esto, existe una falla en la concepción de 
participación por parte de la administración pública 
y la ciudadanía. El concepto y el lenguaje de la parti-
cipación en la legislación colombiana es, en palabras 
de una de las entrevistadas, ampliamente “formalis-
ta”, entendiendo la participación como un proceso 
que debe pasar por un protocolo e instancias, pero 
que sigue negando el reconocimiento de la movi-
lización como una forma de participación legítima 
y, por el contrario, la trata como una cuestión de 
orden público (ex funcionaria distrital, comunica-
ción personal, 02 de septiembre de 2023). Mientras 
que, para la ciudadanía, en especial para las y  los 
jóvenes, la participación no necesariamente se debe 
centralizar en la formalidad; si bien buscan partici-
par de forma colaborativa e incidente en la toma de 
decisiones, también aluden a repertorios informales 
más sociales que políticos, tales como movilizacio-
nes, marchas, plantones, cacerolazos, entre otros, 
que también fueron mecanismos de acción colectiva 
en el Estallido Social (ex funcionaria distrital, comu-
nicación personal, 02 de septiembre de 2023). 

Este choque de concepciones ha derivado en un 
error sistemático y operativo por parte de las auto-
ridades públicas en los órdenes locales, distritales y 
nacionales: insistir en mecanismos y estrategias que 
den como solución más instancias formales, mientras 
que las y los jóvenes reiteran la necesidad de legi-
timar nuevos repertorios de acción colectiva como 
acto político y participativo. Como consecuencia, 
se ha saturado el sistema con instancias formales, 
pero ninguna atiende las necesidades y perspectivas 
reales de las y los jóvenes:

Hay unas clases en la juventud, no es lo mismo (y eso sí 
que lo demostró el estallido) no es lo mismo un joven 
estrato 3, 4 que tenga una serie de oportunidades a la 
mano [...] a un chico estrato 1 que ha sido hijo, nieto 
y bisnieto de la discriminación, de la estigmatización, 
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de las economías ilegales, que lo único que tiene son 
oportunidades de ese tipo, pues no es lo mismo y el 
estallido social nos lo mostró, hay que pensar en cómo 
potenciar esta chispa, esta sensación de inconformidad 
y esta visión sobre cómo abordar lo juvenil (Entrevista-
do institucional, comunicación personal, sábado 02 de 
septiembre de 2023).

Añadido a esto, se ha repetido otra falencia la cual 
alude a una lectura excesiva de participación ciuda-
dana en términos poblacionales y sectoriales (grupos 
etarios, de género, de organizaciones, etc.) y sus 
posteriores planes de acción, dejando de lado una 
lectura a partir de una noción de clase. Esta última se 
ha dejado por fuera de forma absoluta, reduciendo 
la capacidad de promover iniciativas que atiendan 
a las necesidades de la población (en términos de 
participación), según su contexto social y económi-
co.

Cali 

Son pobres los estudios, ya sean académicos, 
de centros de pensamiento o gubernamenta-
les sobre la situación de la juventud en Cali. 

Temas sensibles como la violencia, la delincuencia, 
no pasan de ser reportados en bases de datos es-
tadísticas que presentas fallas en su acopio y siste-
matización. Otros temas, como educación y empleo 
juvenil, estrechamente relacionados el uno con el 
otro, que, además, en el futuro inmediato serán fo-
cos problematizadores de la gestión pública local, 
no son temas de atención e interés. Brillan por su 
ausencia estudios interdisciplinarios que brinden 
pistas para la formulación de políticas públicas, 
programas y proyectos dirigidos a las juventudes. 

Sin duda alguna, no se podía dejar de lado el 
contexto juvenil sociopolítico de la ciudad. En este 
punto, la hipótesis guía indica que Cali demográ-
ficamente está transitando hacía una población 
madura (DANE, 2022b), esto significa que existe 
una reducción de la población juvenil, tal y como 
se observó anteriormente. No obstante, esto no 
implica que los y las jóvenes dejen de generar 
demandas y presiones relacionadas con la garan-
tía de los derechos. Al contrario, sus exigencias se 
han cualificado. 

En cuanto a la oferta distrital participativa dirigido 
a los y las jóvenes, con referencia al Plan de Desa-
rrollo Distrital (PDD) “Cali, unida por la vida - 2020-

2023”, se puede asegurar un balance agridulce. Los 
indicadores que se presentan en materia de parti-
cipación juvenil, en algunos de sus componentes 
esenciales, no dan cuenta de las metas planificadas. 
Por ejemplo, en el ámbito institucional se presentan 
dificultades relacionadas con la articulación entre las 
dependencias involucradas en el proceso de imple-
mentación de los acuerdos logrados con las y los 
jóvenes, cooptación partidista y clientelar y, además, 
se observa discrecionalidad por parte de la admi-
nistración para interlocutar con algunas expresiones 
juveniles de la ciudad. 

Un punto importante es la descripción que se hace 
sobre las prácticas participativas alternativas de las 
juventudes en la ciudad. Se sostiene que el uso de 
las formas alternativas de participación, se explican 
más allá de las coyunturas locales, en tanto, también 
son resultado de la grave crisis que vive el mode-
lo económico neoliberal a nivel mundial. Esa crisis, 
al estar acompasada con la pérdida de la legitimi-
dad de los gobiernos, nacional y local, ha llevado a 
que la protesta social y la indignación participativa 
se radicalice, especialmente, en aquellos sectores 
sociales que se consideran “la generación que no 
tienen nada que perder”.  

De manera que es urgente fortalecer espacios 
sustantivos de participación que vayan más allá de la 
formalidad de los espacios institucionales de partici-
pación. Estos espacios deben permitir la generación 
de reconocimiento y acercamiento entre el gobierno 
distrital y organizaciones juveniles de cualquier tipo 
e independiente de su identidad política. 

Estado de la cuestión juvenil 
en Santiago de Cali

Terminando el siglo XX e iniciando el siglo XXI, 
algunos sectores académicos y un número relevan-
te de ONG se interesaron por estudiar y visibilizar la 
cuestión juvenil en la ciudad de Cali. Como lo afir-
ma Rengifo (2005), en su gran mayoría los estudios 
y diagnósticos se ocuparon por explicar la relación 
entre juventud y violencia que, al explorar diferentes 
variables, buscaron establecer relaciones de causa-
lidad.

En efecto, entre sus contribuciones más signifi-
cativas se destacan la desmitificación de hipótesis 
explicativas que correlacionaban indicadores críti-
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58 Inadecuadamente denominada así por la academia. Ese cierto escepticismo se sustenta sobre la premisa de su falta de 
rigurosidad académica. En cambio, consideramos que su fortaleza se centra en su capacidad de generar conocimiento a 
partir de exploraciones empíricas, de acopiar las opiniones de los pobladores y proponer, recomendar y generar apuestas 
de políticas públicas.

cos - aumento de la pobreza, baja escolaridad, altas 
tasas de desempleo, incluso la variable étnica - con 
el aumento de la violencia. En contraste, considera-
ron a los y las jóvenes como un eslabón clave y, de 
forma paradójica el más débil, en la conformación de 
las redes delincuenciales y las dinámicas violentas. 
También, dejaron en claro el papel multifuncional 
que desempeñaba la violencia, como una variable 
estructural que jugaba un papel importante en los 
procesos de socialización y la conformación de redes 
o las asimetrías de poder que, de una u otra manera, 
afectaban lo familiar, lo barrial, lo comunitario, inclu-
so su relación con la ciudad. En definitiva, dejaron en 
claro que el tema de la cuestión juvenil y su relación 
con la violencia y la delincuencia urbana requería del 
estudio de diversas variables. 

Un estudio sociológico pionero en el tema fue 
el escrito por Camacho y Guzmán (1990). Al tener 
como referente geográfico la ciudad de Cali, bajo 
una construcción metodológica de “escenarios” y el 
uso de datos cuantitativos, buscaron comprender la 
violencia urbana en la década de los 80. Entre sus 
preocupaciones de estudio no dejaron de mencio-
nar algunos aspectos críticos relacionados con la 
violencia dirigida hacía los y las jóvenes, entre ellos, 
su papel protagónico como víctimas o victimarios 
en diferentes dinámicas delincuenciales urbanas. 
Bajo esa misma línea de estudio, haciendo uso de 
una metodología cualitativa, se encuentra el estudio 
adelantado por Vanegas (1998). Desde la etnogra-
fía de la violencia urbana, centra su interés por las 
interacciones signadas a las violencias, sus protago-
nistas y sus expresiones. Específicamente, la mirada 
juvenil se decanta en mostrar cómo en las comunas 
13 y 20 de la ciudad se recrean las culturas juveniles, 
sus expresiones y sus relaciones con el conflicto y la 
violencia. 

Entre los estudios que marcaron una perspectiva 
de comprensión diferente se encuentran los estu-
dios de Muñoz (1999) y Rengifo (2005). Muñoz (1999), 
teniendo como referente un estudio exploratorio, 
al apoyarse en los enfoques culturalistas y de las 

representaciones sociales, parte de la idea que las 
y los jóvenes son autores de sus propios productos, 
modelan sus significados y marcan el presente de 
la sociedad. Esta argumentación no deja de lado 
las interrelaciones con otros grupos generaciona-
les, así como relaciones de cooperación, ruptura, 
tensión y conflicto. Rengifo (2005) adelanta un balan-
ce comparativo de cuatro estudios exploratorios en 
las ciudades de Medellín, Cali, Barrancabermeja y 
un sector ubicado entre los municipios de Bogotá 
y Soacha. A partir del uso de fuentes secundarias, 
busca dar respuesta a tres cuestiones básicas, una 
de ellas, considerar que la población juvenil es unos 
de los sectores más afectados por la exclusión social 
y un actor clave en las diferentes expresiones de las 
violencias que afectan al país. 

La denominada literatura gris también se interesó 
por reflexionar y hacer diferentes recomendaciones 
en relación con el tema juvenil58. Diferentes ONG 
con el apoyo de la Alcaldía y la cooperación inter-
nacional, elaboraron documentos diagnósticos y 
propuestas de políticas de juventud, entre ellos se 
encuentran el documento de políticas de juventud 
(Mesa de concertación de Juventud, 1999). Además, 
se elaboraron documentos de sistematización entre 
ellos un diagnóstico sobre la situación juvenil en la 
ciudad de Cali para las comunas 6,7,13,14,15,16,18 y 
20 (Alcaldía de Santiago de Cali, Foro - Valle, Corpo-
ración Juan Bosco - Cedecur, 2004).

En la actualidad, los estudios en la ciudad sobre el 
tema juvenil son escasos. En su mayoría son traba-
jos de tesis de pregrado y maestrías, ponencias de 
congresos, informes de investigación, diagnósticos y 
caracterizaciones. Así que se trata de publicaciones 
de baja circulación y acceso limitado para la lectura 
de la ciudadanía en general. Entre los trabajos iden-
tificados se encuentran Gasca (2019) y Duque (2019), 
ambos centran su interés en el tema educativo. Se 
trata de dos estudios de caso - Siloé y Potrero Gran-
de -. En términos generales, ambas autoras ponen 
en discusión, desde una postura socio-critica, cómo 
la escuela tiene, por un lado, un impacto en todas 
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las dimensiones de calidad de vida de los y las jóve-
nes. Y por otro, una influencia en la configuración 
social de las zonas de amortiguamiento y cobertura.

En cuanto a desempleo y ocupación, Asprilla, 
Acambás & Calderón (2019) y Achicanoy (2017) 
abordan la forma como incide el desempleo en el 
proyecto de vida de las y los jóvenes pertenecientes 
a la comuna 15 de la ciudad de Cali y las circunstan-
cias por las cuales se configura un/a joven Nini en 
la ciudad de Cali. Dentro de sus hallazgos se desta-
ca que los principales obstáculos para que los y las 
jóvenes ingresen al mercado laboral radican en la 
falta de estudios y de experiencia. También, proble-
matizan la existencia de condiciones prestablecidas 
que los ubica en una condición asimétrica como la 
pertenencia a barrios marginales estigmatizados, 
raza y condición social.

Así mismo, se identificaron estudios de casos sobre 
la profundización del desempleo y la desocupación 
a causa de la pandemia del COVID-19.  Mora, Herre-
ra y Álvarez (2021), desde un enfoque multidimen-
sional y una metodología paramétrica en cuanto al 
desempleo de los y las jóvenes en Cali, indican que 
cuanto mayor es el tiempo de búsqueda de empleo, 
menor es la probabilidad de salir del desempleo, con 
relación a la influencia que ejercen la educación y la 
experiencia laboral sobre el desempleo y la veloci-
dad de su recuperación. 

En el ámbito de la salud se identificó el trabajo 
adelantado por Grisales, Caicedo, Serna y Uribe 
(2005) quienes hacen un estudio descriptivo con 
información retrospectiva a la situación de salud de 
las y los jóvenes en Cali para estimar la mortalidad 
juvenil en Cali. Entre los resultados que obtuvieron 
se destaca que la mortalidad de los y las jóvenes 
están determinadas por la violencia y estilos de 
vida poco saludables. Por tanto, problematizan la 
necesidad de políticas públicas de prevención de 
la violencia, promoción de estilos de vida sanos y 
estímulos que mejoren las condiciones de vida de 
la población joven.

En cuanto a los estudios sobre violencia, crimina-
lidad y variables similares, se identificaron trabajos 
como el de Castro (2010) quien hace un acercamien-
to a las dinámicas juveniles de la violencia y de la no 
violencia que se mueven en el sector oriente de la 
ciudad, caracterizado por las altas tasas de violencia 
juvenil, y la precariedad económica de sus habitan-

tes. Gómez (2018) aborda las causas multidimensio-
nales sobre la violencia entre y hacía los y las jóvenes 
en Cali, a causa de involucramiento a crimen urbano, 
el reclutamiento sexual y trata de personas, despla-
zamiento interno, violencia psicológica y estigma-
tización. Autores como Vinasco-Martínez (2019), 
también se preguntan cómo se han configurado las 
violencias entre y hacía los y las jóvenes en espacios 
históricamente marginados de la ciudad.

En cuanto al tema de la participación en Cali, están 
los trabajos de evaluación de políticas públicas de 
juventud, como el realizado por Arboleda (2013) 
y Barrios (2011), quienes abordan los impactos y 
mecanismos de participación de la juventud cale-
ña entre 2006-2011 en el Plan de Desarrollo Muni-
cipal y un programa de convivencia dentro de una 
política pública. Ambos documentos, aportan en 
el esbozo de un marco jurídico y una propuesta de 
análisis sobre la participación ciudadana en términos 
institucionales. Así mismo, Otálvaro y Vergara (2014) 
presentan los resultados de la evaluación de la Polí-
tica Pública de Juventud del municipio de Santiago 
de Cali entre el período 2006 - 2013, analizando los 
avances y limitantes que posee la administración 
local para responder a las demandas de este sector 
poblacional. Entre los hallazgos más relevantes está 
la desarticulación institucional para la sensibilización, 
ejecución y seguimiento a la política pública, y el 
desconocimiento de la Política de Juventud por 
parte del mundo adulto e institucional.

Trabajos más recientes estudian las implicaciones 
del Paro Nacional 2021, desde una óptica de partici-
pación y organización juvenil. Posso (2022) hace una 
mención sobre la disputa discursiva y de intereses 
que enmarcaron dos apuestas contrarias durante el 
Estallido Social. Por el lado institucional, están los 
Consejos Municipales de Juventud; por el social, 
estuvo la Unión de Resistencias de Cali. Al visibi-
lizar la sobreposición y el traslape constante de las 
propuestas y apuestas de los grupos juveniles, los 
institucionalizados y los sociales, se pregunta por 
la efectividad, la estructura de oportunidades que 
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persiguen, la reivindicación de sus intereses, entre otros asuntos.  
Aguilar-Forero (2022), bajo una perspectiva de estudio similar a la 
anterior, centran su interés en la memoria como una experiencia 
en común entre la juventud y un descubrimiento de esta categoría 
como una posibilidad de tejer comunidad. Hacen un llamado de 
atención interesante donde invitan a la academia a pensarse en 
clave de las metodologías propias o populares como estrategias 
políticas para narrar el dolor, la sanación, la memoria y la justicia. 

De los estudios que se escribieron en el marco del Paro Nacional 
se encuentra el trabajo adelantado por el Centro de Investigacio-
nes y Documentación Socioeconómica –CIDSE-, de la facultad de 
Ciencias Económicas y Sociales de la Universidad del Valle (2021). 
Se trata de una complicación de artículos que se divide en tres 
partes. Específicamente, en la segunda parte denominado “Lo 
local”, se interesa por estudiar el Estallido Social en la ciudad de 
Cali. Se trata de cuatro artículos que buscan explicar: i) los cambios 
experimentados en las formas de movilización y el ajuste de los 
repertorios de acción social utilizados por los y las manifestantes; 
ii) los y las jóvenes como protagonistas centrales en la ciudad y la 
movilización social; iii) en el ámbito sociodemográfico se estudian 
variables estructurales, particularmente aquellas relacionadas con 
las divisiones de clase y raza y segregación espacial, que habrían 
servido de caldo de cultivo para generar el Estallido Social en Cali; 
iv) se presenta algunas notas orientadas para comprender las diná-
micas sociales y políticas presentes en el marco del Estallido Social. 

Otros textos que se elaboraron en el marco del Paro, fueron 
resultados de procesos de sistematización, denuncia y reflexio-
nes adelantadas por organizaciones sociales y ONG. Entre ellos, 
se destacan el informe “Prohibido Olvidar: haciendo memoria 
para re-existir” (Colectivo 28A, IEI, IIIP, JustaPaz, Movice, 2021). 
Haciendo uso de una apuesta cualitativa y narrativa busca darle 
espacial relevancia a la verdad desde las víctimas, la reivindicación 
de los daños y la sanación (tanto retributiva como restaurativa). 
Este informe pone en cuestión el uso de la violencia, pero no 
desde una perspectiva de criminalidad juvenil, ni tampoco desde 
la victimización; sino la juventud como agente activo en una socie-
dad violenta; los cuales hace víctimas a los y las jóvenes, no por 
su condición juvenil, sino por confrontar a un Estado al que no se 
le puede cuestionar y está arraigado en prácticas guerreristas y 
violentas; que reproduce y ejecuta sin mediar causas ni efectos. 

Otro documento de trabajo fue el elaborado por la Fundación 
Foro Nacional por Colombia, Capítulo Suroccidente (2021). Su 
objetivo central fue proporcionar una visión general de las causas 
que explicaban la agudización de la protesta social. Como hipóte-
sis central se plantea que los acontecimientos que se presentaron 
en el marco del Estallido Social en Cali, no se explican necesa-
riamente teniendo como referente las reivindicaciones del Paro 
Nacional o los graves indicadores socioeconómicos que presen-
ta la ciudad.  En lo local, se vislumbró una fractura del modelo 
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de ciudad que puso en evidencia la segregación y 
exclusión de amplios sectores poblacionales. Por 
otra parte, el Estado atendió la movilización social 
como un problema de orden público al acudir al 
uso desmedido de la fuerza cerrando la posibilidad 
de crear espacios de escucha y negociación. Mien-
tras sectores poblacionales como las y los jóvenes 
hicieron uso de un novedoso repertorio de acciones 
contencioso como son los puntos de resistencia.  

A partir de este estado de la cuestión, se pueden 
plantear tres cuestiones de interés para la ciudad 
de Cali relacionadas con la generación de conoci-
miento en el tema juvenil. En primer lugar, existe 
una ausencia de centros de investigación o pensa-
miento que se ocupen de estudiar el tema juvenil, 
por ejemplo, en clave de observatorio, especializado 
en el seguimiento, veeduría, promoción y atención al 
tema juvenil/juventud en la ciudad de Cali. También, 
preocupa la ausencia de reflexiones en lo regional, 
en particular para el suroccidente colombiano, y aún 
más en temas sensibles relacionadas con la juven-
tud en lo rural, en identidades diversas y género, 
medioambiente y cambio climático, universidad y 
calidad educativa. En segundo lugar, la literatura 
existente centra su foco de atención en diagnósti-
cos y caracterizaciones, por lo que hay un vacío en 
el seguimiento de las dinámicas cambiantes sobre la 
participación juvenil, institucional y no institucional, 
así como de visibilización de iniciativas colectivas 
juveniles, aún más después del paro de 2021. Por 
último, se intuye un vacío bastante significativo de 
estudios que se ocupen por evaluar los resultados 
de la acción gubernamental, por lo que existe un 
limitante para conocer las formas y perspectivas de 
la forma cómo los gobiernos de la ciudad han abor-
dado lo juvenil, en programas y planes de atención 
y promoción de derechos, así como de estudios 
relacionados con los resultados e impactos de las 
políticas públicas y la labor del Estado nacional en 
lo local.

La oferta distrital en el ámbito 
de la participación juvenil

¿De qué manera el diseño participativo distrital 
de Santiago de Cali ha buscado garantizar la parti-
cipación juvenil? Para responder esta pregunta se 
tomará en cuenta como referente el análisis del Plan 
de Desarrollo Distrital – PDD - “Cali, unida por la 
vida - 2020-2023”. Dicho PDD fue propuesto para 

el gobierno del alcalde Jorge Iván Ospina, formula-
do en un contexto particular que cambió la historia 
de la ciudad como fue la pandemia del COVID-19 
y las movilizaciones que se dieron en el 2021. Estos 
dos hechos generaron un giro del PPD hacía “una 
acción pública orientada a enfrentar el riesgo de 
vida y a producir las reconversiones necesarias en el 
ámbito productivo, institucional y social, a partir de 
la promoción de servicios y oportunidades desde el 
Estado local” (Alcaldía de Cali, 2020, p. 13, resaltado 
propio). 

Específicamente en el tema de juventud y la garan-
tía de sus derechos, se abordarán los programas 
dirigidos a la población juvenil haciendo especial 
énfasis en la Dimensión dos (2) Cali, Solidaria por la 
vida, donde se hace especial énfasis en este actor 
social como sujeto de participación activa y efecti-
va. Se trata de una propuesta de política pública en 
perspectiva de derechos humanos, con un énfasis 
en el enfoque diferencial, que se configura en cinco 
líneas estratégicas: i) Distrito reconciliado (contiene 
5 programas); ii) Poblaciones construyendo territo-
rio (contiene 11 programas) ; iii) Territorios para la 
vida (contiene 110 programas); iv) Distrito Educador 
(contiene 5 programas); y v) Cali corazón de culturas 
(contiene 2 programas). 

En el ámbito de los derechos humanos y la reconci-
liación, los programas dirigidos a la juventud centran 
sus apuestas en políticas públicas de promoción 
y protección de sus derechos, de prevención y 
atención sobre la violación de derechos humanos, 
también la implementación de medidas e instan-
cias de reconciliación y de construcción de paz.  
Puntualmente, en materia de la participación juve-
nil se enfoca en programas de mediación escolar, 
escuelas de familia, fortalecimiento de estrategias en 
educación para la paz y gestión dialógica del conflic-
to; el observatorio de convivencia escolar para el 
Distrito; la política pública de Barrismo Social; mesas 
de seguridad vecinales con enfoque de prevención 
situacional del delito operando y jóvenes vinculados 
al sistema de responsabilidad penal con restitución 
del derecho a la educación.
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de edad, rango que se ubica entre la adultez joven, 
y no entre el rango común del ser joven (14 a 29 
años). Está dirigida a personas que no cuentan con 
un empleo formal y tampoco estudian (categoría 
asignada por el DANE como personas NINI, es decir, 
que ni trabaja ni estudia). Así mismo, persona en 
Pobreza extrema, la Pobreza moderada y Población 
Vulnerable. Además, en los criterios de selección se 
contempla un enfoque diferencial sobre población 
LGTBIQ+, población étnica (afro, indígena y campe-
sina) y mujeres. 

El estado de cumplimiento de las metas 
en materia de participación juvenil 

En términos generales, según el informe de Cali 
como Vamos (2023c), el Plan de Desarrollo reporta-
ba un avance del 65%, 10 puntos porcentuales por 
debajo de la meta establecida del 75%. Las dimen-
siones “Cali, Solidaria por la Vida” y la dimensión 
institucional “Cali, Gobierno Incluyente” presen-
taban porcentajes significativos de cumplimiento 
(mayor al 60%). Dimensiones como “Cali, Inteligente 
para la vida” y la dimensión ambiental “Cali, Nues-
tra casa común” estaban por debajo del 60% del 
cumplimiento. De igual forma, Cali Como Vamos 
(2023c) menciona que mientras programas como 
“La Escuela me acoge” y “Promoción, Prevención 
y Garantías de los Derechos de los Niños, Niñas, 
Adolescentes y Familias” presentaban un avance del 
88%. Otras metas como la política pública de Barris-
mo Social, el Sistema Distrital de Atención Integral 
a la Primera Infancia reportaban avances “críticos” 
menores a 15%, incluso de no cumplimiento como 
el proyecto de Universidad Distrital. 

En cuanto a participación juvenil sus indicadores 
están por encima del indicador general de eficiencia 
del Plan de Desarrollo. El programa “Cali, Distrito 
Joven” con corte a diciembre 2022 mostraba cumpli-
mientos por encima del 75%, a diferencia de indica-
dores no desarrollados como “Jóvenes vinculados 
al sistema de responsabilidad penal con restitución 
del Derecho a la Educación” (0% de cumplimien-
to). De manera similar, hay un bajo cumplimiento en 

En el ámbito de la Inclusión y diversidad, los progra-
mas en esta línea se enfocan en la atención integral 
a la primera infancia, niños, niñas y adolescentes y 
jóvenes. Bajo esta perspectiva la participación juvenil 
se articula a partir de programas como “Cali Distrito 
Joven: conectados con la ciudadanía Juvenil”, bajo 
el supuesto de fortalecer sus competencias en el 
marco de la Política Pública de Juventudes (Acuerdo 
0464 de 2019) y el Estatuto de Ciudadanía Juvenil 
(Ley 1622 de 2013 y Ley 1885 de 2018)” (Alcaldía de 
Cali, 2020, pp. 98-99).

En el ámbito de la educación, este PDD, a través 
de la Política Pública de Juventudes, se contempla 
programas como “La Educación Superior: Poten-
cializando Saberes y Transformando Vidas”. Su 
propósito central es la ampliación de la cobertura 
de educación superior, democratizando las opor-
tunidades de formación y la transición hacia una 
sociedad del conocimiento mediante el cierre de 
brechas, la inclusión, la inserción laboral, el desa-
rrollo económico y el emprendimiento; que exalta 
la riqueza y las competencias de nuestro talento 
humano. Este programa visualiza a Cali como un 
territorio educador, que se consolida a través de 
la creación de la Universidad Distrital de Cali y con 
la puesta en marcha de estrategias para facilitar la 
transición hacia la educación superior, la vinculación 
de estudiantes al Plan Talentos, los programas de 
articulación entre las instituciones educativas y las 
instituciones de educación Superior y la vinculación 
a rutas para la inserción laboral (Alcaldía de Cali, 
2020, p. 142).

La estrategia de inclusión juvenil, creada para 
gestionar espacios institucionales que posibilitaran 
el acceso a la educación, el empleo, la cultura y el 
deporte. Dentro del Plan de Desarrollo. Abarca a 
personas en un rango de edad entre los 19 y 35 años 
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59 Según información del Mapa de Inversiones del Departamento Nacional de Planeación el proyecto BP: 26003247, tiene una 
asignación presupuestal de $10.546.740.180. Lo que indica que al año 2023, hay un avance financiero de 47,25% y un avance 
físico de 33,9%. Así mismo, tiene una meta de impacto a 500 participantes beneficiarios. Disponible en: https://mapainversio-
nes.dnp.gov.co/Home/FichaProyectosMenuAllUsers?Bpin=2020760010122 

indicadores del programa “Estudiantes de Institucio-
nes Educativas Oficiales vinculados al Plan Talentos” 
(38,7%). 

No obstante, es necesario aclarar que resultado de 
las movilizaciones sociales que se presentaron en el 
primer semestre del año 2021, la Alcaldía Distrital 
decidió hacer diferentes ajustes y reacomodamiento 
a su Plan de Desarrollo. Esto decisión institucional 
obedeció a los resultados que se produjeron en el 
marco de una mesa de negociación que se creó para 
dar respuestas a las exigencias y solicitudes que 
adelantaron diferentes expresiones juveniles de la 
ciudad en el marco del Estallido Social. Este proce-
so se concretó en el decreto 0304 del 31 de mayo 
de 2021 con el cual formalizaba la mesa de diálogo 
con las y los jóvenes que se agruparon en la Unión 
de Resistencias Cali (URCI) “Primera Línea Somos 
Todos”. Uno de los resultados fue la creación de la 
propuesta “Cali Incluyente”, entendida como una 
estrategia de articulación institucional para imple-

mentar iniciativas que dinamizan la cultura ciudada-
na para asumir la nueva normalidad en Cali –. Según 
el visor de datos de Cali Cómo Vamos, la Unidad de 
Acción Vallecaucana, Cali Visible y Mi Cali Contrata 
Bien (2023)59, a marzo del 2023 reportó una ejecución 
presupuestal de $1.726.223.000, que se suman a los 
$3.874.661.106 registrados a 2022.

Esta estrategia, en estos dos años, se ha ido ajus-
tando institucionalmente, tanto así que, para el año 
2023, se define como articuladora para la gestión de 
oportunidades, la trasformación cultural y territorial 
que posibilita a los y las jóvenes acceder a la educa-
ción, empleo y fortalecimiento de proyectos de vida.  
Sus componentes son la formación en educación, 
formación para el trabajo, atención psicosocial y 
acompañamiento misional a cada organismo. 

Entre otras acciones adelantadas por la Alcaldía 
de Cali, en mayo del 2023, se creó una Mesa para 
la construcción de la Rendición Pública de Cuen-
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60 También a lo designado por la Procuraduría General de la Nación a través de la Directiva 004 de febrero 9 de 2023, la cual ex-
horta a alcaldes y gobernadores de todo el país a dinamizar los procesos en torno a garantizar el ejercicio de Rendición Pública 
de Cuentas RPC (período 2020 – 2023), dirigidos a la población de Primera Infancia, Infancia, Adolescencia y Juventud.
61 Como el acompañamiento realizado en el año 2022, reportado por la Secretaría de Gobierno (2022), en la intervención paisa-
jística, artística y urbanística un sector del barrio Llano Verde, con la intención de disminuir la violencia y fortalecer la convivencia.
62 Según el Informe de Rendición de Cuentas 2022 de la Secretaría de Gobierno (2022), en el 2022 se acompañaron 24 acciones 
colectivas, que constituyen una 76,7 % de la meta total (30 acciones colectivas).

Específicamente, en el ámbito de la participación 
juvenil el balance es bastante agridulce. El informe 
adelantado por la organización juvenil “Asamblea 
Jaime Rosas” - en el marco de iniciativas de control 
social que se adelantan con el apoyo del programa 
Juntos por la Transparencia, con recursos de USAID 
y operado por DAI (Foro Suroccidente y Asamblea 
Jaime Rosas, 2022), dio cuenta que en el ámbito 
institucional se presentan dificultades relacionadas 
con la articulación entre las dependencias involu-
cradas en el proceso de implementación de los 
acuerdos logrados con las y los jóvenes, cooptación 
partidista y clientelar y se observa discrecionalidad 
por parte de la administración para interlocutar con 
algunas expresiones juveniles de la ciudad. Otras 
debilidades que destacan, son aquellas relacionadas 
con las limitaciones en el fortalecimiento de capa-
cidades para el desarrollo de ejercicios de control 
ciudadano juvenil, dificultades en la sociedad civil 
organizada para crear procesos robustos de control 
y del cuidado de lo público reduciendo así la inter-
locución fragmentada entre comunidad e institu-
cionalidad; y limitaciones desde la administración 
municipal para garantizar la seguridad jurídica y de 
los derechos humanos de los colectivos juveniles que 
se movilizaron. También se señala la inexistencia de 
espacios ciudadanos desde la administración distri-
tal para generar interlocución en doble vía como, 
por ejemplo, escenarios de rendición de cuentas.

Finalmente, la acción política de espacios institu-
cionales de participación como el Consejo Distrital 
de Juventud aún puede mejorar. Una de sus debili-
dades se encuentra en su baja capacidad de inciden-
cia sobre la gestión pública distrital.  Por ejemplo, 

tas Especial Territorial en garantía de derechos para 
la primera infancia, infancia, adolescencia y juven-
tud periodo 2020 – 2023, dándole cumplimiento al 
Conpes 3654 de 2010, a la Ley 1098 de 2006 Código 
de Infancia y Adolescencia y la Ley 1622 de 2013 
Estatuto de Ciudadanía Juvenil60. Aún esta mesa está 
en fase 1 y 2, sobre sensibilización y alistamiento y 
generación y análisis de la información. Se ha estipu-
lado que estas dos primeras fases tienen como fecha 
y plazo máximo el 30 de junio de 2023, y las fases 
3 y 4, el segundo semestre de 2023. Otras acciones 
están referidas a la articulación de los programas 
juveniles distritales en la ejecución del proyecto 
“Espacios cívicos juveniles para la resiliencia y la 
reconciliación del pacifico colombiano”, en Chocó 
y Cali, con apoyo de Unicef, la OIT (Organización 
Internacional del Trabajo) y UNFPA.

En asuntos temáticos, la rendición de cuentas de 
la Secretaría de Gobierno (2023) indica que durante 
lo que queda del segundo semestre del año 2023, 
harán: i) seguimiento a los 30 pactos de gobernanza 
firmados en 2022 (en articulación con el programa 
de Gobierno al Barrio), ii)  implementación de 30 
iniciativas institucionales y/o comunitarias nuevas, 
y seguimiento a las 60 iniciativas ejecutadas en el 
2022, iii) acompañamiento para la gestión de opor-
tunidades con nuevas ciudadanías, iv) continuidad 
del trabajo realizado en 2022 con poblaciones y 
territorios excluidos61, v) acompañamiento pedagó-
gico en el desarrollo de 10 acciones colectivas, y 
seguimiento de las acciones colectivas del 202262, y 
vi) coordinación de la articulación intersectorial y la 
transversalización del enfoque de cultura ciudadana 
en el comité de nuevas normalidades.
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existen temas por tratar de forma crítica y asertiva 
como es la Política de Juventudes que, a pesar de 
estar formulada, su nivel de implementación es defi-
citario. Sin duda alguna, la limitación de recursos – 
logísticos, técnicos, financieros – explica la situación 
anterior. A pesar de estas dificultades, este Conse-
jo ha logrado la movilización de temas de interés 
para los y las jóvenes, así como la elaboración de 
propuestas juveniles, condensadas en una agenda, 
que ha buscado incidir en los programas de los y 
las candidatas a la Alcaldía y, se espera una signifi-
cativa incidencia en el próximo plan de Desarrollo 
de Distrital (2024-2027). Además, este Consejo de 
juventudes destaca por la generación de opinión 
pública en temas juveniles de interés para la ciudad. 

Las prácticas participativas alternativas 
de las juventudes en Cali

El uso de las formas alternativas de participación 
se explica más allá de las coyunturas locales; son 
también resultado de la grave crisis que vive el 

modelo económico neoliberal a nivel mundial. Esa 
crisis, al estar acompasada con la pérdida de la legi-
timidad de los gobiernos, nacional y local, ha llevado 
a que la protesta social y la indignación participativa 
se radicalice, especialmente, en aquellos sectores 
sociales que se consideran “la generación que no 
tienen nada que perder”. Además, preocupa que la 
respuesta inmediata del Estado, cuando se presen-
tan movilizaciones sociales, es el uso desmedido de 
la fuerza pública cerrando la posibilidad de crear 
espacios de escucha y negociación. 

En Cali, las organizaciones juveniles desplegaron 
un número significativo de prácticas participativas 
espontáneamente, hicieron uso de un novedo-
so repertorio de actuación denominado por las y 
los manifestantes “puntos de resistencia”. Estos 
bloqueos se dieron en puntos estratégicos de la 
ciudad como Puerto Rellena, Calipso, Nuevo Latir, 
Sameco, Juanchito, Paso del Comercio, La Porta-
da, Loma de la Cruz, Meléndez y Univalle. Al mismo 
tiempo, este repertorio de actuación vino acom-
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pañado de una nueva resignificación de los espacios sociales y 
culturales. Los espacios públicos no solo se transformaron en sus 
usos, sino también en sus significados. Algunos ejemplos así lo 
evidencian: Puerto Rellena, paso a denominarse “Puerto Resisten-
cia” o en su abreviatura léxica “PR”; la loma de la Cruz, sitio de 
encuentro cultural y turístico, pasó a denominarse la “Loma de la 
Dignidad”, y El Paso del Comercio, pasó a denominarse “Paso del 
Aguante”, Calipso, pasó a denominarse Apocalipso.

Paralelamente a los “puntos de resistencia”, se presentó una 
fuerte oleada de alteración del orden público, reflejada en distur-
bios que provocaron la destrucción de entidades bancarias, esta-
ciones del sistema de transporte masivo, la sede de la Dirección 
de Impuestos y Aduana Nacionales -DIAN- y saqueo de algunos 
almacenes de cadena comercial. Ante estos hechos, las autori-
dades locales y departamentales desplegaron a la fuerza públi-
ca apoyada posteriormente por la figura de la asistencia militar 
propuesta por el Gobierno Nacional.

La prolongación en el tiempo de los puntos de bloqueo conllevó 
a que diferentes sectores sociales y económicos, no participes del 
Paro mostraran su descontento. Sus argumentos sostenían que las 
dinámicas de la protesta interferían en la movilidad ciudadana, 
así como, restringían el acceso a bienes y servicios esenciales. 
Ese tipo de situaciones dan cuenta de la fuerte dicotomización 
de los discursos y la radicalización en las posturas políticas que 
se están presentando en la ciudad. Los mensajes de diferentes 
sectores sociales, líderes políticos, medios de comunicación, 
buscaron legitimar y justificar la exclusión y discriminación social, 
así como, la segregación política que históricamente ha vivido la 
ciudad.  Frases como “los buenos somos más”; “nosotros somos 
los buenos, los protestantes son los malos”; “indios” vs “blancos”; 
“La fuerza pública busca el bien, los protestantes evidencian una 
estela de maldad”; “nosotros y ellos”; “la protesta social se disfra-
za de vandalismo…”, dejaban un mensaje claro de estigmatización 
social, racial y político. En últimas, esa simple apariencia de las 
frases contiene un fuerte trasfondo político- 

A esto se sumó el uso desmedido de la violencia por parte del 
Estado. Como lo sostiene Van Stekelenburg (2021), cuando la 
protesta social se busca controlar a partir de una fuerte represión, 
sobre todo si viene de la policía, hace que la multitud se radica-
lice. Recordemos que, históricamente en Colombia, este tipo de 
respuesta ha sido el común denominador para dar respuesta a la 
protesta social. 

Para el caso de Cali, con el Estallido Social, las cifras de efec-
tivos militares y de Policía nacional dejaron en evidencian que 
la respuesta más expedita y rápida del gobierno nacional y las 
autoridades locales fue sido responder con mayor pie de fuerza, 
incluso militarizando las zonas consideradas de alto riesgo social 
y político. Presentándose una correlación directa entre el aumen-
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to de la ira social y el crecimiento exponencial a las 
graves violaciones de los derechos humanos. 

Las enseñanzas y aprendizajes 
que dejo la movilización social 
en el ámbito de la participación 
alternativa para la ciudad de Cali

Las enseñanzas que dejo la movilización en mate-
ria del uso de estrategias participación alternativas 
son diversas. Particularmente, se ha presentado la 
reinvención de diferentes procesos territorializados, 
donde organizaciones sociales y nuevos liderazgos, 
han generado procesos colectivos comunitarios que 
se recrean en dimensiones esenciales de la vida 
barrial como son la cultura, la recreación y el juego. 
Al respecto, se identifican tres tipos de propuestas. 

La primera, la acción social comunitaria que, al estar 
coordinado por nuevos liderazgos juveniles transfor-
madores, se han asociado con gremios económicos, 
ONG, diferentes sectores de la sociedad civil, para 
generar respuestas a las necesidades más sentidas 
de la población. Son diversas las propuestas que 
adelantan, desde comedores comunitarios, que 
buscan dar respuestas a las necesidades de hambre 
que afecta a las comunas más pobres de la ciudad; 
el trabajo colectivo para la recuperación del espa-
cio público y combatir fenómenos críticos como las 
fronteras imposibles, así como tratar de arrebatarle 
a las bandas criminales el ingreso de mano de obra 
infantil y juvenil; la generación de fuentes de empleo 
a partir de experiencias conjuntas entre empresa 
privada y organizaciones juveniles; por supuesto, se 
destaca el trabajo articulado entre profesionales de 
diferentes disciplinas, que conjuntamente con orga-
nizaciones sociales, adelantan jornadas de apoyo en 
los barrios que se han convertido en brigadas de 
salud, educación y, hasta de atención para mascotas.  

 La segunda apuesta se refiere a la incidencia 
política y el control social. Aquí se resaltan ejerci-
cios juveniles ciudadanos, como el adelantado por 
la Asamblea Juvenil “Jaime Rosas” que, como se 
mencionó en páginas anteriores, es una propuesta 
organizativa juveniles que busca generar procesos 
de control social e incidencia ciudadana a proyec-
tos y programas relacionados con el tema juvenil. 
Este tipo de propuestas se sustenta, no solo desde 
un accionar político, sino también desde procesos 
de formación que adelantan sus integrantes para, 

convertirse en sujetos de réplica y promotores de 
acciones de incidencia política en sus propias comu-
nidades, así como con las autoridades locales. Se 
resalta de este tipo de participación alternativa su 
capacidad de “confrontar” la institucionalidad local 
y ser reconocidos como actores políticos para el 
diálogo y la interlocución en el tema juvenil. 

Un tercer tipo de acciones son aquellas que se 
articulan a partir de la generación de opinión públi-
ca, no solo a través de medios de comunicación, 
también en espacios comunitarios y foros ciudada-
nos. Cómo y hacía donde se mueven estos poderes 
sociales en la ciudad es un ejercicio que aún está 
por estudiar. Especialmente, para comprender en 
los territorios a partir de sus necesidades, los lazos 
de solidaridad que los unen y movilizan, así como 
los intereses y los micropoderes que se articulan. 

Estas formas novedosas, no necesariamente 
nuevas, de participación alternativa – definidas a 
partir de la resistencia y movilización social - cuen-
tan con otras habilidades y se articulan a través de 
liderazgos que riñen con las prácticas de los lideres 
tradicionales. Habilidades que les permiten valorar 
la actuación por encima de la planeación, tienen 
otro manejo del tiempo, evaden la dilatación de 
la acción y lo demuestran, tienen prácticas forma-
tivas autodidactas, poseen lecturas del territorio 
más integrales y son críticos frente a la ausencia de 
los derechos básicos. Además, saben nombrar las 
situaciones que impiden el cambio, e identifican los 
estilos de trabajo del Estado y reconocen nombres 
e intereses.

Lo que están evidenciando los diversos procesos 
de resistencia comunales y barriales, es la emergen-
cia de nuevas formas de activismo social y político, 
que reclaman con pliegos, acción colectiva y movi-
lización social otras demandas de intervención del 
Estado, desde un enfoque de gobernanza territorial, 
más cercano a idea de justicia social y el bienestar.

En el terreno institucional se han construido algu-
nos mecanismos de apertura democrática asociados 
a la “ola deliberativa”, que buscan combinar la idea 
de democracias deliberativas con representativas. 
El Estallido Social mostró que es posible el dialo-
go directo entre autoridades locales y la ciudadanía 
movilizada en la ciudad; aparecen de esta forma 
espacios asamblearios, culturales, recreativos y orga-
nizativos que interpelan las viejas y caducas formas 
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de participación tutelada que existen para las comu-
nidades por parte de la administración pública.

También, aparecen instancias novedosas como 
la Unión de Resistencias Cali, un espacio vinculan-
te en materia de concertación y mediación social 
para la construcción de salidas a los graves proble-
mas ocasionados por la protesta social en Cali. Un 
escenario que se construye como una salida para la 
construcción de paz en los territorios y como eje arti-
culador de las demandas de las y los jóvenes frente 
a la administración pública de Cali. 

Hacia futuro, las exigencias de las organizaciones 
sociales y comunitarias, tanto juveniles, así como 
del mundo adulto, seguirán ejerciendo una fuerte 
presión sobre la gestión pública distrital. Es indu-
dable, que las acciones adelantadas por la adminis-
tración municipal, en los dos últimos años, aún sido 
paños de agua tibia para dar respuestas a problemas 
estructurales. Seguramente, en el futuro inmedia-
to las demandas sociales cada vez más serán más 
exigentes y “cualificadas”, así que seguramente las 
acciones participativas alternativas aumentarán, no 
solo en su cantidad, también en su calidad. Por tal 
razón, se necesita, tanto de gobernantes, como de 
una fuerte tecnocracia que, más allá de sus habili-
dades técnicas, generen soluciones políticas innova-
doras y asertivas en el marco de una gestión pública 
distrital que cada vez tiene un menor margen de 
maniobrabilidad, aún más cuando la deuda fiscal del 
municipio cada vez aumenta más.
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Como se ha señalado, el período analizado significa un hito 
en el desarrollo de la participación ciudadana juvenil en 
Colombia. Especialmente, implicó el despliegue de prác-

ticas participativas alternativas o no institucionales, conducidas 
bajo principios políticos contrahegemónicos, basados en la so-
lidaridad, la horizontalidad, la espontaneidad y el cuidado de lo 
común, en parte por la falta de mecanismos y espacios institucio-
nales adecuados para el trámite de conflictos. 

Este empuje ciudadano juvenil se traduciría en la implemen-
tación del SNJ por parte del gobierno Duque, con costos en la 
garantía de derechos fundamentales, en especial a la manifesta-
ción y la protesta social. Aunque con particularidades, en las tres 
ciudades de estudio y a nivel nacional, la estrategia de atención 
a la movilización juvenil se concentró en el diálogo condicionado 
y en la represión generalizada. Sin embargo, la implementación 
no trajo consigo un avance significativo con respecto a la inci-
dencia juvenil en espacios institucionales, ni en la generación de 
políticas que respondieran a sus necesidades, reproduciendo la 
desconexión entre la oferta participativa, las motivaciones de la 
movilización y la incidencia en que las cosas cambien. 

En ese sentido, se puede afirmar que las condiciones objetivas 
de la participación ciudadana juvenil no se han transformado; el 
período mostró la alta conflictividad de las y los jóvenes frente a 
un sistema político y democrático poco abierto a sus propuestas, 
a sus formas autónomas de movilización y las consecuencias para 
el goce efectivo de los derechos de unos enfoques y unos diseños 
institucionales poco incidentes. 

Con el objetivo de contribuir al diálogo social y a la plena garan-
tía del derecho a la participación ciudadana, en especial la juve-
nil, a continuación, se señalan recomendaciones dirigidas al nivel 
nacional y a los niveles distritales, teniendo en cuenta los hallaz-
gos señalados y la coyuntura política de transición democrática, 
consecuente con el Estallido Social, la renovación del Congreso 
y la llegada a la presidencia de la fórmula Gustavo Petro y Francia 
Márquez para el período 2022 – 2026. Estas recomendaciones se 
proponen en términos generales y específicos sobre instrumentos 
locales, garantías para la participación y para el establecimiento 
de vasos comunicantes entre la ciudadanía juvenil y la institucio-
nalidad. 

Nacional 

A nivel nacional, es importante señalar que los primeros pa-
sos dados por parte del gobierno Petro en materia juvenil 
parecen abrir un ambiente propicio para la participación 

juvenil. Entre ellos se cuentan las acciones gubernamentales em-
prendidas con respecto al reconocimiento del papel de las y los 
jóvenes en la construcción de paz y la necesidad de emprender 
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programas para romper los ciclos de violencia y po-
breza en los cuales se ven inmersos, especialmente 
en contextos de precariedad; y las iniciativas de par-
ticipación condensadas en la puesta en marcha de 
los Diálogos Regionales Vinculantes y los Diálogos 
Permanentes por la Educación superior, que se han 
orientado a la reforma integral de la Ley 30 de 1992 
y la consagración de la educación como un derecho.  

Especial atención merece la propuesta del presi-
dente Petro sobre la reforma legal del Estatuto de 
Ciudadanía Juvenil, conducentes a que los CMJs se 
conviertan en escenarios de decisión, con poder de 
intervención en asuntos presupuestales (Presidencia, 
2023).  Con esto en mente, se recomienda: 

1. En cuanto a la oferta participativa juvenil, se 
debe partir de un nuevo enfoque integral, capaz de 
reconocer que la participación juvenil se despliega 
de diversas formas, en espacios institucionales y no 
institucionales, bajo principios políticos alternativos. 
Dicha reforma debe ser capaz de dialogar con estas 
prácticas participativas desplegadas por la juventud, 
relacionadas con vocerías y liderazgos horizontales, 
la rendición permanente de cuentas, la rotación de 
cargos, la solidaridad, entre otros, en un sentido de 
reconocimiento político y de respeto a la autono-
mía juvenil. La reforma debe evitar que este diálogo 
y encuentro se convierta en otro canal de coopta-

ción y de desmovilización de la juventud, de modo 
que se reproduzca el distanciamiento ciudadano 
con respecto de la institucionalidad. Igualmente, es 
necesario corregir el alto grado de dispersión de la 
oferta pública, empezando por el SNJ. 

2. En cuanto a las garantías para la participación 
ciudadana, estas pasan necesariamente por la 
transformación de las lógicas de orden público o 
de conflicto armado con que se ha enfrentado la 
movilización juvenil. Así, se deben impulsar las medi-
das incluidas en el Plan Nacional de Desarrollo 2022 
– 2026 relativas a una ley de garantías para la protes-
ta social, la revisión de la Política Nacional de Parti-
cipación Ciudadana y la revisión de los protocolos 
nacionales y territoriales de atención a la protesta 
social. En especial, es necesario desplegar acciones 
de reconocimiento de los hechos de violencia oficial 
que afectaron diferencialmente a las y los jóvenes en 
el Estallido Social, con garantías de Verdad, Justicia, 
Reparación y No Repetición. En esta misma línea, es 
necesario fortalecer las acciones dirigidas a la excar-
celación de las y los líderes juveniles que todavía 
se encuentran en las cárceles producto de su parti-
cipación en las movilizaciones y que fueron crimi-
nalizados arbitrariamente. Estas acciones pueden 
complementarse con acompañamientos psicoso-
ciales y jurídicos a sus familias, para que en el futuro 
puedan retomar plenamente sus vidas. 
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3. Con respecto al Estatuto de Ciudadanía Juvenil, 
se debe rediseñar garantizando la participación juve-
nil desde sus diversidades.  Especialmente, los CMJs 
deben rediseñarse, de modo que tengan la capaci-
dad de intervenir en los asuntos públicos e incidir 
desde las agendas juveniles. Esto requiere acciones 
institucionales dirigidas a la generación de confianza 
en las y los jóvenes como dotar a estas instancias de 
los presupuestos y capacidades técnicas suficientes 
para su funcionamiento; la realización de campañas 
pedagógicas sobre su labor y funciones; fortalecer 
su carácter independiente de las fuerzas políticas 
tradicionales, entre otras. Por ejemplo, los CMJs 
pueden involucrarse en procesos de presupuesta-
ción participativa local y nacional. 

4. En cuanto a las políticas públicas dirigidas a 
la juventud, es necesario adoptar un enfoque de 
gobernanza democrática, en la que confluyan todos 
los actores involucrados y en las que se desarrollen 
acuerdos producto del diálogo social, evitando la 
imposición de programas y planes gubernamentales. 
De esta manera, se podrán articular y generar acuer-
dos territoriales y nacionales con las juventudes. 
Igualmente, es necesario contar con observatorios 
de participación ciudadana juvenil a nivel nacional 
y territorial para identificar tendencias, dinámicas, 
obstáculos y oportunidades. 

5. De igual manera, es urgente tomar medidas para 
garantizar el acceso a la información y a la transparen-
cia con respeto a planes, programas y proyectos dirigi-
dos a la juventud, en especial aquellos implementados 
como respuesta a las demandas expresadas en el Esta-
llido Social. También es necesario que los actores del 
sector privado que se comprometieron con acciones 
dirigidas a jóvenes en el marco de las movilizaciones 
también informen a la juventud y a la ciudadanía en 
general sobre los avances, el desarrollo y los logros de 
estos esfuerzos. Así, se contribuirá al fortalecimiento y 
garantía de la rendición de cuentas y a transparentar 
los procesos de toma de decisiones públicas con 
respecto a lo juvenil.

6. Con respecto a las y los jóvenes, es necesario 
reactivar la dinámica de elaboración y articulación 
de agendas juveniles territoriales y nacionales, capa-
ces de re dinamizar aquello que desde el Estallido 
Social se ha desarticulado, por diversas razones. 
Estas agendas pueden considerarse como Planes de 
Vida, dirigidos a la reconstrucción del tejido social 
y del sentido de pertenencia comunitaria, sobre el 

papel de las y los jóvenes en las demandas sectoria-
les y la necesidad de afianzar un proyecto colectivo, 
con liderazgos capaces y formas participativas que 
respondan a un horizonte de largo plazo, mantenien-
do articulación nacional y respetando las autonomías 
y particularidades territoriales, desde los principios 
políticos alternativos desplegados en el momento 
de la movilización. Por último, es necesario que las 
y los jóvenes continúen y fortalezcan sus procesos 
de fiscalización y escrutinio de las acciones públicas 
que tienen que ver con lo juvenil, en especial de 
aquellos compromisos adquiridos en el marco de la 
movilización social. De esta manera, se fortalecerá 
el control ciudadano de las y los jóvenes frente a las 
políticas que las y los involucran.

Barranquilla

A manera de conclusión, los indicadores del 
contexto socioeconómico juvenil en Barran-
quilla evidencian que durante la adolescencia 

existe garantía universal de derechos como salud y 
educación, aunque persisten brechas de desigual-
dad en calidad educativa y las oportunidades para 
educación post-media se reducen a la mitad. Los 
hogares barranquilleros son altamente vulnerables 
a las crisis económicas y sociales, pues las oportuni-
dades de empleo se mantienen por encima de los 
niveles prepandemia y la informalidad constituye un 
problema estructural que, en tiempos de crisis, se 
traduce en hambre y pobreza.

El contexto y el diseño participativo entre 2018 y 
2022 se puede resumir en que el Distrito de Barran-
quilla tiene una tradición eficiente de acogida de los 
cuerpos normativos nacionales para su inclusión o 
reglamentación en el diseño institucional, sin mucha 
preocupación por los resultados de estos. Se privile-
gia una participación institucional formal y nominal 
en detrimento de una participación real. 
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63 Espacio que reúne a actores juveniles y no juveniles que trabajan o inciden en temas de juventud.

Durante el desarrollo de las movilizaciones en el 
marco del Estallido Social en 2021 se vivió un esca-
lamiento de la violencia, que fue aumentando a 
medida que se aumentó la conflictividad en otras 
ciudades en una lógica de efecto espejo, especial-
mente en Cali que fue el centro del Estallido Social. 
Sin embargo, los hechos que marcaron el comienzo 
de la agudización de la conflictividad en Barranquilla 
fueron los eventos deportivos internacionales.

En cuanto a identidades, el rol de las mujeres fue 
determinante en la movilización. El Movimiento 
Amplio de Mujeres tuvo un papel protagónico en la 
organización, la logística y la gestión de recursos, así 
como fue clave en introducir una cultura del cuidado. 
También lograron visibilizar sus causas y reivindica-
ciones a través del arte con la irrupción de la batuca-
da feminista. También se destaca que la comunidad 
LGBTIQ+ aprovechó el escenario del Estallido como 
espacio para organizarse.

Por último, Barranquilla experimentó un contexto 
de debilidad institucional en temas de participación 
y un alto grado de conflictividad social que se agudi-
zó con el desarrollo de las protestas. A pesar de que 
las motivaciones iniciales eran de índole nacional, 
la administración distrital pasó de la participación 
formal al negacionismo, aduciendo que las deman-
das de las y los jóvenes no tenían que ver con asun-
tos distritales y desconociendo la realidad palpable 
la crisis de la que da cuenta el contexto socioeco-
nómico juvenil expuesto, que además no solo es un 
fenómeno nacional sino internacional.

Teniendo en cuenta lo señalado, se recomienda 
para el caso de Barranquilla: 

1. Fortalecer las expresiones de participación más 
allá de la participación institucional formal como 
medio para fomentar la deliberación pública. Esto 
implica reconocer y legitimar las expresiones de 
participación no institucional.

2. Con base en la Agenda Distrital de Juventud 
2023, construida por el subsistema de participación 
juvenil y otros insumos producidos por el Ecosistema 
Juvenil63, generar procesos de incidencia para incluir 
temas claves en la discusión electoral y en la futura 

elaboración del Plan de Desarrollo.

3. Actualizar la política pública de juventud. 
Además, revisar el cumplimiento de la política actual 
y retomar las propuestas pertinentes para el contex-
to actual, por ejemplo, la creación de la Oficina o 
Secretaría de Juventud en el Distrito que transver-
salice la oferta institucional de juventud.

4. Armonización y actualización del Protocolo de 
Garantía del Derecho a la Movilización y a la Protesta 
en el Distrito de Barranquilla.

Bogotá

Con respecto al Distrito Capital, es necesario 
emprender acciones para la consolidación de 
un enfoque de participación ciudadana capaz 

de mantenerse en el tiempo y que supere el choque 
de concepciones entre la institucionalidad y la ciu-
dadanía. En ese sentido, se recomienda: 

1. Reconocer y legitimar los espacios de participa-
ción local (Comunitarios, barriales y de localidades), 
tales como asambleas populares y espacios de deli-
beración, como acto político y legítimo de partici-
pación ciudadana. Para esto, es necesario que las 
políticas de participación incluyan una perspectiva 
de movilización social. Por ejemplo, se puede avan-
zar en la conexión entre la política distrital de parti-
cipación ciudadana y juvenil a los PDET de Bogotá 
según las dinámicas locales. 

2. Promover políticas de participación de media-
no y largo plazo. El cortoplacismo de las políticas 
y estrategias de participación ha sido uno de los 
factores principales por los que las y los jóvenes 
manifiestan poco interés en participar en los espa-
cios promovidos por la administración. Por esto, 
es urgente promover políticas de largo plazo que 
permitan consolidar un proceso con impactos reales 
en la sociedad. En ese sentido, se hace necesario 
articular los diferentes índices de participación exis-
tentes (Secretaría de Gobierno, IDPAC y Veeduría 
Distrital), incluyendo análisis territoriales y sectoriales 
para emprender acciones adecuadas con las diná-
micas reales de la participación. 
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3. Legitimar y garantizar espacios de participa-
ción informales. Actualmente, las y los jóvenes han 
manifestado mayor interés por prácticas participa-
tivas no institucionales, por lo que crear espacios 
participativos en el marco institucional, no atien-
de la problemática real. Es por esto que se consi-
dera fundamental la legitimación y la creación de 
un ecosistema que promueva condiciones aptas 
en términos de garantías, para que las y los jóve-
nes lleven a cabo actividades de participación con 
las que se sientan representados siempre que se 
encuentren cobijadas por un marco legal.

4. Seguimiento a compromisos y acuerdos. Actual-
mente no se cuenta con un sistema que permi-
ta realizar seguimiento a los acuerdos, pactos, y 
compromisos realizados entre la administración y 
la ciudadanía en términos de participación, lo cual 
resulta en una dificultad a la hora de evaluar la 
eficacia y el cumplimiento de los actores en dichos 
acuerdos, por lo mismo, es importante contar con 
un sistema que lo facilite, así como también facilite 
el acceso a información a la ciudadanía.

Cali 

En la ciudad de Cali, las diversas formas de par-
ticipación juvenil que se expresan de diversas 
formas y mediante diferentes mecanismos y ac-

ciones sociales colectivas, no se pueden compren-
der y explicar a partir de las coyunturas locales, es 
necesario tener en cuenta las variables del contexto 
nacional e incluso internacional.

En la actualidad, los indicadores sociales y econó-
micos dan cuenta que la ciudad está viviendo una 
grave crisis social, económica y política. Las causas 
que explican esa crisis son múltiples. Un débil reco-
nocimiento de la legitimidad institucional, escenarios 
de participación cooptados por liderazgos tradicio-
nales, baja o poca incidencia de la ciudadanía sobre 
la gestión local, bajos niveles de credibilidad de los 
gobernantes - presidente, gobernadora y alcalde -, 
asociados a clientelismo político, corrupción, aumento 
de la burocracia estatal; altos índices de violencia homi-
cida y el aumento de la delincuencia; crecimiento del 
desempleo, que afecta especialmente a la población 
más joven, asociado con el aumento de las tasas de 
pobreza y miseria. A esto se suma, cuando se presen-
tan movilizaciones ciudadanas, una respuesta del Esta-
do en lógica militar para restablecer el orden público.

Esta crisis local al estar acompasada con la pérdida 
de la legitimidad del gobierno distrital, ha llevado 
al uso recurrente, por parte de diferentes actores 
sociales, de mecanismos alternativos de partici-
pación. Aunque, no existe un observatorio de la 
participación que cuantifique el número de accio-
nes y las peticiones que hacen las organizaciones 
sociales. Sin embargo, no se puede desconocer que 
cotidianamente se llevan a cabo diferentes accio-
nes ciudadanas que evidencian un fuerte malestar 
social. Las redes sociales y medios de comunicación 
son un medio de información importante donde se 
reportan las acciones que adelantan diversos secto-
res ciudadanos para exigir sus derechos y demandas 
más sentidas. Como, también dejan en evidencia las 
desconfianzas mutuas que existen entre el gobierno 
y organizaciones sociales 

Por eso, se considera necesario hacer un llamado 
para que los sectores poblacionales, sociales, políti-
cos, económicos, culturales y ambientales, acuerden 
intereses colectivos en la idea de construir una visión 
conjunta de ciudad, región y país.

Sin duda alguna, es necesario releer nuevamente el 
contrato social entre ciudadanos y gobernantes. Más 
allá de solicitar cambios radicales e inmediatos como 
una reforma constitucional, es fundamental conocer 
la Constitución, identificar sus aportes, reconocer sus 
limitaciones y, ante todo, identificar las garantías que 
brinda para la defensa y exigibilidad de nuestros 
derechos fundamentales.

A pesar de las limitaciones estructurales institu-
cionales, es necesario “demoler” mitos que consi-
deran que, por su propia naturaleza, la democracia 
colombiana está condenada a la imperfección. Al 
contrario, la búsqueda de superar esas imperfeccio-
nes puede llevar a fortalecer la democracia, por eso 
es necesario promover la participación ciudadana 
desde diferentes espacios y dimensiones. 
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